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EDITORIAL

De la reforma fiscal al Sistema  

de Financiación Autonómica

El Gobierno aprobó una reforma fiscal para aplicar en 2015 y 2016,  
en dos tramos, que, finalmente, se ha comenzado a aplicar de manera  
completa en 2015, al anticipar la segunda parte de la reforma, prevista para 2016,  
a julio de 2015.

Para llevar a cabo dicha reforma, el Gobierno constituyó un grupo de expertos  
a quienes encargó que elaborasen un conjunto de propuestas que pudiesen servir  
de aplicación a la hora de llevar adelante la reforma fiscal. Posteriormente,  
el Gobierno empleó algunas ideas y otras no.

Paralelamente a la reforma fiscal se encuentra el Sistema de Financiación Autonómica,  
que no es ajeno a dicha reforma, pues la corresponsabilidad fiscal y la solidaridad  
entre regiones del sistema impositivo español hace que estén completamente  
engarzados. Ahora bien, pese a haber expirado el plazo en el que tenía que haber  
sido reformado, no lo ha sido, de manera que está pendiente para su próxima  
reforma en 2016.

En este número se valora la reforma fiscal emprendida por el Gobierno,  
al tiempo que los expertos explican el porqué de su propuesta.

Del mismo modo, también se ponen sobre la mesa caminos de profundización  
que podrían ser posibles en dicha reforma, y, paralelamente, se evalúan los efectos  
sobre la economía y el empleo que ha podido tener la reforma fiscal.

Y en un último bloque, unido a la reforma fiscal y a la financiación  
regional, se señalan los distintos mecanismos adicionales de financiación  
que el Gobierno de España ha puesto en marcha, aunque no haya reformado  
el Sistema de Financiación Autonómica.

Por último, en dos artículos se analiza el actual Sistema de Financiación y  
se realizan propuestas para su reforma.

Sin duda, este número, elaborado por profesionales en la materia y actores  
destacados en su aplicación, suscitará el debate de los colegiados y de todo el mundo 
económico en un tema que no le resulta indiferente a nadie. 
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1. Antecedentes de la reforma

Superadas las turbulencias de los mercados y después 
de la solicitud de un programa de asistencia financiera 
a la Unión Europea, quedaba claro que era el momen-
to oportuno de realizar la reforma del sistema fiscal 
para establecer una base sólida que favoreciese el creci-
miento incipiente y la creación de empleo sin bloquear 
el cambio de modelo estructural en el que España se 
veía inmersa. Esta reforma fiscal busca un sistema más 
equitativo, más progresivo, que reduzca la carga fiscal 
de las rentas bajas y medias, que otorgue beneficios fis-
cales a las familias y a los dependientes y que a la vez 
luche contra el fraude.

Objetivos ambiciosos todos ellos en un contexto eco-
nómico que había empezado a repuntar pero necesi-
taba afianzarse; el sector exterior hasta entonces ha-
bía amortiguado la caída y las exportaciones habían 
aumentado fuertemente, lo cual permitía contar con 
la demanda externa como motor auxiliar de la eco-
nomía. Poco a poco la demanda interna comenzaba a 
despertar, especialmente el consumo, si bien de mane-
ra débil dados los desequilibrios acumulados de años 
anteriores. A esto se añadían los principales retos de la 
economía, finalizar la consolidación fiscal para reducir 

los niveles de deuda, mantener el ímpetu del sector 
exportador para corregir el endeudamiento acumula-
do tras años de déficits por cuenta corriente y reducir 
el número de desempleados a través de una actividad 
económica estable generadora de empleo.

Por su parte, los organismos internacionales, tanto la 
Comisión Europea como el FMI y la OCDE, instaban 
a España a llevar a cabo una revisión de su sistema im-
positivo que permitiese afianzar el débil crecimiento 
que se estaba logrando, consolidar las reformas estruc-
turales llevadas a cabo y a la vez corregir los desequili-
brios, especialmente reducir los niveles de desempleo y 
el nivel de endeudamiento de la nación.

En este entorno, se optó por crear una Comisión de 
Expertos para la Reforma Tributaria que debía tener 
como principal objetivo lograr un sistema tributario 
más sencillo y neutral, que garantizase la suficiencia 
de ingresos para que estos apoyasen el proceso de con-
solidación y que a la vez mejorase la eficiencia de la 
economía y contribuyese al desarrollo social.

Sobre la base del informe de la Comisión de Expertos 
y estableciendo como objetivos prioritarios afianzar el 
crecimiento y la estabilidad presupuestaria, conseguir 
un tejido empresarial con empresas saneadas y más 

Reforma fiscal 2014

Miguel Ferre
Secretario de Estado de Hacienda

RESUMEN

La necesidad de actualizar el marco fiscal español era patente después de que la economía española hubiese superado, no sin gran esfuerzo, 
la gran crisis sufrida en los últimos años. En dicho contexto se ha aprobado una reforma fiscal cuyos principales objetivos son: devolver 
el esfuerzo realizado por los ciudadanos españoles rebajando los impuestos de la renta de las personas físicas y de sociedades, para de 
esta forma establecer una base sólida que impulse el crecimiento económico y la creación de empleo; así como modernizar nuestro 
sistema fiscal de forma que sea más equitativo, progresivo y justo, y favorezca un cambio de modelo productivo que permita una mayor 
competitividad de las empresas españolas.

PALABRAS CLAVE

Reforma fiscal, Rebaja impositiva, Crecimiento económico, Creación de empleo, Competitividad, Lucha contra el fraude, Modelo 
productivo, Inyección de liquidez, Capitalización empresarial, Impuestos negativos, Discapacidad.
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productivas y recuperar la confianza de los inversores, 
se aprobó la reforma fiscal.

2. La reforma fiscal

Esta reforma nace con un doble objetivo: devolver a 
los contribuyentes españoles el esfuerzo que han hecho 
en estos años e introducir elementos de estímulo en 
nuestra economía para consolidar la recuperación in-
cipiente y afrontar nuevos horizontes de crecimiento y 
creación de empleo.

Estamos ante una reforma que ya está impulsando la 
creación de empleo a través de una reducción de la 
fiscalidad para las rentas del trabajo y de una mejora 
de la competitividad de nuestras empresas. Es una re-
forma que dinamiza el crecimiento modernizando el 
sistema tributario para favorecer el ahorro y la inver-
sión. Y es una reforma que construye un sistema tri-
butario más equitativo, garantizando una tributación 
menor a las rentas bajas y medias y creando nuevas 
ayudas para las familias con hijos y para las personas 
con discapacidad.

En primer lugar, la reforma establece una ambiciosa 
bajada del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. Los primeros beneficiados serán los contribu-
yentes con rentas bajas a través de un aumento de la 
reducción por obtención de rendimientos del trabajo. 
El efecto de esta modificación es que el umbral de 
tributación se amplía hasta los 12.000 euros anules 
y determina que, en supuestos normales, los ingresos 
por rentas del trabajo dejan de pagar el impuesto so-
bre la renta de las personas físicas al no estar sujetos a 
retención. Ello provocará disminuir la retención por 
rendimientos del trabajo a casi un millón y medio 
de contribuyentes, de lo que 600.000 contribuyentes 
dejarán de ser retenidos por el Impuesto sobre la Ren-
ta de las Personas Físicas.

En paralelo se presenta una nueva escala general redu-
ciendo el número de tramos y cuyo efecto beneficia a 
todos los contribuyentes, rebajando el tipo marginal 
máximo de 52 al 45% y el tipo mínimo del 24,5 al 
19% en 2016.

En conclusión, para todos los contribuyentes su tribu-
tación en 2016 mejorará sensiblemente respecto a la  

situación actual por el efecto conjunto de la escala y  
la reducción del trabajo, especialmente para aquellos 
de rentas medias-bajas.

Otro elemento clave de la reforma fiscal es el apoyo 
a la familia a través de la revisión del importe de los 
mínimos personales y familiares. A ello hay que añadir 
los impuestos negativos, que permiten a las familias 
numerosas y las que tienen a su cargo a ascendientes 
y descendientes con discapacidad recibir una ayuda de 
1.200 euros anuales acumulable a cada una de estas 
situaciones. Aplicándose también a familias monopa-
rentales, desempleados y pensionistas que tengan a su 
cargo familiares con discapacidad. De estas deduccio-
nes se benefician más de un millón de familias.

Estos impuestos negativos o deducciones son compa-
tibles entre sí y con la ayuda para las madres trabaja-
doras con hijos menores de tres años. Podrán cobrarse 
por anticipado de forma mensual, de manera que su-
ponen otra importante inyección de liquidez a partir 
de enero de 2015 para contribuyentes que requieren 
un apoyo especial.

El fomento del ahorro es otro de los grandes objeti-
vos que busca desarrollar la reforma. Para ello, se in-
troducen medidas que persiguen fomentar decisiones 
de ahorro personal en los contribuyentes como es la 
figura de los Planes de Ahorro a Largo Plazo, deno-
minados planes Ahorro 5. Se pretende con este nuevo 
instrumento financiero apoyar a los pequeños y me-
dianos ahorradores, de tal forma que, todos los que 
coloquen su ahorro con inversiones anuales de menos 
de 5.000 euros, en un producto a cinco años de bajo 
riesgo, incluyendo depósitos bancarios o seguros, po-
drán beneficiarse de una exención de los rendimientos 
generados por estos productos.

Otra medida de fomento del ahorro es la nueva 
exención para las ganancias patrimoniales deriva-
das de la transmisión de cualquier bien del patri-
monio de los mayores de 65 años, ya que la misma 
se condiciona a que el importe obtenido, con el lí-
mite máximo de 240.000 euros, se reinvierta en la 
constitución de una renta vitalicia asegurada a favor 
del contribuyente, en el plazo máximo de seis meses 
desde la transmisión.
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Por otro lado, se introducen mejoras en la regulación 
de otros productos de ahorro como los planes de pen-
siones y otros instrumentos de previsión social que 
podrán ser rescatados cuando hayan transcurrido al 
menos diez años y se reduce de diez a cinco años la 
duración mínima de los Planes Individuales de Ahorro 
Sistemático (PIAS).

Con la finalidad de impulsar la actividad de los au-
tónomos y profesionales, se reducen las retenciones a 
los rendimientos derivados de la actividad profesional 
pasando, en un principio, del 21 al 19% en 2015,  
al 18% en 2016 y al 15% para autónomos con meno-
res ingresos. No obstante, como veremos más adelante, 
a partir de julio de 2015 se unificará el tipo de reten-
ción al 15% para todos los rendimientos profesionales 
independientemente de su nivel de ingresos.

En el ámbito del Impuesto sobre Sociedades, con el 
objetivo de favorecer la capitalización de las empresas 
y mejorar el ritmo de desapalancamiento de las mis-
mas en la economía reduciendo la deuda del sector 
privado, se aprueban medidas como el establecimien-
to de la reserva de capitalización. Esta reserva puede ser 
empleada por todas las empresas y permite minorar 
la base imponible en el 10% del aumento de fondos 
propios que se realice en el ejercicio y se mantenga 
durante cinco años, salvo en caso de pérdidas. Cabe 
señalar que el antecedente de esta reserva fue la de-
ducción por reinversión de beneficios, pero el nuevo 
incentivo tiene una ventaja trascendental como es el 
hecho de que no es necesario invertir en activos de 
la empresa. La utilización de la reserva hace posible 
reducir la tributación a un tipo efectivo del 22,5%.

Asimismo, se establece la reserva de nivelación de ba-
ses imponibles como un estímulo especial solo para 
las pymes que supone excluir de tributación hasta el 
10% de la base imponible de un ejercicio, con el lí-
mite de un millón de euros, si se destina a constituir 
una reserva indisponible por dicho importe. Con la 
reserva se podrán compensar las bases imponibles ne-
gativas que se obtengan en un plazo de cinco años. 
Transcurrido dicho plazo, la cuantía de la reserva que 
no haya sido usada para dicha compensación se so-
meterá a tributación, integrándose en la base impo-
nible del ejercicio correspondiente. La utilización de 

esta reserva hace posible reducir la tributación a un 
tipo efectivo del 22,5%. En el caso de combinar am-
bas reservas, al 20,25%.

A todo ello se ha de añadir la mejora en el régimen 
de I+D+i que favorecerá la productividad del tejido 
empresarial reforzando las medidas introducidas en la 
Ley 14/2013 y otorgándoles continuidad. El fomento 
de estas actividades es de gran importancia para in-
crementar la productividad y favorecer un cambio de 
modelo productivo. Por este motivo, para apoyar a las 
empresas que realizan un esfuerzo especial de inver-
sión en I+D, realizando gastos por este concepto de 
más del 10% del importe neto de la cifra de negocios, 
se incrementa el importe cuyo abono anticipado pue-
de solicitarse.

Se reforma el régimen para evitar la doble imposición, 
de manera que se equipara el tratamiento fiscal de par-
ticipaciones de entidades residentes y no residentes, 
tanto en lo relativo al reparto de participaciones en 
beneficios como en las rentas derivadas de la trans-
misión. Se amplía la posibilidad de gozar de la exen-
ción al considerar cumplido el requisito de poseer una 
participación de, al menos el 5%, en el caso de que el 
precio de adquisición de la participación supere los 
veinte millones de euros. El nuevo tratamiento de las 
rentas internacionales se convierte, de esta manera, 
en un importante estímulo a la internacionalización 
de la empresa española al favorecer la repatriación de 
dividendos.

Es más, para favorecer la consolidación fiscal y la es-
tructura de los balances de las sociedades, se estable-
ce un límite del 60% en 2016 a la compensación de 
bases imponibles negativas, a la vez que se asegura su 
deducibilidad al permitir su compensación sin limi-
tación temporal alguna. No obstante, este límite va a 
flexibilizarse hasta el 70% a partir de 2017.

Para facilitar la aplicación del Impuesto sobre Socie-
dades y actualizarlo, se simplifican las complejas ta-
blas oficiales de amortización actuales, manteniéndose 
los supuestos de libertad de amortización. Además se 
equipara el tratamiento del deterioro de valor de todos 
los activos, manteniéndose únicamente la deducibili-
dad del deterioro de existencias y activos crediticios. 
Como ya es sabido, la no deducibilidad de los dete-
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rioros de valor del inmovilizado y renta fija ya existe 
en los países de nuestro entorno. En todo caso, en el 
ejercicio en que se produzca efectivamente la pérdida, 
que será en el que realmente la capacidad de pago de 
la entidad se vea mermada, la misma podrá deducirse.

En conclusión, este gobierno ha planteado una refor-
ma que no solo busca cubrir las lagunas identificadas 
por los organismos internacionales y el Comité de Ex-
pertos sino que muestra el compromiso con los ciuda-
danos, reconociendo el esfuerzo que estos han desa-
rrollado en los últimos años y estableciendo un marco 
tributario que sea más propicio para ellos, incentivan-
do el crecimiento y en última medida el empleo, den-
tro del contexto de salida de la crisis.

De esta forma, el potencial de generar crecimiento de 
esta reforma se ha cuantificado en un incremento del 
0,55% del PIB en 2015 y 2016. No obstante, en el lar-
go plazo el impacto positivo de la reforma será mucho 
mayor, tanto en términos de creación de inversión y 
empleo como en términos de constituir una base para 
establecer un nuevo modelo de crecimiento en el que 
las empresas españolas sean mucho más competitivas 
a nivel internacional basadas en el conocimiento y la 
productividad, en un entorno de altas tasas de empleo.

3. Lucha contra el fraude

Un último aspecto, dentro de este conjunto de me-
didas que merece especial atención dada la repercu-
sión que tiene en la justicia del sistema tributario, es 
la lucha contra el fraude y, en concreto, el fraude fiscal 
internacional. Por ello, tanto la reforma fiscal como la 
modificación de la Ley General Tributaria introducen 
medidas antifraude de relevante calado.

En este sentido, para evitar que se produzca la no tri-
butación de rendimientos de instrumentos financieros 
por su diferente calificación fiscal en sede del emisor 
y del destinatario, se establece la no deducibilidad de 
los gastos correspondientes a operaciones con personas 
o entidades vinculadas que no generen ingreso some-
tido a tributación. Esta medida está en línea con las 
directrices de la OCDE, en el marco del plan de acción 
contra la erosión de la base imponible y la transferencia 
de beneficios (BEPS).

Recientemente, se han publicado las recomendacio-
nes de la OCDE para luchar contra las prácticas fis-
cales abusivas de las multinacionales y para limitar 
la competencia fiscal entre países dentro del citado 
plan de acción BEPS. Entre ellas, destaca la recomen-
dación de que las empresas detallen a las autoridades 
fiscales el origen de su negocio por países para evitar 
la elusión de impuestos, informando de las cifras de 
facturación, beneficios, impuestos y activos que tie-
ne en cada Estado. En este sentido, la aprobación del 
nuevo reglamento del Impuesto sobre Sociedades ha 
supuesto la introducción en nuestro ordenamiento de 
la obligación de información país por país (country 
by country) a partir de 2016, como instrumento que 
permita evaluar los riesgos en la política de precios 
de transferencia de un grupo mercantil. Además, se 
modifica la documentación específica de entidades y 
operaciones vinculadas, que deberá estar disponible a 
partir del fin del plazo de declaración y elaborarse de 
acuerdo con los principios de proporcionalidad y su-
ficiencia. Se distingue entre documentación relativa al 
grupo y al contribuyente.

Para fomentar el incremento de la transparencia de la 
actuación pública y el cumplimiento del deber cons-
titucional de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos, se establece la posibilidad de publicar lista-
dos de obligados tributarios con deudas y sanciones 
tributarias pendientes de ingreso. Se trata de supuestos 
de especial gravedad al requerirse que el importe im-
pagado sea superior a un millón de euros, que ya haya 
transcurrido el plazo de ingreso en periodo voluntario 
y que las deudas o sanciones no se encuentren aplaza-
das o suspendidas. La publicación del listado, al favo-
recer el pago de las deudas tributarias, tendrá también 
un efecto positivo en la recaudación.

Además, se introducen diversas medidas para dotar a 
la Administración tributaria de instrumentos eficaces 
para hacer frente a las estructuras más sofisticadas que 
permiten eludir el cumplimiento de sus obligaciones 
fiscales a los contribuyentes con capacidad para su de-
sarrollo y aplicación.

Para facilitar la regularización de la economía infor-
mal, se mejorará el método de estimación indirecta 
de las bases imponibles, aplicable cuando la Admi-
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nistración no dispone de los datos necesarios para 
la determinación completa de la base imponible 
como consecuencia de determinadas circunstancias. 
Asimismo, con el objetivo de aumentar la eficacia 
en el descubrimiento y regularización de los incum-
plimientos tributarios, se amplían las potestades de 
comprobación e investigación de la Administración 
tributaria en diferentes ámbitos.

Los resultados de las medidas antifraude se reflejan en 
parte en los datos de junio de 2015, que muestran la 
mejora con respecto al año anterior, ya que se incre-
mentan un 20,02%, ascendiendo el importe recauda-
do a 6.611 millones de euros.

4. Adelanto de la rebaja de IRPF

Como ya se ha señalado, a finales de 2014 se aprobó 
una ambiciosa reforma tributaria consistente en una 
reducción generalizada de la carga impositiva sopor-
tada por los contribuyentes en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y en el Impuesto sobre 
Sociedades, cuyo calendario de aplicación se dividió 
inicialmente en dos fases: 2015 y 2016.

Al analizar la evolución de la recaudación fiscal en el 
primer semestre de 2015 observamos un mejor com-
portamiento respecto al previsto, ya que los ingresos 
tributarios homogéneos aumentaron un 3,6%. Desde 
el punto de vista macroeconómico, la previsión ofi-
cial actual del crecimiento del Producto Interior Bru-
to real alcanza un 3,3%, mientras que el crecimiento 
previsto en el marco del proceso de elaboración de los 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015 
era del 2%.

La señalada evolución positiva de la economía y la 
mejora de la recaudación tributaria hacen que haya 
resultado aconsejable la modificación del calendario 
previsto de rebaja impositiva con un adelanto de la 
tarifa aplicable a la base general y del ahorro de 2016 
a mediados del 2015. De esta forma, se libera más 
renta disponible y los agentes económicos pueden dis-
frutar de ella, impactando positivamente en las bases 
imponibles de 2016, todo ello sin arriesgar el objetivo 
de estabilidad presupuestaria comprometido con las 
autoridades europeas.

Esto es posible gracias a la evolución de la presión 
fiscal, pues para que existan los incentivos adecuados 
y la carga tributaria no suponga una traba al creci-
miento, la presión fiscal se debe situar en el entorno 
señalado por el Programa de Estabilidad. Actual-
mente existe margen para la reducción de impues-
tos, ya que el ciclo alcista permite que la liberación 
de recursos contribuya a impulsar el crecimiento del 
PIB y que mejore la recaudación, manteniendo una 
presión fiscal constante. La disciplina del ratio de 
ingresos fiscales sobre el PIB implica, a su vez, con-
tener la evolución del gasto público, asegurando el 
cumplimento de los objetivos de déficit. En definiti-
va, buscando alcanzar lo que se denomina como un 
círculo virtuoso.

El impacto de esta reducción impositiva se estima en 
1.500 millones de euros que se ponen a disposición de 
los contribuyentes en forma de menores retenciones, 
impulsando aún más la actividad económica y la crea-
ción de empleo, y compensando de esta manera a los 
contribuyentes por el gran esfuerzo realizado durante 
los últimos años.

El adelanto a julio de la rebaja del IRPF prevista para 
2016 se aplica mediante una única tarifa intermedia 
que tendrá efectos desde enero a diciembre de 2015 
y que sustituye a la aprobada para 2015. El efecto 
económico de la tarifa intermedia es el equivalente 
a adelantar la tarifa de 2016 a mediados de 2015. 
Esta rebaja realizada en la tarifa general se aplica 
al tramo estatal, de manera que no tendrá efectos 
negativos sobre la recaudación de las comunidades 
autónomas.

Otro gran paso aprobado a mediados de 2015 es la 
bajada de las retenciones a los autónomos, de mane-
ra que se extiende el tipo de retención reducido del 
15% a todos los profesionales, con independencia de 
su nivel de ingresos. También se rebaja al 7% el tipo 
aplicable durante los tres primeros años del inicio de 
la actividad, actualmente en el 9%.

La ampliación a todo el colectivo de profesionales per-
mitirá una inyección de liquidez al sector de 350 mi-
llones de euros. Lo cual beneficiará a cerca de 800.000 
autónomos que podrán reinvertir ese dinero en sus ne-
gocios o utilizarlo para desapalancarse.
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5.  Tratamiento del mecenazgo y otras 
deducciones en la reforma fiscal

El mecenazgo es el instrumento más adecuado para 
potenciar el nuevo modelo mixto de responsabilidad 
que se persigue, por su capacidad de dinamizar la par-
ticipación social y por tratarse de una vía que hasta 
ahora solo ha contribuido de una manera modesta 
respecto a su verdadero potencial, en la búsqueda de 
la estabilización de las fuentes de financiación de las 
entidades que integran el tercer sector.

Es por ello que en el año 2016 tiene lugar la plena 
implantación de la reforma fiscal en materia de mece-
nazgo, consistente en el incremento del porcentaje de 
deducción aplicable a donativos realizados por per-
sonas físicas en cinco puntos, porcentaje que puede 
llegar a duplicarse en caso de fidelizar la donación 
por tres años consecutivos. Asimismo, se introduce 
la figura del micromecenazgo, que permite deducir 
el 75% de las donaciones hasta 150 euros para in-
centivar la participación de los pequeños donantes en 
la realización de actividades de interés general, invo-
lucrando, de esta forma, a toda la colectividad en la 
labor del tercer sector.

Por otro lado, la reforma fiscal ha elevado los incen-
tivos fiscales al cine, aumentando hasta el 20% la 
deducción por producciones cinematográficas y tea-
trales en el Impuesto sobre Sociedades. Además, se 
ha creado una nueva deducción para atraer rodajes 
internacionales, del 15% de los gastos de producción 
de los mismos. Ello ya está estimulando el consumo y 
la creación de empleo en los municipios en donde se 
realizan los rodajes.

6. Conclusión

Como conclusión, cabe destacar que la reforma fis-
cal de este Gobierno se encuadra dentro de la idea de 
devolver a los ciudadanos gran parte del esfuerzo que 
han realizado durante los años de crisis, introduciendo 
medidas que suponen una importante inyección de li-
quidez a la economía con el objetivo de incrementar el 
crecimiento económico y acabar definitivamente con 
el desempleo. Del mismo modo, la reforma tributaria 
está contribuyendo al cambio de modelo productivo, 
con medidas que estimulan la capitalización empresa-
rial y fomentan actividades de especial interés como 
las ligadas a la I+D.
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La Comisión para la Reforma Fiscal se planteó desde 
 sus inicios un triple objetivo para sus propuestas: en 

primer término, la estabilidad en el tiempo, porque un 
sistema fiscal solo puede aspirar a ser justo y eficiente si 
es duradero, lo que exigía presentar una reforma que en 
sus líneas generales pudiera ser adoptada por cualquier 
partido con aspiraciones de gobierno comprometido 
con el objetivo básico de dotar de permanencia a la per-
tenencia de España a la eurozona. En segundo lugar, la 
modernización técnica para aprovechar los avances en la 
teoría y práctica de la Hacienda Pública, pues el vigente 
sistema fiscal español ha sido diseñado en su estructura 
básica en los años setenta y primeros ochenta y es pro-

ducto de la concepción económica entonces vigente y 
de una realidad en la que la integración europea era una 
quimera y la globalización una ilusión. Y finalmente, la 
creencia de que la política tributaria es uno de los pocos 
instrumentos disponibles para devolver a España a la 
senda de crecimiento económico.

Una reforma tributaria no puede emprenderse sin con-
tar con un análisis previo de la situación económica 
del país a que se refiere y sin describir y valorar los 
condicionamientos que le impone el entorno en que se 
desarrolla. En el caso de la reforma del sistema tribu-
tario español, resultan especialmente relevantes tanto 
un análisis de los factores que determinan la situación 
económica española actual como la descripción de las 
condiciones que implica el proceso de integración eu-
ropea, señaladamente en el ámbito de la política mo-
netaria y de la política fiscal.

1.  Determinantes de la situación  
económica española

La literatura económica subraya que tanto el nivel 
de presión fiscal como su composición tienen con-
secuencias sobre la competitividad y el potencial de 

El marco conceptual de la reforma fiscal 

propuesta por la Comisión de Expertos

Fernando Fernández Méndez de Andés (*)
IE Business School

RESUMEN

Este artículo analiza los condicionantes económicos y políticos de una reforma fiscal en España. Se inspira en el análisis de la Comisión 
de Expertos para la Reforma Fiscal que entregó su Informe al gobierno en febrero de 2014. Tres son los problemas fundamentales de la 
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(*)  Este artículo es un resumen personal y por lo tanto no necesaria-
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que presentó su propuesta al Gobierno en febrero de 2014. Como 
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crecimiento de las economías. De un lado, los im-
puestos influyen sobre los niveles de ahorro y de in-
versión a través, principalmente, de su impacto sobre 
las tasas de rentabilidad y sobre el coste del capital. 
Este impacto no es homogéneo entre los diferentes 
instrumentos financieros o entre los distintos sectores 
de actividad, lo que puede provocar efectos negati-
vos sobre la eficiencia. Asimismo, las diferencias de 
imposición entre países pueden tener consecuencias 
sobre las decisiones de localización de las inversiones 
y del ahorro.

De otro lado, los impuestos sobre el factor trabajo ge-
neran un diferencial entre los salarios pagados por los 
empresarios y los percibidos por los trabajadores, que, 
dependiendo de las condiciones institucionales de 
cada mercado en concreto, pueden causar efectos ne-
gativos sobre la oferta y la demanda de trabajo. Tam-
bién la estructura de la imposición indirecta y el nivel 
y extensión de los tipos reducidos en estos impuestos 
produce distorsiones sobre la cesta de la compra y el 
paquete de consumo elegido, beneficiando a unos sec-
tores productivos sobre otros y determinando, por ra-
zones estrictamente fiscales, una sobreproducción de 
los mismos y unos beneficios extraordinarios que se 
detraen del excedente del consumidor. Adicionalmen-
te, el nivel y la estructura de la imposición pueden 
producir distorsiones sobre la combinación eficien-
te de factores productivos. Por último, y esta es una 
consideración especialmente importante en el caso 
español, un mismo nivel de Estado de Bienestar, una 
determinada cuantía y generosidad de las prestaciones 
sociales, puede financiarse de maneras muy diferentes, 
con figuras y tipos impositivos muy distintos, con-
dicionando su impacto en la asignación de factores 
y en el potencial de crecimiento de esa economía y 
por tanto en la propia sostenibilidad de ese Estado 
de Bienestar. Una idea compartida que impregnó des-
de el principio los trabajos de la Comisión y que nos 
llevó a considerar las cotizaciones sociales como un 
impuesto más, un impuesto imperfecto a las nóminas, 
y a estudiar formas alternativas.

Todos esos factores son, sin duda, relevantes en todo 
momento y en cualquier economía. En el caso con-
creto de España, las circunstancias singulares que vive 
nuestra economía hacen que adquieran una impor-

tancia mayor. La economía española, como otras de 
nuestro entorno, se encuentra inmersa en un proceso 
de ajuste de los desequilibrios macroeconómicos acu-
mulados en la fase de expansión económica que, agra-
vados por el impacto de la crisis de deuda soberana 
en el área del euro, le han llevado a experimentar una 
crisis económica sin precedentes. Hasta el punto de 
que a finales de 2014, el PIB español aún se situaba 
en torno a ocho puntos porcentuales por debajo de su 
nivel previo a la crisis, habíamos sufrido dos episodios 
de recesión en los últimos seis años y la tasa de paro  
parecía anclada irremediablemente en el 25% de la po-
blación activa.

La crisis económica y su especial incidencia en las 
cuentas públicas ha puesto en evidencia que una bue-
na parte de la bonanza fiscal en la etapa de expansión 
se basó en un crecimiento extraordinario de los ingre-
sos públicos cuya raíz última se encontraba en la bur-
buja inmobiliaria, de forma que su desaparición, uni-
da a una irresponsable política de gastos, generó un 
incremento del déficit público sin precedentes, hasta 
alcanzar el 11,1% del PIB en 2009 (gráfico 1). Con 
posterioridad, se inició un proceso de consolidación 
fiscal que, si se descuenta el efecto de las ayudas al sec-
tor financiero, habría permitido reducir el déficit pú-
blico cerca de 5,5 puntos porcentuales del PIB, hasta el  
5,7% en 2014, pero que todavía mantiene un déficit 
primario en 2015 singularizando la posición española 
en el contexto de la unión monetaria. Como conse-
cuencia atrasada de esta explosión del déficit, la ratio 
de deuda pública ha emprendido una tendencia cre-
ciente, que en términos acumulados habría superado 
los 56 puntos porcentuales entre el mínimo observado 
en 2007 y el máximo de 98,7% del PIB observado en 
el primer trimestre de 2015.

En paralelo, en los últimos ejercicios se ha produ-
cido el ajuste de algunos de nuestros desequilibrios 
tradicionales, como el del sector exterior que, tras 
haber registrado seis años antes unas necesidades 
de financiación anuales de la nación por encima del 
10% del PIB, ha llegado a ofrecer una capacidad neta 
de financiación en el segundo trimestre de 2015 del 
1,6% del PIB. Un hecho prácticamente sin prece-
dentes en la historia económica española que cobra 
mayor relevancia si recordamos que se ha conseguido  
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sin recurrir al expediente tradicional de la devaluación 
de nuestra moneda. Asimismo, tras las significativas 
pérdidas de competitividad de la economía durante la 
fase de expansión, los diferentes índices de competiti-
vidad-precio muestran mejoras significativas, de forma 
que cuando se miden a través de los costes laborales 
unitarios de la economía de mercado, se habría corre-
gido prácticamente todo el diferencial con la zona del 
euro (y con todos los países socios comerciales impor-
tantes menos Alemania) que se había acumulado desde 
el inicio de la UEM. Esta buena evolución del desequi-
librio externo ha permitido detener el incremento de 
la posición deudora frente al exterior, que alcanzó un 
nivel máximo de casi el 94% del PIB en 2009, pero que 
dada su fuerte inercia todavía se sitúa por encima del 
90% del PIB y nos singulariza como un país vulnerable 
ante los posibles cambios en la percepción del riesgo de 
los inversores internacionales.

Como es sabido, la prolongada fase de expansión eco-
nómica vivida por la economía española con anteriori-
dad a la crisis, estuvo basada esencialmente en un cre-
cimiento de la demanda interna financiado en buena 

parte por el endeudamiento exterior, una especie de or-
gía de consumo a crédito como ha venido a etiquetarse 
popularmente. Esta pauta de crecimiento se tradujo en 
un incremento de la deuda de empresas y familias, así 
como un sobredimensionamiento de nuestro sistema 
bancario y un sesgo de su balance hacia los riesgos de 
naturaleza inmobiliaria. Como podemos observar en 
el gráfico adjunto, empresas y familias han reducido 
significativamente sus niveles de endeudamiento desde 
los máximos de 2010-2011 en más de 23 puntos por-
centuales las empresas no financieras y 15 puntos las 
familias. Proceso de reducción de deuda que no se ha 
dado en el sector público sino que esta ha aumentado 
exponencialmente y solo ha comenzado a estabilizarse 
este año, a niveles muy altos.

En este contexto, ha tenido lugar un necesario y exito-
so proceso de saneamiento y restructuración del sector 
financiero que tiene que ser lento por definición, dado 
el contexto macroeconómico internacional de reducido 
crecimiento y muy baja inflación en que se está pro-
duciendo, y que conlleva esencialmente la reducción 
del stock de crédito, si no queremos repetir episodios  

Gráfico 1
Las cuentas públicas
Ingresos, gastos y saldo fiscal de las AA.PP. (porcentaje del PIB)

Fuente: EAIReF, Evaluación Programa de Estabilidad 2015-2018, mayo 2015.
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recientes de irresponsabilidad en este ámbito. Reduc-
ción del stock que está siendo compatible con el creci-
miento del flujo de crédito nuevo a empresas y familias 
que se observa desde mediados de 2014. Con datos del 
BCE, el crédito a nuevo a hogares ha crecido en tasas 
interanuales en los siete primeros meses de este año más 
del 37% y a empresas el 14%. Y todo ello en paralelo 
a un proceso de saneamiento bancario que se está pro-
duciendo con éxito indiscutible y que ha llevado a la 
Comisión Europea y al FMI a certificar la finalización 
del programa de asistencia financiera en enero de 2014 
y el cumplimiento de todas las metas previstas en el 
programa acordado en julio de 2012. Proceso por cier-
to que pese a su indudable coste para las arcas públicas 
está siendo relativamente barato en términos interna-
cionales. Es poco sabido que, según datos del BCE,  
España ha gastado a 2014 en capital y compra de ac-
tivos bancarios deteriorados significativamente menos 
que Alemania (40% menos) o el Reino Unido (50%). 
Cosa distinta es que la insuficiencia del ahorro domés-
tico haya obligado a España al endeudamiento externo 
para su financiación, a acudir a un programa de asisten-
cia financiera de la Unión Europea.

El proceso de corrección de estos desequilibrios signifi-
caba una presión a la baja sobre el crecimiento económi-
co en el corto plazo. Es conocido (Caruana, 2014 [1])  

que las crisis de deuda excesiva tienen una recupera-
ción más lenta. Aunque en el caso español, el lastre 
que para el consumo y la inversión privada han su-
puesto el desapalancamiento y restructuración del sis-
tema financiero se ha visto compensado por la caída 
del precio del crédito, la reducción del coste de finan-
ciación, como consecuencia de la puesta en marcha de 
la unión bancaria europea y la ruptura del bucle crisis 
bancaria-crisis soberana que ha permitido poner fin a 
la fragmentación financiera del área euro. Además, con 
una perspectiva de medio plazo, la economía española 
debe hacer frente también al reto que provoca el enve-
jecimiento de la población, y a sus efectos, que se pre-
vén significativos tanto en su potencial de crecimiento 
como en las finanzas públicas, en particular presionan-
do al alza el gasto sanitario y en pensiones.

La economía española se encuentra, por tanto, inmer-
sa en un proceso inacabado de ajuste muy intenso, 
que por sí mismo genera tendencias contractivas. A la 
política económica le corresponde favorecer que estos 
ajustes necesarios se produzcan y, en paralelo, mejorar 
las perspectivas de la economía a medio y largo plazo 
especialmente mediante reformas estructurales que 
devuelvan las perspectivas de crecimiento. Este con-
texto macroeconómico había de ser tenido en cuenta 
necesariamente a la hora de proponer una reforma 

Gráfico 2
Deuda de la economía española (*)

(*) Deuda materializada en préstamos y valores representativos de deuda. No se incluyen instituciones financieras para evitar una doble contabilización.
Fuente: Banco de España e INE. 
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fiscal, que es una de las reformas estructurales más im-
portantes, una de las palancas de política económica 
más poderosas que tiene un gobierno de la eurozo-
na, un instrumento crucial de la competitividad país 
dentro del juego de soberanías compartidas que es la 
Unión Monetaria Europea. En particular, la reforma 
fiscal puede jugar un papel muy relevante en los si-
guientes aspectos:

– La estabilidad económica constituye un requisito 
totalmente necesario para el crecimiento de la produc-
ción a largo plazo. Esto conduce a que la eliminación 
del déficit público resulte prioritaria, lo que permitirá 
la reducción paulatina de la ratio de deuda pública PIB 
hasta niveles sostenibles, eliminándose así todas las in-
certidumbres que pudieran haber influido en el pasado 
sobre la solvencia y liquidez del Reino de España y que 
tan negativamente afectaron a la disponibilidad y coste 
de financiación de la economía española. Pienso que la 
consolidación fiscal ha de descansar prioritariamente 
sobre el ajuste estructural del gasto público para te-
ner éxito, como demuestra la amplia literatura fiscal 
al respecto desde organismos internacionales como la 
OCDE, la Comisión o el propio FMI. Pero precisamen-
te por eso, la reforma fiscal debería garantizar un nivel 
de recaudación suficiente que permita la consecución 
de este objetivo de estabilidad fiscal, incorporado a 
nuestra Constitución en su última reforma. Ese nivel 
suficiente de imposición, de presión tributaria, sobre el 
que cabe discusión política dentro de unos márgenes 
razonables, ha de conseguirse del modo más eficiente 
posible. Sobre esto no cabe discusión técnica y solo 
hay espacio para la demagogia. Esa es precisamente la 
obligación de toda reforma fiscal moderna, sentar las 
bases para alcanzar eficientemente el objetivo de ingre-
sos públicos desde una perspectiva dinámica.

– La economía española necesita acelerar sus ganan-
cias de competitividad, tanto para mejorar sus perspec-
tivas de crecimiento a corto plazo como para reducir 
su endeudamiento externo, lo que terminará mejoran-
do a su vez las perspectivas de crecimiento a medio y 
largo plazo en un contexto fuertemente globalizado. 
Como queda dicho, el sistema fiscal es un determi-
nante esencial de la competitividad de las economías, 
más aún en el seno de la Unión Monetaria. Por eso 
su reforma debe ir destinada a mejorar permanente-

mente esa competitividad. Mejorar la competitividad 
significa, en la práctica, gravar los factores productivos 
de una manera que incentive su utilización eficiente y 
evitar distorsiones fiscales que llevan a utilizar más re-
cursos ajenos que propios, más deuda que capital en la 
financiación empresarial, y menos trabajo del que sería 
óptimo dado el balance de oferta y demanda de trabajo 
y la estructura de la población activa.

– La tasa de paro española se encuentra hoy situada 
en niveles social y económicamente inaceptables. Su 
duración y persistencia conlleva grandes riesgos de que 
se convierta en estructural, especialmente en dos co-
lectivos, los jóvenes que no logran acceder al primer 
empleo y los parados de larga duración que una vez 
expulsados del mercado no consiguen retornar en un 
plazo prudencial. El sistema fiscal no es el único ni el 
principal instrumento para acabar con el paro. Actúa 
más bien como una condición de contorno. Junto con 
factores institucionales y regulatorios intrínsecos al 
mercado de trabajo, marca el máximo nivel de empleo 
que podría alcanzarse con un determinado nivel de cre-
cimiento económico. Sitúa, por así decirlo, a la curva 
de Phillips en un espacio concreto y contribuye signifi-
cativamente a determinar el nivel de la tasa natural de 
paro. El sistema tributario tiene por tanto importantes 
implicaciones para el nivel de empleo de la economía, 
por lo que debe adecuarse al objetivo de incrementar el 
crecimiento económico y la tasa de ocupación de la po-
blación. Resulta fundamental que los distintos incen-
tivos que proporcionan los sistemas impositivos y de 
prestaciones sociales se definan con la mayor precisión 
y eficiencia técnica para evitar efectos perversos y so-
cialmente indeseables, como la trampa del desempleo o 
que la protección nominal de determinados colectivos 
se convierta en su exclusión laboral de facto.

– El ahorro y la inversión son determinantes básicos 
del crecimiento económico. El ahorro doméstico lo es 
aún más cuando se está llevando a cabo un proceso 
de desapalancamiento y el nivel de endeudamiento ex-
terno es excesivo y motivo singular de vulnerabilidad. 
Motivo por cierto histórico, pues la restricción exte-
rior siempre ha sido la causa última de las recesiones 
en España. Una restricción que ingenuamente creímos 
haber superado con la unión monetaria y cuyo olvido 
está en el origen de los males actuales. En paralelo, el 
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aumento de la esperanza y calidad de vida de la pobla-
ción requiere un aumento de la tasa de ahorro de las 
generaciones actuales que pueda utilizarse para com-
plementar sus propias pensiones en el momento en el 
que la tasa de dependencia demográfica aumente de 
forma significativa, como parece inevitable. Más aún 
en un sistema como el español que no es de capitaliza-
ción y requiere aumentar los ingresos al mismo ritmo, 
pari passu, que aumenta el gasto en pensiones. De nue-
vo, el sistema fiscal puede tener efectos significativos 
sobre el nivel y la composición del ahorro, de forma 
que se favorezca la acumulación de ahorro de medio y 
largo plazo, evitando simultáneamente las distorsiones 
que puedan surgir por favorecer determinados instru-
mentos financieros concretos, discriminando a otros.

– La fiscalidad debe evitar los incentivos que sirvieron 
de impulso a algunas de las conductas más dañinas de 
la pasada época de expansión económica, como fue-
ron las que llevaron al boom inmobiliario y al endeu-
damiento excesivo de familias y empresas. El sistema 
fiscal no debe favorecer determinados activos frente a 
otros, ni tampoco favorecer determinadas vías de fi-
nanciación frente a otras. Su objetivo es aumentar la 
tasa de ahorro de la economía. El sistema tributario 
debe ser neutral respecto a cómo y en qué ahorran los 
españoles, pero debería ser en España muy beligerante 
en incentivar, en provocar, que ahorren más.

2.  Condicionamientos impuestos  
por la integración europea

La economía española está inmersa en un proceso de 
integración europea que no puede ignorarse a la hora 
de diseñar una propuesta de reforma fiscal. Al hacerlo, 
partimos de una idea que hoy parece un lugar común, 
pero que en el verano de 2013 cuando empezamos 
nuestro trabajo no era tan obvia: la crisis de la deuda 
europea, la crisis del euro, solo podrá superarse avan-
zando decididamente hacia la unión bancaria, fiscal 
y económica. Una unión en la que las transferencias 
permanentes de ingresos fiscales entre los distintos Es-
tados cobrarán mayor protagonismo como mecanismo 
de estabilización y no serán solo flujos extraordinarios 
que financien externamente los costes de procesos de 
ajuste estructural. La primera parte del proceso, la 

unión bancaria, es hoy un hecho y ya estaba bien de-
finida técnicamente, aunque persistían dudas sobre su 
ritmo de aplicación, en el momento de nuestra pro-
puesta. Como es sabido, la unión bancaria implica tres 
cosas: un supervisor bancario europeo único, un único 
mecanismo y autoridad de restructuración y liquida-
ción bancaria, que ahora llamamos de resolución, y un 
esquema europeo de garantía de depósitos, aún pen-
diente de definir pero sobre el que existe un creciente 
acuerdo europeo.

La Unión Fiscal es más compleja, técnica y política-
mente. Respecto a ella existe, además, un menor nivel 
de consenso técnico y se ha avanzado políticamente 
menos. La configuración de un Tesoro Europeo, la 
coordinación fiscal y, en su caso, la mutualización de 
la deuda son elementos esenciales de este debate. En 
particular, se argumenta que una mayor integración 
fiscal es absolutamente prioritaria para el funciona-
miento de la unión monetaria, prioridad que comien-
za por la construcción de un instrumento de finan-
ciación del conjunto de la eurozona y sobre el que el 
Banco Central Europeo debería tener la legitimación 
absoluta para emitir y gestionar. Este es un punto cen-
tral, pues la política monetaria común exige disponer 
de un activo instrumental europeo único, común y 
libre de riesgo soberano.

Construir un Tesoro Europeo es mucho más que poner 
en circulación un activo europeo. Habrá que entrar a 
decidir cómo se va a financiar ese activo, qué uso se va 
a dar a los fondos así recaudados, qué competencias va 
a tener ese Tesoro y bajo qué autoridad europea deberá 
establecerse. Debate político inmediato que sin duda 
afectará la política fiscal española. Por otro lado y des-
de el punto de vista de la política tributaria, una Unión 
Fiscal no implica plena homogeneización impositiva 
sino sencillamente evitar e internalizar las externalida-
des, positivas y negativas, que se produzcan dentro de 
la misma Unión por el uso legítimo que los distintos 
países hagan de su soberanía no transferida. La Co-
misión de Expertos partió de la base, y es importante 
subrayarlo, que la Unión Fiscal requiere una cierta ar-
monización tributaria, pero no una completa homo-
geneización de los impuestos. Hay quien piensa que 
toda la política fiscal debería hacerse desde Bruselas de 
manera centralizada para la eurozona. Una posición 
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maximalista que no comparto por razones técnicas, no 
es necesario para un funcionamiento eficaz y sosteni-
ble de la unión monetaria; ni por razones políticas, no 
es un escenario realista, factible, en un horizonte tem-
poral razonable para una reforma fiscal. Antes bien, 
quiero insistir en este punto, la política fiscal es pre-
cisamente, dentro de ciertas reglas de coordinación y 
ciertos límites cuantitativos, uno de los instrumentos 
de competitividad nacional que permanecerán dispo-
nibles en el área euro durante mucho tiempo.

Podemos resumir las implicaciones fiscales de nues-
tra pertenencia a la Unión Monetaria en los siguien-
tes principios:

I. La disciplina fiscal resulta crucial en una unión mo-
netaria, lo que conlleva el cumplimiento estricto de las 
reglas del Pacto de Estabilidad y Crecimiento y, en el 
contexto nacional, el cumplimiento íntegro de la Ley de 
Estabilidad Presupuestaria. La política tributaria debe 
estar al servicio de este objetivo actuando como fac-
tor básico de estabilización macroeconómica nacional, 
dado que la política monetaria se define por el Banco 
Central Europeo con independencia del ciclo económi-
co español concreto. España no se puede permitir des-
pertar dudas sobre su compromiso con la consolidación 
fiscal europea y con la consecución de los niveles de dé-
ficit púbicos asumidos en el Programa de Estabilidad.

No deben verse estos objetivos como una limitación, 
como una restricción exterior permanentemente ne-
gociable, sino más bien todo lo contrario. España 
debe aspirar a hacer de la credibilidad fiscal y la pre-
visibilidad de las cuentas públicas un activo político, 
un instrumento de gestión política que un país endeu-
dado externamente y sensible al clima inversor ha de 
utilizar en su beneficio.

II. Los estabilizadores fiscales automáticos, frente a 
la política fiscal discrecional, deben ser el principal 
mecanismo por el que la política presupuestaria de-
sarrolle su papel estabilizador, dada la abrumadora 
evidencia disponible sobre su mayor efectividad y los 
menores riesgos de que puedan llegar a convertirse en 
un instrumento permanente de incremento del gasto 
público. La experiencia española con el gasto discre-
cional habla por sí misma y en esta última crisis ha 
conducido a la explosión del déficit.

En nuestro contexto político, todo programa de gasto 
se hace permanente, y cualquier intento de racionali-
dad y control se vuelve arma arrojadiza en el debate 
político. El país habla de ajustes y recortes como un 
capricho o una veleidad de determinados gestores polí-
ticos, y olvida dos hechos objetivos: 1) sin esos recortes 
la crisis hubiera sido explosiva, para muestra nuestros 
vecinos; y 2) tras esos supuestos recortes masivos, el 
gasto público como porcentaje del PIB está a niveles 
de 2008, de antes de la crisis, y la deuda pública ya 
está en la media europea. Hablar de recortes y de gasto 
público en valores absolutos, ignorando la realidad de 
esos años, es impropio de un debate económico serio 
y riguroso, es ignorar el principio económico más ele-
mental, el concepto de coste de oportunidad y de ele-
gir entre alternativas disponibles, es hablar de deseos 
oníricos más propios de otras disciplinas académicas.

III. La política tributaria es uno de los pocos instru-
mentos de competitividad nacional que permanecen 
disponibles a los Estados que integran la Unión Eco-
nómica y Monetaria. España no puede ni debe renun-
ciar a ella para impulsar la recuperación, pero eso no 
implica retornar a políticas ingenuas e inconsistentes 
de gasto público, como en un pasado reciente, o de be-
neficios fiscales, sectoriales o dirigidos a colectivos es-
pecíficos, como ha podido hacerse en otros momentos, 
sino diseñar una estructura fiscal eficiente, suficiente 
y no distorsionante. No se trata de ganar elecciones 
con el sistema fiscal sino de ganar el futuro, de asegu-
rar el crecimiento potencial de la economía española. 
España debe aprender que muchas políticas estructu-
rales no dependen de su financiación sino de su diseño 
eficiente. La calidad de la educación en España, por 
ejemplo, no se arregla con más dinero, sino con estruc-
turas de gestión e incentivos adecuados.

IV. La consolidación fiscal en España se complica ex-
traordinariamente al tratarse de un Estado complejo 
con un sistema de financiación descentralizado lejos de 
cualquier perfección teórica (2). La reforma del sistema 
de financiación autonómica es una oportunidad para 
apostar por la eficiencia, la racionalidad y el crecimien-
to de la economía española. No es solo una oportuni-
dad política para intentar encauzar un problema histó-
rico, cosa para la que probablemente su contribución 
marginal es pequeña. Pero es sin duda una oportunidad 
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para diseñar un modelo más eficiente que contribuya 
mejor al crecimiento equilibrado y sostenible de este 
país llamado España.

El citado informe del FMI (ver gráfico 3) sobre la eco-
nomía española ofrece un buen punto de partida para 
esta reforma al analizar los sistemas de federalismo 
fiscal existentes en el mundo. En síntesis, el Fondo 
concluye que hay dos sistemas posibles, funcionales 
y operativos. El modelo español no se ajusta a nin-
guno de ellos y recomienda implícitamente que se 
modifique en uno u otro sentido. Los dos escenarios 
posibles difieren en el grado de autonomía de los in-
gresos y gastos de las entidades subnacionales pero 
sobre todo en su sometimiento a reglas nacionales de 
límite de gasto y déficit y en la posibilidad de que el 
Estado central se haga cargo de las posibles contin-
gencias fiscales de las comunidades autónomas. Hay  
un modelo en el que las entidades descentralizadas 
tienen plena autonomía para decidir sus presupues-
tos, dentro de los impuestos cedidos y las compe-

tencias asumidas; el Estado central no tiene capaci-
dad para imponerles reglas fiscales y por lo tanto las 
CC.AA. definen su déficit con total autonomía, pero 
también con total responsabilidad. Lo que elimina 
cualquier mecanismo de asunción de responsabilidad 
del gobierno central. Para entendernos, no cabría en 
ese modelo ningún sistema de aval estatal, garantía 
de deuda o asunción de responsabilidad en el pago 
a los acreedores de las CC.AA. Estas podrían quebrar 
y no habría bail out del Estado central. No cabrían 
mecanismos como el Fondo de Liquidez Autonómica 
o el Fondo de Pago a Proveedores. En este sistema, el 
control de las cuentas públicas de las CC.AA. se enco-
mienda a la disciplina del mercado, a las agencias de 
rating y al juicio de los inversores.

En el otro extremo está un sistema de reglas fiscales 
definidas a nivel nacional. Las entidades subnaciona-
les tendrían plena autonomía para definir sus ingresos 
y gastos, respetando siempre el cumplimiento de esas 
reglas. A cambio, tendrían la garantía de que cualquier 

Gráfico 3
Stylized Setup for Hard-Budget Constrains

Fuente: IMF Country Report 15/233, 2015 Art IV Spain, Selected Issues, agosto 2015.
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obligación o contingencia fiscal que pudiera produ-
cirse dentro del sistema sería asumida por el Estado 
central. Para asegurar el cumplimiento de esas reglas, 
y a cambio de garantizar la financiación de cualquier 
deuda, el gobierno nacional se reserva el derecho de 
aprobar los presupuestos subnacionales, verificar su 
cumplimiento y en último caso intervenir la adminis-
tración de los entes descentralizados.

No puede escapar a cualquier lector especializado que 
este último sistema es precisamente el que ha adopta-
do la Unión Monetaria Europea en su camino hacia 
la unión fiscal, como hemos podido observar clara-
mente en el caso griego. El primer sistema descrito 
es difícil de compatibilizar con las obligaciones de la 
unión monetaria, pues mal podría hacerse responsable 
el gobierno del Reino de España de un objetivo de 
déficit si no tiene instrumentos internos para garanti-
zar la observancia del mismo por las distintas comu-
nidades autónomas. Una vez más, lo que parece obvio 
en Europa resulta polémico, hasta reaccionario dicen 
algunos, en España. La unión fiscal europea avanza 
de manera implacable, afortunadamente porque es lo 
que da solidez y permanencia a la unión monetaria. 
Pero ese camino tiene implicaciones ineludibles para 
el debate fiscal español. Obligaciones que se siguen 
ignorando desde posiciones políticas que se dicen pro-
fundamente europeístas.

3.  Recomendaciones de los  
organismos internacionales

En los últimos años, los diferentes organismos in-
ternacionales han venido realizando distintas reco-
mendaciones a España en materia impositiva. Reco-
mendaciones que se enmarcan en el seguimiento y 
supervisión habitual de estas instituciones y que se 
ha visto reforzada como resultado de la entrada de 
España en el procedimiento de déficit excesivo y su 
calificación como economía con desequilibrios ma-
croeconómicos excesivos en el marco de supervisión 
multilateral europeo, así como por el programa de 
asistencia financiera para la recapitalización del siste-
ma bancario. Una supervisión reforzada que será la 
norma en el futuro de la creciente integración fiscal de 
la eurozona puesta en marcha con el llamado Six Pack, 

el Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernan-
za y el Two Pack.

La siguiente lista intenta resumir de manera esque-
mática las distintas recomendaciones que en materia 
fiscal han venido haciendo de manera sistemática or-
ganismos como la OCDE, la Comisión Europea, el 
Consejo o el FMI. Lista que excluye deliberadamente 
alguna observación puntual o sobre la que no existe 
consenso internacional:

– Mejorar la eficiencia del sistema impositivo aumen-
tando el peso de la imposición indirecta, limitando en 
su caso, mediante los mecanismos existentes en la im-
posición directa, el posible impacto negativo de esta 
medida en la equidad del sistema.

– Incrementar la imposición medioambiental, inclui-
da la de hidrocarburos. En particular, aunque no solo, 
a través de los impuestos especiales y sobre gasóleos y 
gasolinas, con una consideración especial al injustifi-
cado tratamiento preferencial del diésel respecto a las 
gasolinas, lo que se enmarca en la propuesta de direc-
tiva europea sobre fiscalidad energética, que persigue 
ajustar los gravámenes en función del poder calorífico 
y la generación de emisiones contaminantes.

– Disminuir la brecha diferencial española en el tipo 
efectivo medio sobre el consumo mediante la sujeción 
de un número mayor de bienes y servicios al tipo ge-
neral del IVA, limitando la excesiva generosidad en la 
aplicación del tipo reducido.

– Elevar los tipos nominales de los impuestos es-
peciales, en particular de los llamados impuestos al 
vicio –sin taxes en terminología anglosajona– en con-
creto a los impuestos sobre juegos de azar, alcohol, 
incluyendo vino y cerveza, y tabaco.

– Considerar la utilización de los ingresos adicionales 
derivados de estas medidas para reducir las cotizacio-
nes sociales (a cargo de las empresas).

– Convertir en permanentes los incrementos recientes 
de imposición sobre los bienes inmuebles y reducir la 
imposición sobre las transacciones inmobiliarias.

– Limitar los gastos fiscales (exenciones, deducciones, 
reducciones y regímenes especiales, entre otros) en la 
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imposición directa, especialmente en IRPF y socieda-
des. Capítulo en el que las propuestas concretas han 
sido múltiples, crecientes y conocidas por lo que no 
cabe detenerse aquí en todas ellas. Cabría destacar:

I. La reducción del tipo medio efectivo en el IRPF 
para el segundo perceptor de rentas en una unidad 
familiar, que se considera desproporcionadamente 
elevado.

II. La desaparición de la persistencia de la deduc-
ción de vivienda en el IRPF para las compras previas 
a 2013, lo que podría estar retrasando un desapalan-
camiento más rápido por parte de las familias.

III. La reconsideración de las deducciones en el caso 
del impuesto sobre sociedades, deducciones que re-
ducen la tributación efectiva de forma muy signifi-
cativa y que hacen que las pymes, a pesar de estar 
sujetas a un tipo legal más reducido, paguen un tipo 
efectivo más elevado que las grandes empresas.

IV. Una nueva evaluación de la deducción por I+D 
en el impuesto sobre sociedades, cuya eficiencia no 
parece justificar su coste fiscal.

– Reducir el sesgo al endeudamiento en el impuesto 
sobre sociedades que contribuye indiscutiblemente a 
los elevados niveles de apalancamiento del sector pri-
vado corporativo.

– Intensificar la lucha contra el fraude y la economía 
sumergida.

La mera enumeración de la larga lista de recomenda-
ciones que en los últimos años han venido haciendo 
los distintos organismos internacionales permite cons-
tatar la existencia de un elevado consenso técnico sobre 
las insuficiencias del sistema fiscal español. Un sistema 
que grava en exceso, en términos comparados, la gene-
ración de renta y relativamente poco su consumo; que 
adolece de bases estrechas, debido al juego de deduc-
ciones y exenciones, manteniendo tipos nominalmen-
te elevados, y que, por último, no trata adecuadamente 
la generación de externalidades haciendo poco uso de 
los impuestos ambientales.

Existe además, y de manera constante, en los informes in-
ternacionales un capítulo sobre las cotizaciones sociales.  

Siempre que se habla de este tema conviene aclarar 
desde el principio un malentendido muy extendido 
en la sociedad española. En los Estados modernos, la 
cuantía y extensión del Estado de Bienestar no depen-
de del nivel de las cotizaciones sociales, pues éstas son 
solo una forma concreta de financiar esas prestaciones. 
Una forma utilizada con profusión abrumadora en Es-
paña aunque no así en otros países europeos. Pero una 
forma que no es la única, ni la más eficiente, ni la más 
justa, de financiar las prestaciones sociales, contra lo 
que parecería deducirse del debate político español.

En concreto, en España las cotizaciones sociales sir-
ven para financiar la parte contributiva de las presta-
ciones sociales, de acuerdo con un modelo mixto de 
reparto y contributivo consagrado políticamente en 
el llamado Pacto de Toledo. Un pacto que fue una so-
lución política concreta a un problema también con-
creto y que se encuentra desde entonces en un pro-
ceso de revisión permanente, pese a que se considera 
popularmente como algo inamovible. Un proceso de 
revisión consagrado, de hecho, en la última reforma 
del sistema de pensiones.

España se caracteriza por un sistema impositivo en el 
que incluso con las últimas reformas, el peso de las 
cotizaciones sociales es superior a la media de la UE 
y recae en una mayor medida sobre los empresarios. 
Adicionalmente, y a pesar de la valiente reforma del 
sistema de pensiones, la Administración de la Seguri-
dad Social registra un déficit creciente como resultado 
de tendencias que se retroalimentan; nulo crecimiento 
demográfico, dificultades cíclicas para el crecimiento 
suficiente del número de contribuyentes y caída de la 
cotización media porque los nuevos entrantes lo hacen 
a cuotas sensiblemente inferiores a los salientes.

La posibilidad de una reducción de las cuotas como 
mecanismo para favorecer el empleo mediante el re-
corte de la brecha fiscal y la disminución del coste del 
factor trabajo para el empleador ha venido siendo una 
recomendación sistemática y repetida de todos los 
observadores internacionales. Se trata de una política 
aconsejable para los países de la eurozona con fuertes 
desequilibrios externos, pues supone de facto una de-
valuación interna que mejora su competitividad. Pero 
difícil en España ante las dificultades financieras de la 
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Seguridad Social. Por eso, se recomienda a nuestro país 
una sustitución de cuotas por impuestos indirectos, no 
una reducción sin más; una traslación de la carga im-
positiva de un impuesto al trabajo que genera paro a 
un impuesto al consumo, general o específico, que es 
menos desincentivador del crecimiento y el empleo.

Esta modificación de la estructura impositiva podría 
mejorar la competitividad de las empresas siempre que 
no se produjese un incremento salarial (vía indiciación 
o negociación colectiva), de los márgenes empresaria-
les o de ambas magnitudes simultáneamente. Parece 
evidente que la eventual reducción de las cotizaciones 
sociales debería llevar aparejada una revisión del siste-
ma actual de fuentes de financiación de la Seguridad 
Social, al objeto de incorporar otras vías de financia-
ción que garanticen su sostenibilidad. Pero todos los 
organismos internacionales coinciden que, en el marco 
de una revisión comprensiva y global del sistema fiscal 
español, no puede ignorarse el problema de las cotiza-
ciones sociales. Las cotizaciones a la Seguridad Social 
suponen más allá de toda discusión un elemento de la 
imposición sobre el trabajo que incide negativamente 
en la tasa de ocupación.

4.  Restricciones que deben enmarcar  
toda reforma tributaria

Tres son los objetivos tradicionales de la política fiscal: 
suficiencia, justicia y eficiencia. Y toda reforma fiscal 
ha de enmarcarlos en la situación concreta de las fi-
nanzas públicas.

La restricción de suficiencia supone que la recaudación 
fiscal ha de ser capaz de cubrir el gasto público a lo 
largo del ciclo económico.

– La suficiencia implica que debería fijarse un nivel 
de gasto objetivo medio a lo largo de un ciclo com-
pleto mientras que, en paralelo, los ingresos públicos 
en su conjunto (y los impositivos, entre ellos) deben 
perseguir situarse en ese mismo nivel. La experiencia 
española indica que nuestro país ha prosperado, tanto 
en términos económicos como sociales, cuando ingre-
sos y gastos públicos se sitúan en el entorno del 40% 
del PIB. Los intentos de disparar el gasto público, sea 
este financiado con más impuestos o con deuda, solo 

han conseguido ralentizar el crecimiento y aumentar 
el desempleo. Poner el objetivo en igualar el gasto pú-
blico al nivel medio europeo ignora que la globaliza-
ción está obligando a Europa a reconsiderar su nivel 
de gasto y a acomodar la generosidad del gasto a las 
circunstancias de la nueva competencia internacional. 
Sobre todo teniendo en cuenta que el continente ha 
perdido su liderazgo tecnológico y de capital humano, 
su ventaja en productividad.

– Por ello, toda reforma fiscal responsable en España, 
que no ponga en peligro el objetivo de consolidación 
fiscal, ha de partir de que aún somos el único país de 
la unión monetaria con déficit primario y caben pocas 
alegrías. La reforma fiscal debe ser neutral en térmi-
nos recaudatorios, y así afectar a la composición de 
los impuestos pero no implicar pérdidas ni ganancias 
recaudatorias antes de que se produzcan sus efectos po-
sitivos sobre la producción y el empleo. Lo contrario 
sería poner el carro antes de los bueyes y repartir ex 
ante un superávit teórico que no está necesariamente 
garantizado.

– Para alcanzar ese equilibrio de nivel debe tenerse en 
cuenta, en primer lugar, que no se podrá contar con 
los ingresos extraordinarios del pasado, asociados en 
buena parte al boom inmobiliario, ni con los prove-
nientes de la venta de activos públicos. En segundo 
término, que lograr las ganancias de competitividad 
que la economía española necesita llevará apareja-
da una composición del crecimiento con una mayor 
aportación del sector exterior descansando menos en el 
consumo doméstico y en la construcción, lo que plan-
tea también un reto importante a la actual estructura 
tributaria española pues ambos son sectores intensivos 
en impuestos.

– La restricción de suficiencia combinada con el de-
seo de recuperar el papel estabilizador de la política 
fiscal a través de los estabilizadores automáticos, exige 
el ahorro en las épocas de bonanza económica de los 
ingresos recaudados por encima de los tendenciales y 
de los menores gastos cíclicos. En este sentido, resulta 
crucial la aplicación estricta de la regla de gasto de la 
nueva ley de estabilidad, que limita el crecimiento de 
este al crecimiento tendencial de la economía y exige 
que cualquier incremento de gasto por encima de este 
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crecimiento tendencial haya de venir acompañado de 
incrementos impositivos de la misma magnitud, mien-
tras que las reducciones de impuestos deberán llevar 
aparejadas reducciones paralelas de gastos.

– La creación de la Autoridad Independiente de Res-
ponsabilidad Fiscal completa el marco institucional 
del sistema presupuestario español y está llamada a 
jugar un papel crucial para asegurar el cumplimiento 
riguroso de la regla de gasto y para mantener la eficien-
cia del sistema impositivo. Cabe añadir que en líneas 
generales, la AIReF ha empezado a cumplir con éxito 
ese papel y se está convirtiendo en una institución re-
levante en el debate fiscal.

– La restricción de suficiencia abre también la puerta a 
la utilización de sistemas de coparticipación en el pago 
de los servicios y bienes públicos. La evolución del 
pensamiento económico y, sobre todo, los avances en 
las tecnologías de la información y comunicación, ha-
cen hoy técnicamente posible y económicamente reco-
mendable buscar formas de aprovechar la disposición a 
pagar por multitud de servicios públicos. La demanda 
de un bien o servicio es, por definición, infinita a pre-
cio cero y la utilización de precios y tasas públicos pue-
de contribuir a moderarla y a acercarla a la verdadera 
disposición a pagar. Ofrecer servicios públicos, incluso 
los más esenciales como educación, sanidad o justicia, 
de forma gratuita y generalizada no es el modo más 
eficiente ni justo de hacerlo, porque incluso en esos 
servicios hay siempre un cierto beneficio privado que 
debería ser compensado mediante el copago. En otros 
muchos servicios y bienes públicos, en los que las ex-
ternalidades sociales son menos evidentes, el pago por 
uso debería ser la norma y su financiación vía impues-
tos la excepción a justificar en cada caso. No es pues 
de extrañar que ante las insuficiencias presupuestarias 
de estos tiempos, muchos países de nuestro entorno y 
con gobiernos de distinto color político hayan acudi-
do crecientemente a cobrar muchos servicios públicos 
directamente a sus usuarios.

– Una reforma fiscal integral ha de plantearse la cues-
tión de la financiación del sistema de prestaciones so-
ciales, que como hemos señalado sigue descansando 
de manera dominante en España en las cotizaciones 
sociales. Un sistema que, por otra parte, no es universal 

ni siquiera generalizado en los países de nuestro en-
torno y que el reto del envejecimiento de la población 
obliga a cuestionar seriamente, como ya ha sucedido 
en mayor o menor grado en muchos países. La refor-
ma fiscal debería pues aspirar a generar un excedente 
tributario con el que financiar la reducción de la de-
pendencia de las cotizaciones sociales, abaratando así 
el coste del empleo.

Toda reforma tributaria no solo ha de ser justa sino ser 
percibida como tal por la población. Es la única mane-
ra de conseguir minimizar el coste de su cumplimiento 
y facilitar la estabilidad tributaria, la permanencia en 
el tiempo.

– El sistema tributario ha de ser justo y percibido glo-
balmente como tal por los ciudadanos, por razones 
constitucionales y por razones de eficiencia recaudato-
ria. Lo que plantea un reto importante pues las encues-
tas revelan una actitud compleja de los españoles: no 
quieren más impuestos pero no están dispuestos a que 
se reduzca el número ni la calidad de los bienes y servi-
cios públicos que reciben, ni a pagar nada por ellos. En 
este contexto de escepticismo, el éxito de una reforma 
fiscal integral requerirá mucha pedagogía social y vi-
sión de Estado, alejado de interpretaciones partidistas 
de corto plazo. Un amplio consenso social exige como 
condición de partida, un amplio consenso político y 
una mayoría transversal que le dé credibilidad.

– La percepción de la justicia de un sistema tributa-
rio tiene mucho más que ver con la consecución de 
la igualdad horizontal que con criterios de progresi-
vidad, que son siempre discutibles y cambiantes. Lo 
importante desde el punto de vista de la justicia es que 
dos individuos en las mismas condiciones y con los 
mismos ingresos paguen lo mismo. La clave está por 
supuesto en definir correctamente qué son las mismas 
condiciones, pero cuanto más simple y transparente 
sea el sistema, cuantas menos distorsiones, excepcio-
nes y deducciones tenga, más se acercará a ese ideal 
de equidad horizontal y menor será el margen para la 
discrecionalidad, el arbitrismo o directamente el clien-
telismo y populismo político.

– España se caracteriza por un nivel de descentra-
lización de gastos e ingresos públicos muy elevado, 
incluso en comparación con Estados federales larga-
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mente consolidados. La distribución territorial óp-
tima de los impuestos asociada a esta descentraliza-
ción del gasto resulta crucial tanto para la eficiencia 
impositiva, como para la equidad y la estabilización 
macroeconómica. En particular, el Estado de las Au-
tonomías complica extraordinariamente en España la 
condición de justicia, pues en la medida en que ha 
calado en determinadas opiniones públicas la absur-
da idea de que tributan territorios y no personas, las 
consideraciones territoriales oscurecen el debate fis-
cal. Pero no cabe olvidar que garantizar la igualdad 
de los españoles ante la ley y los impuestos es también 
una obligación constitucional. Y en el marco de la 
Unión Europea, y de las consideraciones comentadas 
en el epígrafe anterior sobre los modelos eficientes de 
descentralización fiscal, el sistema resultante debe ser 
percibido como justo por todos los ciudadanos, lo 
que obliga a acuerdos básicos.

– La justicia de un sistema fiscal, su contribución a la 
distribución de la renta y la riqueza y sus consecuen-
cias sobre la igualdad, han de juzgarse en su totalidad 
y complejidad como tal sistema, como resultado glo-
bal del conjunto de impuestos, tasas, contribuciones 
y precios públicos. Nunca de manera aislada en cada 
impuesto concreto o en cada reforma parcialmente 
considerada. La reforma fiscal es un poco como los 
acuerdos comerciales, que han de considerarse en su 
totalidad, como un juego de equilibrio general donde 
la justicia es la resultante de la aplicación completa del 
sistema y donde hay que hacer renuncias, trade-offs, en 
cada uno de sus componentes para alcanzar un sistema 
tributario que sea justo y eficiente.

– Las consideraciones de progresividad fiscal son 
siempre subjetivas y han de medirse en el contexto de 
los países de nuestro entorno y también de nuestros 
competidores en la economía global. Como demues-
tran muchos episodios de reformas fiscales frustradas, 
la progresividad ha de hacerse compatible con la efi-
ciencia, especialmente en un contexto de creciente 
movilidad internacional de los factores de producción 
incluido el trabajo, especialmente el trabajo más cua-
lificado y no solo el capital. No hay sistema fiscal más 
injusto que el que, por mantener niveles formales pre-
tendidamente elevados de protección, de equidad o de 
progresividad, se traduce en un sistema inviable que 

conduce a la recesión económica o incentiva despro-
porcionadamente la elusión y el fraude fiscal y con-
dena a amplios sectores de la población al desempleo, 
la informalidad o la emigración. Como hemos tenido 
oportunidad de observar con algunas reformas fiscales 
excesivamente ingenuas en Europa y, sobre todo, con 
algunas diferencias tributarias entre comunidades au-
tónomas en España, un sistema fiscal a la búsqueda de 
una desaforada progresividad puede caer en la ilegiti-
midad y ampliar tanto los costes de cumplimiento que 
devenga en ineficaz e insostenible (3).

– La justicia fiscal tiene también implicaciones diná-
micas en la medida en que el déficit público no es más 
que una transferencia de rentas de las generaciones fu-
turas hacia las actuales. Son las generaciones futuras 
las que, sin poder influir en la decisión de cobertura 
de las necesidades públicas, pagan nuestro nivel actual 
de consumo de bienes públicos. Y lo pagan con ma-
yores impuestos futuros o menores y peores servicios 
públicos, lo que se producirá ineludiblemente aunque 
renieguen de esa deuda correspondiente a los gastos 
de generaciones anteriores, pues en ese caso habrán de 
hacer frente al estigma y rechazo internacional que se 
traducirá en una significativa restricción de la financia-
ción externa que afectará a su bienestar. Mantener ni-
veles elevados de déficit y seguir acumulando sin límite 
deuda pública no es aceptable tampoco desde el punto 
de vista ético, pues supone una carga insoportable para 
las generaciones futuras.

Finalmente, la restricción de eficiencia tiene también 
algunas implicaciones de interés.

– En su versión más sencilla, un sistema tributario es 
más eficiente cuanto menos cueste y menos distorsione 
la actividad económica. En el cálculo de ese coste, hay 
que incluir tanto los costes directos, monetarios, como 
indirectos, en términos de tiempo, coste de oportuni-
dad de los individuos y de pérdida de bienestar social. 
En los estudios internacionales sobre el tema, entre los 
que destaca el Informe Anual del Banco Mundial sobre 
la facilidad de hacer negocios en los distintos países, 
España ocupa una posición intermedia entre los países 
desarrollados en cuanto al tiempo perdido para cumplir 
con las obligaciones fiscales, aunque está aumentando 
su distancia con respecto a las economías que mejor 
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se comportan en este apartado. Por eso el margen de 
mejora es todavía significativo y debe hacerse un gran 
esfuerzo por simplificar el sistema fiscal y reducir el cos-
te de cumplimiento. Gran parte de este esfuerzo sim-
plificador tiene que ver con cuestiones procedimentales 
y administrativas que pueden parecer secundarias pero 
que pueden ser determinantes de los resultados de una 
reforma fiscal concreta.

– La eficiencia recaudatoria no es solo ni principal-
mente un indicador de incumplimiento fiscal sino, 
más bien y muy especialmente, un índice muy expre-
sivo de la erosión de las bases imponibles por la proli-
feración de exenciones y reducciones de todo tipo que, 
en buena medida, responden a procesos de captura del 
regulador. No es solo mediante medidas de control del 
fraude fiscal como aumenta la eficiencia recaudatoria 
sino, sobre todo, diseñando y aplicando un sistema 
impositivo y unas figuras tributarias concretas de bases 
amplias que eviten las situaciones comentadas.

– La eficiencia fiscal es, en última instancia, producto 
de la estructura impositiva, en la medida en que hay 
impuestos que distorsionan la actividad económica más 
que otros, es decir, impuestos en los que la pérdida neta 
de bienestar para el conjunto de la sociedad es mayor. 
Es un hecho establecido en la literatura fiscal que, des-
de el punto de vista de la eficiencia tributaria, los im-
puestos indirectos son preferibles a los directos, porque 
distorsionan menos la actividad económica. Frente a 
esta evidencia, la estructura fiscal española cuenta con 
un peso de la imposición indirecta claramente más re-
ducido que el resto de sus socios europeos. Un punto 
sobre el que, como ya se ha señalado, insisten sistemá-
ticamente todos los observadores internacionales. Solo 
razones ideológicas, herederas de lo que Keynes llama-
ba teoría de los economistas muertos, explican que en 
nuestro país se siga insistiendo en el carácter regresivo 
de la imposición sobre el consumo, cuando es la forma 
más generalizada de financiar el Estado de Bienestar en 
los países mas igualitarios del norte de Europa.

– Una buena parte de las distorsiones de los sistemas 
fiscales se encuentran asociadas a los efectos perversos 
que originan los tipos marginales elevados. De nuevo, 
en este caso, España no sale bien parada, con unos 
tipos marginales de los impuestos directos relativa-

mente elevados que, combinados con elevados benefi-
cios fiscales, acaban generando ingresos públicos muy 
reducidos.

– Finalmente, es otro hecho establecido en la literatu-
ra que, en la medida en que los bienes públicos puedan 
ser objeto de demanda segmentada y, por tanto, sus-
ceptibles de financiarse vía precios, las tasas y contri-
buciones son preferibles a los impuestos. Hacer pagar 
al contribuyente una parte, al menos, del precio de los 
bienes y servicios públicos que consume es un camino 
en el que el sistema fiscal español tiene todavía mu-
cho recorrido, especialmente en sanidad, educación, 
justicia, dependencia, carreteras, agua y saneamiento 
y otros similares. Un camino poco explotado en el que 
hay necesariamente que entrar cuanto antes por razo-
nes de suficiencia, justicia y eficiencia.

5. A modo de conclusión

Este artículo pretende ser un resumen personal de 
las circunstancias económicas y algunas políticas 
que condicionan cualquier reforma fiscal en España  
y que en nuestro caso enmarcaron los trabajos de la 
Comisión de Expertos. No se trata de diseñar una 
reforma fiscal ex novo, de libro de texto, en un país 
ideal, sino de proponer la reforma que España ne-
cesita en sus actuales circunstancias económicas y 
sociales. Circunstancias que se resumen en la necesi-
dad de facilitar el proceso de ajuste de los inmensos 
desequilibrios acumulados en la fase de expansión 
económica que culminó abruptamente cuando los 
déficit público y exterior superaron el 10% del PIB y 
la crisis financiera hizo renacer la aversión al riesgo, 
puso en evidencia las contradicciones e insuficiencias 
de la unión monetaria y provocó la caída radical de 
la capacidad de financiación externa de la economía 
española, tanto de su sector público como del sec-
tor privado corporativo. Ese es el contexto básico de 
cualquier reforma fiscal en España. Tiene que faci-
litar la recuperación del ahorro, el crecimiento y el 
empleo y asegurar que situaciones semejantes no se 
vuelvan a repetir. Ha de devolver la credibilidad de 
las cuentas públicas y anclar esa credibilidad en un 
sistema tributario que garantice estabilidad, equidad 
y eficiencia.
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El artículo empieza describiendo la situación de la 
economía española en su fase actual de recuperación 
y señalando la contribución del sistema tributario a la 
misma. Recuerda luego los condicionantes de nuestra 
pertenencia a la unión monetaria, desde la convicción 
de que solo asegurando esa pertenencia más allá de 
toda duda puede España consolidar su recuperación. 
Una unión monetaria que se encuentra inmersa en un 
proceso refundacional hacia la unión bancaria, fiscal y 
económica, que España no debe considerar como una 
restricción externa sino como una gran oportunidad 
para lograr mayores niveles de prosperidad y cohesión 
social. Analiza luego, como hizo la propia Comisión 
de Expertos, las recomendaciones que los distintos or-
ganismos internacionales vienen haciendo de manera 
sistemática sobre nuestro sistema tributario. Y lo hace, 
no tanto por seguidismo sino porque entiende que esas 
opiniones destilan, con matices, el saber actual sobre 
política tributaria; han de ser consideradas como el es-
tado actual de la teoría y política fiscal y apartarse de 
ellas, en sus grandes líneas, solo estaría justificado tras 
un debate serio y riguroso que concluya justificando 
una especie de excepción nacional de la modernidad 
fiscal. Por último, este artículo analiza las implicacio-
nes prácticas que cabe derivar de los principios tribu-
tarios básicos en la España de hoy.

No se presenta aquí la propuesta de reforma; ni siquie-
ra en sus líneas generales. Por otra parte de sobra cono-

cida y que más allá de puntos concretos recibió, creo 
sincera y modestamente, tan buena acogida técnica 
como distancia política. Sigo pensando, como todos 
los miembros de la Comisión, que hicimos un buen 
trabajo al que solo la oportunidad y el tempo políti-
co impidieron mayor aplicación. Pero creo también 
que en ese informe están las líneas maestras de lo que 
España necesita en materia fiscal y que cuando llegue 
el momento que permita políticamente la moderni-
zación global de nuestro sistema tributario, nuestro 
trabajo será un documento fundamental sobre el que 
construir un sistema fiscal moderno, justo, eficaz y du-
radero. Y me atrevo a asegurar que el resultado final no 
se apartará mucho de lo que allí se contiene.

NOTAS

(1)  Ver, entre otros, Jaime Caruana, Stepping out of the shadow of 
the crisis: three transitions for the world economy, Annual General 
Meeting, General Manager Speech, Banco de Pagos de Basilea, 
29 de junio de 2014.

(2)  Ver el informe de España 2015 del FMI con motivo de la 
consulta anual, conocido como Informe del artículo IV, que 
contiene un capítulo específico dedicado a la comparación del 
sistema de financiación autonómica con la literatura y práctica 
política del federalismo fiscal.

(3)  Consideraciones conocidas pero a menudo en la práctica ig-
noradas, pese a haber sido introducidas hace ya muchos años  
en una obra clásica, Albert Hirschman, Salida, voz y lealtad, 
1980.
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1. Introducción

El inicio del siglo XXI en España viene caracteriza-
do por una etapa de crecimiento económico basada 
fundamentalmente en una amplia disponibilidad del 
crédito, lo que se tradujo en un fuerte endeudamien-
to privado que se vio reflejado, principalmente, en el 
sector de la construcción. El estallido de esta burbuja 
inmobiliaria y del crédito como consecuencia de la 
crisis financiera internacional situado en 2008, junto 
al retraso en la toma de medidas por parte de las auto-
ridades económicas, provocó una situación crítica en 
la economía española que estuvo a punto de forzar la 
intervención por parte de las autoridades europeas y 
del Fondo Monetario Internacional.

La historia es de todos conocida. El nivel de endeu-
damiento de las familias alcanzó su cota máxima en 
el segundo trimestre de 2008 (ratio de endeudamien-
to de los hogares) y el ratio de endeudamiento de 

las empresas alcanzaba niveles históricos trimestre 
tras trimestre. Las cuentas públicas que hasta 2007 
mantenían una evolución positiva, rompen y mu-
tan completamente. La ratio de deuda pública con 
respecto al PIB que mantenía una línea descendente 
hasta alcanzar el 35,5% (2007) se encuentra en 2015 
en el entorno del 100%. El superávit presupuestario 
que logra el Estado en torno al 2% en 2006 y 2007, 
se quiebra hasta alcanzar el récord histórico de défi-
cit público de la hacienda pública española (es decir, 
desde que existen registros, 1850), situándose en el 
(–10,96%) en 2009.

Sin embargo, siendo el cambio de tendencia de los in-
dicadores anteriormente citados preocupantes, el prin-
cipal problema que afronta la economía española es el 
desplome del mercado laboral. La tasa de desempleo 
pasa del mínimo histórico, en abril de 2007 con el 
7,9%, al máximo histórico, en abril de 2013, encade-
nando casi 72 meses consecutivos de continua subida y 
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Gráfico 1
Tasa de crecimiento del PIB en España (2001-2015)
Datos en porcentaje del PIB

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).
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Gráfico 2
Ratio de endeudamiento de los hogares en España (2000-2014)
Datos en porcentaje de la renta bruta disponible

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).
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más que triplicando los datos que correspondían a uno 
de los periodos más positivos para el empleo nacio-
nal. Las consecuencias de dicha situación no solo han 
sido de índole macroeconómica sino que han afectado 
a la sociedad en su conjunto, limitando durante años 
sus perspectivas de recuperación y dando lugar a mo-
vimientos sociales difíciles de explicar de otra forma.

En 2008, España, siguiendo las directrices de la Comi-
sión Europea según el Plan Europeo de Recuperación 
Económica, aplicó una política presupuestaria de esti-
mulación de la actividad económica, cuantificada en 
torno al 2-2,5% del PIB, que se mostró contraprodu-
cente. La hacienda pública se vio gravemente afectada 
por la recesión.

El rápido y fuerte deterioro del déficit público en 2008 
(–4,4%), provocado por la crisis financiera global, sin 
precedentes, y la caída de la economía llevaron a Espa-
ña, y a otros Estados de la UE, a incurrir en el Proce-
dimiento de Déficit Excesivo (PDE) (Excessive Deficit 
Procedure, EDP) que establece el artículo 104 del Tra-
tado de la UE. La Comisión Europea abrió en 2009 un 
expediente a España para regularizar la situación, lo 

que implica la toma de una serie de medidas reflejadas 
en la actualización del Programa de Estabilidad y en el 
Programa Nacional de Reformas (PNR).

La falta de efectividad de las medidas tomadas, obligó 
al Gobierno a la aprobación de sendos planes, el Plan 
de Acción Inmediata 2010 y el Plan de Austeridad 
2011-2013. Sin embargo, el fortísimo deterioro de la 
economía, junto con la delicada situación del sistema 
financiero pusieron a España al borde del rescate. La 
aprobación, en abril de 2011, de la duodécima actua-
lización del Programa de Estabilidad para los ejercicios 
2011-2014 y una nueva edición del Programa Nacio-
nal de Reformas 2011 no paliaron, en modo alguno, 
la situación. Las elecciones generales a finales de 2011 
provocaron un cambio en el Gobierno y la adopción de 
una nueva estrategia para afrontar con éxito la recupe-
ración de la salud económico-financiera del país.

2.  Programa Nacional de Reformas 2012-2105

Las primeras medidas del nuevo Gobierno fueron pu-
ramente económicas y de supervivencia frente a la te-
mida intervención. Así, en diciembre de 2011 se dio 

Gráfico 3
Evolución de la deuda pública en España (1999-2016)
Datos en porcentaje del PIB

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).
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lugar a la primera subida de impuestos y la restricción 
en el gasto, mientras que en febrero de 2012 tuvo lugar 
el plan de pago a proveedores. Todas ellas se incardi-
nan en la nuevas políticas de reformas y estabilidad 
impulsadas por el Gobierno, que tienen su reflejo en 
el Programa de Estabilidad 2012-2015 y en el Progra-
ma Nacional de Reformas 2012, aprobado en abril 
de 2012, y en el Memorando de Entendimiento so-
bre condiciones de política sectorial financiera (MoU) 
para la aplicación del rescate financiero a la banca, con 
el objetivo de estabilizar el sistema financiero.

Este conjunto de medidas se puede clasificar en tres 
pilares. Por un lado, las tendentes a mejorar las cuentas  
públicas, tanto por el lado de la fiscalidad como de la 
racionalización del gasto. Por otro lado, nos encontra-
mos el conjunto de reformas en los servicios públicos 
y, por último, aquellas necesarias en sectores estraté-
gicos, como son el mercado de trabajo o el sector fi-
nanciero. Todo ello con el objetivo de reconducir la 
economía española a una senda de crecimiento equili-
brado y, sobre todo, a la creación de empleo.

2.1.  Consolidación fiscal y modernización  
de la Administración

La corrección de los desequilibrios presupuestarios 
es condición sine qua non para lograr una economía 
sostenible. De hecho, podemos considerar la modifi-
cación del artículo 135 de la Constitución Española, 
aprobada en septiembre de 2011, como el inicio de la 
revisión integral de la política desarrollada con anterio-
ridad. De esta forma, bajo el mandato constitucional 
se establece la obligación de respetar las indicaciones 
de la Unión Europea sobre equilibrio presupuestario y 
deuda pública, aunque se plantee un amplio horizonte 
temporal para su cumplimento, 2020.

a) Disciplina presupuestaria

La Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sos-
tenibilidad Financiera (Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril) plantea el nuevo marco de disciplina presupues-
taria aplicable al conjunto del sector público, incluyen-
do autonomías, ayuntamientos y empresas públicas; lo 
que de verdad supone, por primera vez, una novedad 

al obligar la aplicación del principio de estabilidad pre-
supuestaria a todos.

A este respecto, parece coexistir una aplicación desi- 
gual de dicho principio, pues mientras que a las cor-
poraciones locales se les aplica manu militari, impo-
sibilitando a éstas incurrir en déficit y planteando 
medidas correctoras, a las comunidades autónomas 
se les ha permitido flexibilidad en el cumplimento del 
mismo. Para ello, el Estado les ha aplicado el mismo 
régimen transitorio que ha permitido para la Admi-
nistración General.

b) Plan de Pago a Proveedores

El Fondo para la Financiación de Pago a Proveedores 
(FFPP) más conocido como Plan de Proveedores (1) 
(Real Decreto-Ley 4/2012, de 24 de febrero; Real De-
creto-Ley 21/2012, de 13 de julio; Real Decreto-Ley 
4/2013, de 22 de febrero; y Real Decreto-Ley 8/2013, 
de 28 de junio) es, sin duda alguna, de entre las me-
didas tomadas por el Gobierno, la más efectiva desde 
el punto de vista práctico para iniciar la recuperación 
económica. La incapacidad que manifestaron las ad-
ministraciones locales y autonómicas para hacer frente 
a las deudas comerciales había supuesto un fuerte lastre 
para las empresas, especialmente las de menor tamaño. 
Lejos de medidas de artificial y temporal estímulo de 
la demanda como los fallidos FEES y FEIL derivados 
del Plan E aprobados en 2008 y 2009, la puesta en 
marcha del mecanismo para la financiación de pago a 
proveedores ha servido para poner pie en pared a la im-
posibilidad de ayuntamientos y comunidades de pagar 
a tiempo a sus acreedores.

Las condiciones marcadas para acceder a este instru-
mento de financiación exigen a las entidades locales y 
autonómicas la elaboración de planes de ajustes, don-
de los ingresos han de ser consistentes y adecuados 
para soportar sus gastos, obligando a realizar el cálcu-
lo del coste de los servicios públicos para que tengan 
una adecuada financiación. Además, la aplicación de 
la regla de gasto, impide la ingeniería presupuestaria 
y la sobreestimación de ingresos que, a la larga, fue-
ron las responsables de las situaciones de déficit de 
este tipo de administraciones.
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El efecto de esta medida sobre el PIB ha sido cuanti-
ficado por diversos autores aplicando diversos mode-
los (VAR, MTBE y REMS) (2). Todos advierten de la 
dificultad de las estimaciones, calculando un impacto 
positivo con un intervalo entre las dos décimas y un 
punto porcentual.

c) Transparencia y buen gobierno

La Ley de transparencia, acceso a la información públi-
ca y buen gobierno (Ley 19/2013, de 9 de diciembre) 
equipara nuestro ordenamiento jurídico al existente en 
la mayoría de los Estados de la UE. Esta normativa se 
asienta en tres pilares: refuerza la obligación de publi-
cidad activa de la información en todas las Administra-
ciones, garantiza el acceso a la información y establece 
principios de buen gobierno.

La principal novedad no estriba en la generalización 
del principio de acceso a la información pública, sino 
en la especificación de un fortísimo régimen sancio-
nador por infracciones en materia de gestión presu-
puestaria. Esto refuerza las políticas de contención del 
gasto y de gestión responsable derivadas de la discipli-
na presupuestaria.

d) Austeridad del gasto público

El ajuste del gasto público es uno de los principales 
factores para alcanzar el objetivo de déficit público 
en 2016, inicialmente previsto para 2013 (3). Para 
ello se implementaron medidas tendentes a la res-
tricción del gasto público y la contención de la deu-
da pública.

Se establecieron límites de déficit en los que podían 
incurrir, tanto la Administración central como las 
Comunidades Autónomas. Las corporaciones locales 
nunca han podido presentar sus presupuestos en des-
equilibrio. De esta forma, el Gobierno ha repartido 
el esfuerzo de contención del gasto público. Además, 
se impone la obligación de aprobar un techo de gasto 
en todas las Administraciones, aplicando la regla de 
gasto, mediante la cual, una Administración no pue-
de presupuestar en un ejercicio más que lo ejecutado 
en el anterior.

e) Incremento de los ingresos.

Lógicamente, el otro factor en el que se asienta la refor-
ma, además de la contención del gasto, es el aumento 
de ingresos. Para ello, desde el primer día, el Gobierno 
tomó medidas conducentes a la mejora de los ingresos 
públicos (Real Decreto-Ley 20/2011, de 30 de diciem-
bre). Estas medidas, que inicialmente se concibieron 
como temporales para uno o dos ejercicios, se han 
extendido a lo largo del horizonte temporal de apli-
cación del PDE. Aunque, la mejora de las previsiones 
económicas y la ampliación del plazo de corrección del 
déficit ha permitido introducir medidas paliativas.

En el impuesto de la renta, se introdujo un gravamen 
complementario en los rendimientos del trabajo que 
oscilaba entre el 0,75 y 7%, según los tramos. Además, 
se aumenta el número de tramos para aplicar una ma-
yor carga impositiva a las rentas de más de 300.000 
euros anuales, estableciendo el tipo marginal máximo 
en el 52-56%. También se introduce un gravamen 
adicional para las rentas derivadas del ahorro, que lo 
sitúa en su tramo superior en el 27%. Por otra parte, 
la deducción en vivienda, que ha sido la estrella de la 
declaración de la renta, puesto que la burbuja inmobi-
liaria fue uno de los detonantes de la crisis, se elimina 
a partir de 2013 promoviéndose el mercado de alquiler 
como alternativa. Transcurridos tres años del inicio de 
las medidas de contención, y de forma paulatina a la 
consecución de los objetivos de reducción de los dese- 
quilibrios presupuestarios, se plantea para 2016 una 
reforma fiscal enfocada a la reducción de la presión fis-
cal, reduciendo el número de tramos y rebajando los 
tipos impositivos de la renta.

En el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) se incre-
menta el tipo impositivo el 4, 6 o 10% para la mitad 
de los inmuebles con mayor valor catastral, según el 
año de entrada en vigor de la ponencia catastral del 
municipio. Sin embargo, la imposición de un tipo 
mínimo del 0,5 o 0,6 ha supuesto una importante 
subida del tipo del IBI, en algunos casos ha llegado 
a ser de hasta el 50%, lo que sin duda ha generado 
repercusiones sociales sobre los propietarios.

Se modifica el Impuesto de Sociedades con la finali- 
dad de acercar el tipo de gravamen real al nominal, 
para ello se limitan las deducciones y beneficios fiscales.  
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Se modifican los componentes ad valorem y específico 
del impuesto sobre las labores del tabaco, y también se 
aumenta la fiscalidad del tabaco para liar.

Una de las medidas tomadas, con una mayor contesta-
ción que no estaba prevista en el PNR, fue la subida del 
IVA (Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio). Ante 
la falta de recaudación, el Gobierno se vio obligado a 
modificar los tipos de IVA, pasando el gravamen gene-
ral del 18 al 21%. Además, reclasificó algunos gastos 
del tipo reducido al general (peluquerías, gimnasios, 
actividades culturales, asistencia dental, servicios fune-
rarios, entre otros), lo que le generó fuertes críticas por 
parte de los afectados.

Por último, en el apartado de ingresos, es necesario se-
ñalar las medidas tendentes a la lucha contra el fraude 
entre las que destacan el refuerzo de la Agencia Tribu-
taria, la limitación del pago en efectivo de cuantías su-

periores a 2.500 euros (Ley 7/2012, de 29 de octubre) 
y el procedimiento extraordinario de regularización 
de rentas no declaradas (Real Decreto-Ley 12/2012, 
de 30 de marzo).

f) Racionalización de la Administración

Dentro del apartado de modernización de la Adminis-
tración se incardinan las medidas orientadas a reestruc-
turar el sector público. Para ello, en 2012 el Gobierno 
puso en marcha la Comisión para la Reforma de las 
Administraciones Públicas (CORA), que aglutina en su 
conjunto la reforma de la Administración, tanto racio-
nalización como modernización.

La optimización de los recursos humanos se ha produ-
cido por dos vías. En primer lugar, redimensionando 
la plantilla de empleados públicos al establecer tasas de 

Cuadro 2
Objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y regla de gasto (2010-2018)

Objetivo de estabilidad presupuestaria Objetivo de deuda pública
Objetivo 

regla  
de gastoEjercicio

Administración 
pública total

Administración 
general del 

Estado

Seguridad 
Social

Corporaciones 
locales

Comunidades 
autónomas

Administración 
pública total

Administración 
general del 

Estado

Corporaciones 
locales

Comunidades 
autónomas

2010 –9,3% –6,7% 0,2% –0,4% –-2,4% — — — — —

2011 –6,0% –4,8% 0,4% –0,3% –1,3% — — — — —

2012 –6,3% –3,5% –1,0% –0,3% –1,5% — — — — —

2013 –6,5% –3,8% –1,4% 0,0% –1,3% 91,6% 68,5% 4,0% 19,1% 1,7%

2014 –5,5% –3,5% –1,0% 0,0% –1,0% 99,5% 74,4% 4,0% 21,1% 1,5%

2015 (2) –4,2% –2,9% –0,6% 0,0% –0,7% 101,7% 76,3% 3,9% 21,5% 1,3%

2016 (1) (2) (3) –2,8% –2,2% –0,3% 0,0% –0,3% 98,5% 72,6% 3,4% 22,5% 1,8%

2017 (1) (2) (3) –1,4% –1,1% –0,2% 0,0% –0,1% 96,5% 71,5% 3,2% 21,8% 2,2%

2018 (1) (2) (3) –0,3% –0,2% –0,1% 0,0% 0,0% 93,2% 69,2% 3,1% 20,9% 2,6%

(1) Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se fijan los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública para el conjunto de administraciones 
públicas y de cada uno de sus subsectores para el periodo 2016-2018 y el límite de gasto no financiero del presupuesto del Estado para 2016 (Consejo de 
Ministros, 10 de julio de 2015).
(2) Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera (29 de julio de 2015) para las Comunidades Autónomas de Régimen Común y Acuerdo del 
Consejo de Ministros del 30 de enero de 2015 (tras acuerdo previo de la Comisión Coordinadora del Convenio con Navarra, de 7 de octubre de 2014, y 
de la Comisión Mixta del Concierto Económico con el País Vasco, de 23 de diciembre de 2014).
(3) Objetivo de estabilidad presupuestaria para el periodo 2016-2018. Capacidad (+) Necesidad (–) de Financiación, SEC-2010 (En porcentaje del PIB). 
No incluye el posible efecto del mecanismo de ayuda financiera europea.
Fuente: Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
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reposición del 10% y aplicando una jornada laboral de 
37,5 horas semanales. Por otra parte, para reducir el 
absentismo se reformaron las condiciones de acceso a 
la incapacidad temporal. Sin que estuviera programa-
do, en julio de 2012 hubo de suspender el abono de 
la paga de Navidad de los empleados públicos (Real 
Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio), cuyos haberes 
están siendo recuperados de forma paulatina.

Se ha procedido a la liquidación y supresión de empre-
sas, fundaciones y organismos públicos no esenciales 
en todos los estratos de la Administración. Se han visto 
afectados 272 entes en el ámbito de la Administración 
General del Estado. Las comunidades autónomas y en-
tidades locales también han realizado un esfuerzo en 
este necesario plan de adelgazamiento, habiendo extin-
guido 754 y 1.436 entidades, respectivamente.

Más dudoso es determinar si se ha producido una ver-
dadera reducción de la administración periférica o tan 
solo ha sido una operación de maquillaje por parte de 
alguna de esas instituciones. Esta duda parece quedar 
despejada en el último informe (junio 2015) de la Ofi-
cina Para la Ejecución de la Reforma de la Adminis-
tración (OPERA), que cuantifica el ahorro de la aplica-
ción de todo el conjunto de medidas en más de 24.000 
euros. De estos, las medidas sobre el empleo público 
han supuesto un ahorro conjunto, en la totalidad del 
Estado, de unos 15.800 millones de euros.

En el ámbito del municipalismo, históricamente, la 
principal crítica ha sido la ausencia de un pacto de fi-
nanciación local y la carga que supone la asunción de 
competencias denominadas impropias en aplicación 
de los principios de descentralización y de proximidad 
de la gestión administrativa a los ciudadanos. Para ello, 
la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Admi-
nistración Local (Ley 27/2013, de 27 de diciembre) 
aplica la máxima: una competencia, una administración; 
delimitando las competencias de la Administración  
local y eliminando duplicidades.

Aunque no se llegó a abordar el propósito de redu-
cir cargos políticos (concejales) en los ayuntamientos, 
sí se establecieron límites en las retribuciones y en el 
personal eventual. Diversos parlamentos autonómicos 
también adoptaron acuerdos en esta línea.

La agrupación de municipios que se planteó como 
una medida estrella, fracasó antes de iniciarse. El gran 
número de entidades locales cuya población es infe-
rior a 5.000 habitantes (6.819) propiciaba una es-
trategia para la fusión de municipios. Sin embargo, 
solo los municipio de Oza dos Ríos y Cesuras, en 
la comarca gallega de Betanzos, aprobaron en 2012 
crear Oza-Cesuras. Todo lo contrario, ocurrió con 
Guadiana del Caudillo, en 2012; Tiétar, en 2013; 
Valderrubio y Dehesas Viejas, en 2014; y en lo que 
va de 2015, se han creado cuatro municipios, Mon-
tecorto, Serrato, Pueblonuevo de Miramontes y Bala-
negra. De forma que, no ha disminuido, sino que ha 
aumentado, existiendo en la actualidad 8.123 corpo-
raciones locales.

2.2. Servicios públicos

g) Reforma del Sistema Nacional de Salud

El Sistema Nacional de Salud está siendo un elemen-
to de cohesión social y de protección que ha actuado 
de estabilizador en los momentos de crisis económica 
(Oliva, Peiró y Puig-Junoy, 2013). Sin embargo, el alto 
nivel de endeudamiento ha requerido afrontar su re-
forma (Real Decreto-Ley 16/2012, de 20 de abril) para 
poder garantizar la sostenibilidad del mismo.

Se reordena la cartera de servicios sanitarios estable-
ciéndose tres tipos de servicios: básico, suplementarios 
y complementarios. Se refuerza la prescripción por 
principio activo y se modifica la aportación de los be-
neficiarios de prestación farmacéutica (copago), per-
mitiendo la exención total a aquellos que carecen de 
rentas o son mínimas. Se crea un registro estatal de 
profesionales sanitarios y una relación de categorías 
profesionales para mejorar la eficiencia de los recursos 
humanos del sistema. Además se unifica la tarjeta sa-
nitaria, se implanta la receta electrónica y el historial 
clínico digital (HCD), lo que permite mejorar la ges-
tión hospitalaria.

h) Reforma del sistema educativo

La modificación del sistema educativo ha introdu-
cido mecanismos de flexibilidad (Real Decreto-Ley 
14/2012, de 20 de abril), aumentando la jornada lec-
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tiva del personal docente, la ratio por aula y modu-
lando la sustitución del profesorado. En la enseñanza 
universitaria se recoge una mayor carga docente de 
dedicación del profesorado y se permite que las tasas 
universitarias cubran entre el 15% y 100% del coste 
de la matrícula, dependiendo del tipo de estudios y 
en función de las necesidades de las comunidades 
autónomas.

Aunque se pretendía racionalizar el número de titu-
laciones de grado universitario, estos han crecido de 
forma exponencial. En aras a la autonomía universi-
taria, han proliferado todo tipo de denominaciones de 
grados universitarios.

Por otra parte, el Gobierno ha aprobado la reforma 
del sistema educativo en todas sus etapas (Ley Orgá-
nica 8/2013, de 9 de diciembre) y flexibilidad en la 
duración de los grados universitarios (Real Decreto 
43/2015, de 2 de febrero), para equipararlo con los 
países del EEES.

i) Reforma de la Administración de Justicia

La reforma de la Administración de Justicia plantea 
la modificación estructural de la Ley de Demarcación 
y Planta Judicial, de los procedimientos, así como la 
revisión del sistema de tasas judiciales (Real Decre-
to-Ley 3/2013, de 22 de febrero). La modificación 
del sistema de tasas tuvo una fuerte contestación en 
el sector. La mejoría en la situación económica y el 
fuerte rechazo causado provocó la supresión de las 
tasas para las personas físicas en todas las jurisdic-
ciones e instancias (Real Decreto-Ley 1/2015, de 27  
de febrero).

Hasta el momento, los intentos por promover una 
solución rápida, ágil y eficaz de los conflictos jurídi-
cos no han tenido reflejo en la litigiosidad. La modi-
ficación del Código Penal con la despenalización de 
las faltas (Ley Orgánica 1/2015, de 1 de marzo) y el 
impulso a los sistemas extrajudiciales (Ley 5/2012, 
de 6 de julio, de Mediación en asuntos civiles y mer-
cantiles, y Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdic-
ción Voluntaria) tampoco están teniendo un impac-
to relevante.

j) Reforma del sistema público de Seguridad Social

La reforma del sistema público de pensiones ya se ini-
ció en 2011 (Ley 27/2011, de 1 de agosto) con el fin 
de garantizar su sostenibilidad; para ello se trata acer-
car la edad media de jubilación a los 65 años, endure-
ciendo el régimen de jubilación anticipada, aumentan-
do la edad de jubilación a los 67 años y aumentando 
los períodos de cotización y cálculo. Además, se han 
procurado medidas contra el fraude.

2.3. Reformas estructurales

k) Saneamiento del sistema financiero

Durante el primer semestre de 2012, los problemas 
que arrastraba el sistema financiero tuvieron una fuer-
te repercusión en el conjunto de la economía. La pri-
ma de riesgo, que tras el cambio de Gobierno se había 
asentado sobre los 300 pb, comienza una escalada en 
abril de 2012, y las tensiones sobre la necesidad del 
rescate-país (como los sufridos por Grecia, Irlanda  
y Portugal) se hacen constantes, llegando hasta los 
637 pb. Finalmente, en julio, el Gobierno solicita 
asistencia financiera para el proceso de reestructura-
ción y recapitalización del sector financiero, lo que se 
denominó rescate bancario.

El préstamo, de hasta 100.000 millones de euros, a 
diferencia del rescate-país, estableció una fuerte con-
dicionalidad centrada en el sector financiero y estricta 
supervisión de los bancos afectados. El rescate banca-
rio se materializó en el Memorando de Entendimiento 
(MoU, por sus siglas en inglés), obligando a la reduc-
ción de la exposición de los bancos al sector inmobi-
liario y segregando los activos deteriorados en el de-
nominado banco malo (SAREB). Además, conmina a 
reforzar el marco regulador para mejorar la resistencia 
del sector y marcar unos requisitos mínimos de capital 
y de resistencia (test de estrés).

El MoU refuerza la estrecha relación entre los dese- 
quilibrios macroeconómicos, las finanzas públicas 
y la solidez del sistema financiero, por ello exige la 
creación de la Autoridad Independiente de Respon-
sabilidad Fiscal –AIRef– (Ley Orgánica 6/2013, de 
14 de noviembre) como entidad presupuestaria in-
dependiente. Exige también que España verifique el 
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cumplimiento de los compromisos para la reducción 
del déficit excesivo y recomienda que se profundice 
en las reformas estructurales propuestas en el PDE, 
concretamente:

1) Reformas fiscales para minimizar el sesgo fiscal a 
favor del endeudamiento y de la vivienda en propie-
dad, planteando un sistema tributario acorde a los 
esfuerzos de consolidación fiscal.

2) Reforma del mercado de trabajo, adoptando me-
didas complementarias para mejorar las políticas ac-
tivas de empleo.

3) Liberalización de las actividades comerciales y 
profesionales.

4) Mejora de la interconexión energética y elimina-
ción de déficit tarifario.

l) Reforma del mercado de trabajo

La reforma laboral se ha instrumentado a través de 
diversas medidas legislativas, siendo la primera y la 

más relevante el Real Decreto-Ley 3/2012, de 10 de 
febrero, y Ley 3/2012, de 6 de julio, que abarcaban un 
amplio espectro de medidas destinado a provocar un 
vuelco sobre el mercado de trabajo. El primer ámbito 
a destacar es el vinculado a la negociación colectiva, 
donde se refuerza el papel de los convenios de empresa 
sobre los colectivos, vinculados a las condiciones indi-
viduales, permitiendo las modificaciones de las condi-
ciones salariales, y sobre todo elimina la prórroga au-
tomática indefinida (la conocida como ultraactividad) 
que obliga a las empresas asumir condiciones no asu-
mibles en situaciones complicadas, pudiéndose modi-
ficar también la dedicación horaria de los trabajadores 
de forma más ágil.

En segundo lugar hay que destacar las medidas des-
tinadas a modificar los despidos, donde se introduce 
una definición del despido por causas económicas, 
estableciéndose una indemnización de veinte días 
de salario por año trabajado ante situaciones de caí-
da continuada en el nivel de ingresos o ventas de la 
empresa, entendiéndose como tal la que se produce 
durante al menos tres trimestres consecutivos. Por 

Gráfico 4
Evolución de la prima de riesgo de España (2011-2015)
Datos en puntos básicos

Fuente: Banco de España (BdE).
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otro lado, reduce la indemnización por despido im-
procedente, elimina el denominado despido exprés 
y la autorización administrativa en los despidos co-
lectivos. Es, sin duda, un primer paso para reducir la 
dualidad de los contratos laborales en España, acti-
vidad sobre la que se ha seguido construyendo en la 
legislación laboral.

También se ha construido en el ámbito de la amplia-
ción de los agentes de la formación, superando el duo-
polio hasta ahora existente, estableciéndose un nuevo 
marco formativo para el empleo que se ha visto bene-
ficiado de las ayudas estructurales europeas, la intro-
ducción de un nuevo marco de formación laboral y de 
certificación de formación.

m) Mejora de la competitividad

Las reformas estructurales enfocadas a la mejora de 
la competitividad se pueden englobar en tres apar-
tados: fomento de la competencia, impulso a las te-

lecomunicaciones y corrección de los desequilibrios 
en el sector energético.

Han sido varias las iniciativas legislativas encami-
nadas al fomento de la competitividad, destacan-
do el desarrollo de la transposición de la Directiva 
de Servicios (Real Decreto-Ley 19/2012, de 25 de 
mayo), que ha permitido la eliminación de obstá-
culos al comercio minorista y la simplificación de 
cargas administrativas; y el desarrollo normativo 
en apoyo a los emprendedores (Ley 14/2013, de 
27 de septiembre) y la flexibilidad en la creación 
de empresas.

En lo que respecta al sector de informática y tele-
comunicaciones, se aprobaron actuaciones para la 
liberalización del dividendo digital, lo que ha pro-
vocado la reasignación de frecuencias de televisión. 
Además, se ha reforzado el uso de la administración 
electrónica implantándose el FACe como punto ge-
neral de entrada de factura electrónica.

Gráfico 5
Trabajadores afiliados a la Seguridad Social (2012-2015)

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social.
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En cuanto a la corrección del déficit de tarifa, aunque 
se planteaba tanto en el PNR, como en el MoU, no se 
han corregido los desequilibrios en el sector energético 
tendentes a solventar el desajuste entre ingresos y cos-
tes en el sistema eléctrico y gasista.

3.  Situación actual y comparación  
con Francia y Portugal

Tras tres años y medio desde la actualización del Pro-
grama Nacional de Reformas, en esta legislatura es 
necesario indicar cuál es la situación actual en cuanto 
a déficit público y desempleo. En una comparación 
con los países de nuestro entorno, Francia y Portugal, 
contrastamos si el camino de las reformas emprendidas 
por España nos ha llevado a una situación mejor que la 
de nuestros países vecinos.

En la actualidad, Francia y Portugal se encuentran, al 
igual que España, inclusas en un Procedimiento de 
Déficit Excesivo iniciado en 2009 por desequilibrio 
en sus cuentas públicas durante el ejercicio 2008 del 
–3,2%, –3,8% y –4,4%, que en 2009 se dispara al 
–7,2%, –9,8% y –11,0%, respectivamente. Aunque 
esta situación es novedosa para España, no lo es para 
nuestros vecinos que ya superaron una situación simi-
lar entre 2002 y 2007.

La forma de afrontar en ambos países la situación de 
déficit excesivo ha sido muy diferente. Portugal, obli-
gado por la situación de rescate-país, ha realizado pro-
fundas reformas estructurales en sectores estratégicos 
y ha realizado esfuerzos para la reducción de los des-
equilibrios de sus cuentas públicas, ajustando los gastos 
e incrementando los ingresos. Sin embargo, Francia, 
acogiéndose a la flexibilidad ofrecida por Bruselas, ha 

Gráfico 6
Trabajadores en expedientes por regulación de empleo (2008-2015)

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social.
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pretendido que el ajuste se produzca por la adaptación 
al ciclo económico. Como podemos ver gráficamente, 
el intento de hacer coexistir por una parte, la austeridad 
necesaria con la reducción del déficit y, por otra, el estí-
mulo en la creación de empleo sin corregir la rigidez de 
su mercado de trabajo, le ha llevado a Francia a mante-
ner una situación de déficit público sobre el 4%.

La evolución de desempleo ha sufrido caminos dispa-
res, según nos encontremos ante una economía que, en 
esencia, ha mantenido las condiciones del mercado la-
boral, como es el caso de Francia, o haya acometido las 
reformas estructurales necesarias para dotar al mercado 
de una mayor flexibilidad y menores costes en caso de 
desempleo, caso de Portugal.

En junio de 2013, los agentes sociales en Francia llega-
ron a un acuerdo para la modificación del Código del 
Trabajo, alentados por el Gobierno socialista de Ho-
llande que estaba alarmado ante las cifras de desem-
pleo que, en aquella época, superaba el 10%, situándo-

se en el máximo de los últimos quince años. La tímida 
reforma supuso la adquisición de nuevos derechos por 
parte de los trabajadores a cambio de incluir cierta flexi-
bilidad en situaciones de crisis. La realidad es que, lejos 
de lograr una mejora del mercado de trabajo, el último 
dato de Francia (agosto de 2015) sitúa la tasa de des-
empleo, a poco más de una décima de la cota máxima, 
alcanzada en 1996-1997.

Sensu contrario, Portugal, acuciada por los acuerdos 
incluidos en el programa de ajustes económicos, realizó 
una contundente modificación de la regulación laboral 
en enero de 2012: limitando la prestación por desem-
pleo, tanto cuantitativamente como en su duración, y 
reduciendo las indemnizaciones por despido. Además, 
introduce flexibilidad en el tiempo de trabajo, creando 
bolsas de horas individuales y colectivas, y suspende las 
normas o acuerdos sobre el pago de horas extraordina-
rias. En definitiva, acomete las medidas necesarias para 
ofrecer una mayor flexibilidad en el empleo con el fin 
de adaptar la oferta a las necesidades de la demanda. De 

Gráfico 7
Contratos registrados (2011-2015)

Fuente: Ministerio de Empleo y Seguridad Social.
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igual forma que ocurrió en España, durante los prime-
ros meses siguió incrementándose el desempleo hasta 
2013, cuando se invierte la tendencia. Desde entonces, 
como se puede comprobar, la tasa de desempleo ha des-
cendido en cerca de cinco puntos porcentuales.

En España, con magnitudes más abultadas, en cuan-
to a desempleo, ha mostrado una cronología similar y, 
como se puede comprobar gráficamente, desde 2013 
la tasa ha descendido hasta el 22%. Además, se han 
acometido reformas que han reducido los desequili-
brios presupuestarios, lo que ha propiciado que, desde 
el primer trimestre de 2014, observemos tasas positivas 
de crecimiento interanual del PIB.

Desde el año 2000 hasta el 2007, el coste laboral unita-
rio nominal de España había crecido en 19,2% mien-
tras que en Alemania, por ejemplo, disminuía en 2,3% 
(Comisión Europea, 2015). Los bienes y servicios de 
las empresas españolas perdían competitividad en pre-
cios con respecto a los de otros países, lo que acrecen-
taba el ya elevado déficit comercial de nuestro país. El 
coste laboral en relación a la productividad también 

influye en las decisiones de inversión directa, de modo 
que nuestro país perdía atractivo como destino de loca-
lización de multinacionales. A partir de 2010, el coste 
laboral unitario en España (y Portugal) ha comenzado 
una senda descendente que puede estar en la base de la 
mejora exportadora que se verá a continuación. Mien-
tras que la relación entre el coste laboral y la producti-
vidad se mantenía estable en Francia y la zona euro en 
su conjunto, los dos países ibéricos registrábamos una 
disminución sustancial, lo que redunda en una mayor 
competitividad. Sería importante, en cualquier caso, 
que reducciones adicionales del coste laboral unitario 
vinieran en mayor medida por incrementos en la pro-
ductividad. Esa es quizá una de las asignaturas pendien-
tes de nuestra economía, especializarnos en sectores de 
actividad más intensivos en capital humano y tecnoló-
gico, es decir en bienes y servicios de mayor valor aña-
dido. Se ha hecho algún progreso en este sentido, pero 
aún queda hacer esfuerzos en nuestro sistema educativo 
y en el carácter emprendedor para lograr que nuestra 
competitividad se base aún más en producir bienes di-
ferenciados, además de en el precio.

Gráfico 8
Evolución del déficit público (2007-2016)
Datos en porcentaje del PIB

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).

4,00

0,00

-2,00

2007 2008 2010 2012 20142009 2011 2013 2015 2016

-12,00

2,00

-4,00

-6,00

-8,00

-10,00

España Francia Portugal



43

EN PORTADA

La evolución del coste unitario real puede ser uno de 
los factores que está contribuyendo a la buena evo-
lución de la balanza por cuenta corriente de España. 
Como se puede comprobar en el gráfico 11, el déficit 
de esta balanza que tenía nuestro país en 2007 fue 
del 9,6% del PIB, un nivel a todas luces insostenible, 
que de no ser porque estamos en la zona euro hubiera 
zarandeado nuestra economía. A partir de ese año, 
el déficit por cuenta corriente comenzó a disminuir, 
muy particularmente en 2009 (–4,3% del PIB), cuan-
do la crisis económica se hizo aún más patente. En 
2013, España tuvo superávit de 1,4% del PIB, dando 
la vuelta a uno de los problemas crónicos de nues-
tras relaciones exteriores. Los ingresos por turismo, 
las transferencias de renta y las cuentas corrientes no 
habían sido capaces de contrarrestar nuestro elevado 
déficit comercial. El superávit por cuenta corriente se 
ha confirmado en 2014 y 2015.

Las previsiones de la Comisión Europea para 2016 
(+1,1% del PIB) consolidan este cambio histórico de la 
economía española. El problema estriba en la medida 
en la que este superávit se pueda eliminar a medida 
que la recuperación económica nos haga retornar a los 
viejos vicios de ser poco competitivos y de acumular 
abultados déficit comerciales que no puedan ser com-
pensados por los servicios y las transferencias de ser-
vicios y rentas. Hay, en cualquier caso, algún indicio 
de que parte de esta mejora en la balanza por cuenta 
corriente pueda ser estructural y permanezca en la re-
cuperación económica.

Las exportaciones españolas disminuyeron entre 2007 
y 2009, pero después se han recuperado notablemen-
te hasta superar de forma nítida la situación de par-
tida, de modo que han pasado de suponer el 25,7% 
del PIB en 2007 hasta el 32,9% de 2015 o el 34,1% 
que proyecta la Comisión Europea para 2016. Es un 

Gráfico 9
Tasa de desempleo (2011-2015)
Datos en porcentaje de la población activa

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).
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porcentaje superior, por ejemplo, al de Francia (29,2% 
en 2015 y 30,5% en 2016). El incremento de las ex-
portaciones españolas (8,4 puntos entre 2007 y 2016) 
es también mayor que el experimentado en el conjunto 
de la zona euro (7,5 puntos, del 39,4 al 46,9%). Se 
puede argumentar que el PIB de España ha registrado 
una evolución peor que el de la zona euro y que este 
puede ser el motivo por el que el porcentaje de expor-
taciones sobre el PIB ha sido mejor en nuestro país. 
Pero, en conjunto, la tasa de crecimiento real de las 
exportaciones españolas entre 2007 y 2016 alcanzó el 
38,5 por el 33,5% de la zona euro. Se puede concluir 
que las exportaciones españolas han aguantado bien la 
crisis económica. De hecho, nuestras ventas de bienes 
y servicios han tenido mejor comportamiento que las 
importaciones, que solo han crecido en 0,3 puntos en-
tre 2007 y 2016 (del 31,7 al 32,0% del PIB). En 2007, 
las importaciones de bienes y servicios superaban am-
pliamente a las exportaciones (31,7 por el 25,7% del 
PIB) cuando en 2016 se dará la vuelta con 32,0% de 
importaciones y 34,1% de exportaciones.

Hay buenas razones para pensar que las empresas do-
mésticas que han tenido que buscar en el exterior la 
demanda que no encontraban en una España sumida 
en la crisis, aprovecharán la experiencia aprendida de 
competir globalmente con la recuperación económica. 
Además, una buena parte de la mejora exportadora se 
ha producido en mercados fuera de la UE, hasta aho-
ra poco aprovechados por las empresa españolas. Las 
exportaciones españolas solo de bienes a países extra-
comunitarios han pasado del 5,0% del PIB al 8,8% 
proyectado para 2016 (Comisión Europea, 2015).

El gráfico 12 recoge la evolución de la tasa de creci-
miento económico en España, Francia, Portugal y la 
zona euro. Las tasas de variación del PIB de España y 
Portugal entre 2009 y 2013 muestran que la crisis se 
ha dejado sentir en mayor medida en estos países que 
en Francia y el conjunto de la zona euro, con caídas 
constantes en 2011, 2012 y 2013, además de la ini-
cial de 2009. En 2014 la situación se revirtió, cuando 
España registró un crecimiento (1,4%) superior a la 
medida de la zona euro (0,9%) y Francia (0,2%).

Gráfico 10
Coste laboral unitario (2000-2015)
Datos en porcentaje (1999=100)

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).
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Gráfico 11
Balanza por cuenta corriente (2007-2016)
Datos en porcentaje del PIB

Fuente: Fondo Monetario Internacional (FMI).
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Gráfico 12
Tasa de crecimiento del PIB (2007-2015)
Datos en porcentaje del PIB

Fuente: Banco Central Europeo (BCE).
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En este año 2015, las diferencias se han acentuado con 
nuestro país, experimentando un notable aumento en 
su PIB del 3,1% por el 1,5% de Francia y 1,6% de la 
zona euro. España también ha dejado rezagada a Por-
tugal, cuyas tasas de crecimiento en los últimos dos 
años son muy similares a las de la zona euro. Las últi-
mas proyecciones de octubre del FMI confirman esta 
evolución dispar, el crecimiento económico estimado 
para España (+2,5%) será también superior al de Fran-
cia y Portugal (ambos con un 1,5%) y la zona euro 
(1,6%).

4. Conclusiones

La situación económica existente a finales del año 
2011 convirtió en obsoletos los planes de reformas ini-
ciados hasta entonces por las autoridades económicas 
españolas. El nuevo Gobierno surgido tras las urnas se 
ve obligado a iniciar su andadura con reformas fiscales, 
que se aprueban en el primer Consejo de Ministros 
de la nueva legislatura, y por otras medidas que se van 
tomando sucesivamente en todos los ámbitos de acti-
vidad (sanidad, educación, empleo, más medidas fisca-
les, reorganización de la Administración pública, etc.), 
destinadas, en primer lugar, a evitar la intervención y, 
en segundo momento, a permitir que se aprovechen 
los primeros signos de recuperación internacional con 
un sector exterior más dinámico y eficiente.

A pesar de que gran parte de las medidas tuvieron una 
fuerte contestación social, en su conjunto han tenido 
un efecto positivo sobre la economía española. Aun- 
que algunas de ellas inicialmente tenían carácter ex-
traordinario y de urgencia, se han ido levantando de 
forma progresiva con el inicio de la recuperación, el 
cambio sobre la estructura del sistema económico ha 
sido de gran calado.

Especialmente relevantes han sido las medidas sobre 
el empleo, de carácter profundamente estructural, que 
aunque, según instancias internacionales como el Fon-
do Monetario Internacional o la OCDE, deberían ser 
ampliadas, han supuesto de momento una transforma-
ción del mercado laboral en ámbitos tan importantes 
como la negociación colectiva o el despido por causas 
económicas.

En este sentido parece imprescindible, que con la re-
cuperación económica las medidas coyunturales vayan 
siendo revisadas y sustituidas por medidas estructura-
les de largo plazo que permitan que España tenga una 
economía competitiva y adaptada a un mundo total-
mente globalizado y de constante progreso tecnológi- 
co. En caso contrario, y como hemos visto en el caso de  
aquellos países de nuestro entorno que han sido menos 
ambiciosos, como Francia, podemos encontrarnos que 
ante nuevos cambios adversos estemos expuestos de 
nuevo a un rápido deterioro de la situación económica.

NOTAS

(1)  Las comunidades autónomas, además de acceder al mecanismo 
extraordinario de financiación del pago a proveedores, también 
han utilizado el Fondo de Liquidez Autonómica (FLA) para pagar 
facturas pendientes de proveedores, sobre todo de obras, suminis-
tros, servicios, conciertos sanitarios y gasto farmacéutico.

(2)  Delgado Téllez, Hernández de Cos, Hurtado y Pérez (2015) y 
BBVA Research (2012).

(3)  Inicialmente el compromiso de reducir el déficit público al 
3% se planteó para 2013. La Comisión Europea, valorando el 
esfuerzo realizado por España en la implantación de políticas 
para la corrección del déficit excesivo, propuso ampliar el plazo 
hasta 2016 (MEMO 13/413).
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1. Introducción

La tradición arbitrista española de los siglos XVI y XVII, 
mezcla de ingenuidad, ignorancia y buenas intencio-
nes, ha hecho que incluso en la España de hoy mu-
chas reformas económicas se lleven a cabo a espaldas 
del análisis económico riguroso. Desafortunadamente, 
las reformas fiscales no escapan a esta lacra. Un buen 
ejemplo son las continuas reformas llevadas a cabo en 
el impuesto más importante de nuestro sistema fiscal: 
el Impuesto sobre la Renta Personal (IRPF). La polémi-
ca actual que vive el IRPF viene de antiguo y se mani-
fiesta en una baja eficacia recaudatoria, unos elevados 
costes de eficiencia y en una limitada redistribución 
efectiva. Todo ello, a pesar de tener una progresividad 
formal de las más elevadas de su entorno. Este artículo 
resume algunas notas valorativas del autor con la in-
tención de iluminar los caminos por los que debiera 
transcurrir la inaplazable reforma del IRPF, a pesar de 
los muchos y variados cambios ya sufridos. Se concluye 
con una propuesta de reforma que aumentaría el poder 
recaudatorio del impuesto, reduciría sus ineficiencias y 
preservaría su potencial redistributivo.

La estructura del artículo es la siguiente. La primera 
sección pasa revista a la economía que subyace a los 

principales costes generados por la imposición. La sec-
ción segunda ofrece algunos resultados teóricos adi-
cionales que deberían estar presentes en el debate del 
diseño del IRPF. Finalmente, en la última sección se 
recogen, de manera resumida, las líneas maestras de la 
propuesta de reforma sugerida por el autor.

2.  Recaudar impuestos no es gratis:  
los costes de la imposición

Tras el reciente colapso sufrido por la economía mun-
dial, favorecer el crecimiento económico se ha conver-
tido en el objetivo prioritario de toda política econó-
mica. Los esfuerzos parecen concentrarse, por tanto, 
en dejar atrás la recesión para empezar a disfrutar de 
una economía en crecimiento que permita recuperar 
los niveles de empleo, las rentas de los hogares y los 
beneficios de las empresas. Una medida pro-crecimiento  
popular entre la clase política de nuestro país es la 
de confiar ciegamente en las propiedades curativas 
del aumento del gasto público. Siguiendo la más fiel 
tradición keynesiana, parte de ese discurso político 
defiende, incluso, que, para dinamizar la economía,  
lo verdaderamente relevante es el aumento del gasto 
público, sin importar en qué se gaste o cómo se gaste. 

Lecciones aprendidas del análisis 

económico para diseñar el impuesto  

sobre la renta personal

José Félix Sanz Sanz
Catedrático de Economía Aplicada, UCM

RESUMEN

A pesar de que España aplica uno de los impuestos sobre la renta con mayor progresividad formal del mundo, su recaudación y su pro-
gresividad efectiva están lejos de ser significativas. Este artículo recoge un conjunto de consideraciones, teóricas y aplicadas, que deberían 
iluminar la reforma del IRPF. Teniendo en cuenta estas consideraciones, el artículo concluye con una propuesta integral de reforma para 
hacer del IRPF un impuesto más recaudador, eficiente y redistributivo.

PALABRAS CLAVE

IRPF, Reforma fiscal, Eficiencia.
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Esta elevación a los altares del gasto público normal-
mente obvia un hecho fundamental: los impuestos 
provocan costes económicos por encima de la recau-
dación que generan.

No hay que olvidar que para financiar el gasto públi-
co previamente es necesario recaudar ingresos (priva-
dos), lo que conlleva, inexorablemente, a la aparición 
de costes de eficiencia. Estos costes de eficiencia, con-
juntamente con los costes de administración de los 
impuestos y los costes (indirectos) de cumplimiento 
de los contribuyentes, provocan distorsiones de efec-
tos perniciosos en el funcionamiento de la economía, 
y cuyas consecuencias no pueden obviarse en el aná-
lisis preciso de la política presupuestaria (1). ¿Qué 
costes generan los impuestos? Tradicionalmente la 
Teoría de la Hacienda Pública ha identificado cuatro 
clases de costes:

1. Los costes asociados a la transferencia de renta del 
sector privado al sector público (efecto renta).

2. Los costes vinculados a las distorsiones generadas 
en los procesos de elección de los agentes económicos, 
consecuencia de los cambios en los precios relativos de 
bienes y/o factores productivos (efecto sustitución).

3. Los costes de administración en los que incurre el 
sector público para asegurarse el cobro de los impues-
tos en los términos y condiciones que establecen las 
leyes.

4. Y los costes de cumplimiento a los que debe hacer 
frente el contribuyente para cumplir con sus obliga-
ciones fiscales.

Mientras los costes asociados al efecto renta son inevita-
bles (coinciden con el valor de la recaudación que ge-
nera la exacción) los otros tres pueden bautizarse como 
costes modulables, puesto que su magnitud depende 
de la eficacia con que se diseñen las distintas figuras 
impositivas y las instituciones encargadas de adminis-
trar el sistema fiscal. De las tres categorías de costes 
modulables, la más perniciosa es la de los costes aso-
ciados al efecto sustitución, pues suponen una merma 
de recursos que no recupera nadie, ni el contribuyente 
ni el sector público. Es decir, suponen un verdadero 
desperdicio de recursos. De ahí que en la literatura 
anglosajona se les conozca con nombres tan gráficos 

como excess burden of taxation (exceso de gravamen de 
la imposición) o el aún más expresivo deadweight loss 
(pérdida de peso muerto). A continuación, se descri-
ben por separado cada uno de los costes de la imposi-
ción y algunas de las consideraciones económicas que 
a ellos subyacen.

2.1.  Los costes de eficiencia del IRPF

Hasta hace unos años, la mayoría de los estudios cen-
traban el análisis de eficiencia del IRPF en su efecto 
sobre la oferta laboral. Sin embargo, a partir de los tra-
bajos de Feldstein (1995, 1999) se abrió una nueva y 
fructífera línea de investigación que sostiene que esta 
forma tradicional de cuantificar los costes de eficien-
cia del IRPF era incompleta y limitada. Dos eran las 
razones esgrimidas. La primera, que esa aproximación 
tradicional no analizaba todas las dimensiones de la 
oferta laboral susceptibles de verse afectadas por el im-
puesto. La segunda, que obviaba el efecto del impuesto 
sobre otras dimensiones del comportamiento del con-
tribuyente –i.e., como ahorrador, tomador de riesgos o 
elusor y evasor de impuestos–.

Como solución, Feldstein (1995) propuso una meto-
dología alternativa basada en la elasticidad de la base 
liquidable respecto al tipo marginal neto del impuesto, 

BL,(1- )
 –EBL a partir de ahora–. Esta elasticidad tiene 

la peculiaridad de capturar todas las respuestas poten-
ciales del contribuyente, erigiéndose por tanto en un 
indicador más robusto y fiable de las distorsiones gene-
radas. En otras palabras, lo que Feldstein sugirió es que 
en lugar de modelizar separadamente cada uno de los 
ámbitos económicos susceptibles de ser distorsionados 
por el impuesto (enfoque estructural) lo más acertado 
era capturar todas las fuentes de distorsión a través de 
una única elasticidad, aglutinadora de todas las inefi-
ciencias generadas por el impuesto sobre el comporta-
miento económico del contribuyente (enfoque reduci-
do). Bajo esta línea de razonamiento, Feldstein (1995, 
1999) determinó que, a partir de la EBL, el cálculo del 
exceso de gravamen (EG) generado por el IRPF vendría 
dado por:

 EG = 0.5 ·   
2   · 

BL,(1- )
 · BL [1]

  (1- )
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donde BL representa la base liquidable del impuesto y  el 
tipo marginal máximo. La ecuación [1] nos informa que:

1. Los costes de eficiencia son crecientes con los ti-
pos marginales y lo son más que proporcionalmente. 
Es decir, los incrementos de tipo marginal son más  
distorsionantes cuanto mayor es el tipo marginal del 
que se parte.

2. Los costes de eficiencia crecen con la magnitud 
de la base liquidable. Por tanto, impuestos, como el 
IRPF, que tengan hechos imponibles amplios serán 
más distorsionantes que otros con hechos imponibles 
más estrechos.

3. Los costes de eficiencia crecen con la reactivi- 
dad de los contribuyentes. Cuanto mayor es la elasti- 
cidad de la base liquidable a los tipos marginales mayor 
es el desperdicio económico generado por el impuesto.

Esta aportación seminal de Feldstein abrió una nueva 
línea de investigación que está en franca expansión ac-
tualmente. Slemrod (1994, 1995, 2001), Giertz (2004) 
y Sáez y cols. (2012) ofrecen revisiones exhaustivas de 
la producción científica en este ámbito. En Sanz y cols. 
(2013a) se resume una selección de los principales ar-
tículos empíricos en donde se estiman valores de EBL 
para distintos países, diferentes tipos de reformas im-
positivas y metodologías econométricas alternativas. 
En general, esta literatura concluye que los costes de 
eficiencia del impuesto sobre la renta personal son su-
periores a los que se estimaban en los años 70 y 80, 
cuando solo se tenían en cuenta las distorsiones sobre 
la oferta laboral. Aunque no existe un acuerdo gene-
ralizado sobre el valor de esta elasticidad, en general, 
la literatura empírica disponible permite establecer un 
rango razonable que se movería, dependiendo del país 
y la noción de renta utilizada, entre 0,20 y 1. Para el 
caso de España, la evidencia empírica es relativamente 
reducida y obsoleta (Badenes, 2001; Díaz, 2004; San-
martín, 2007, y Onrubia y Sanz, 2009). No obstan-
te, recientemente los trabajos de Sanz y cols. (2015) 
Arrazola y Hevia (2013) han aportado evidencias más 
recientes de la reactividad de los contribuyentes espa-
ñoles. En este sentido, los estudios más recientes, que 
emplean datos de 2006 y 2007, estiman la elasticidad 
de la renta bruta declarada (ERBD) ante cambios en los 
tipos marginales. Sus resultados confirman que, ante 

las modificaciones impositivas, los contribuyentes es-
pañoles alteran sus decisiones económicas y además lo 
hacen en una magnitud considerable. En concreto, el 
valor medio estimado para el conjunto de la economía 
española de la ERBD es 1,541. No obstante, Arrazola 
y cols. (2013) han encontrado evidencias de que, en 
general, los contribuyentes que residen en comuni-
dades ricas (Madrid, Cataluña o Valencia) presentan 
una mayor sensibilidad a los tipos marginales que los 
contribuyentes que residen en regiones menos pudien-
tes (Ceuta y Melilla, Extremadura o las dos Castillas). 
Utilizando estas elasticidades, estos autores concluyen, 
por ejemplo, que el coste de eficiencia de la última su-
bida de tipos marginales (Real Decreto-Ley 20/2011) 
ascendió a 3.000 millones de euros anuales, lo que sig-
nifica un coste de eficiencia medio por declaración y 
año de 160 euros.

2.1.1. Costes de eficiencia y recaudación

En un contexto donde la recaudación ha pasado a ser 
una de las principales preocupaciones de la adminis-
tración tributaria, antes de hacer prescripciones de re-
forma impositiva es necesario saber si estos costes de 
eficiencia tienen, además, consecuencias recaudatorias. 
La evidencia empírica a este respecto es clara: las dis-
torsiones impositivas erosionan la capacidad recauda-
toria de los impuestos. Este vínculo entre ineficiencia 
y recaudación se debe a la endogeneidad existente en-
tre bases liquidables y tipos marginales, que hace que 
el tamaño de las bases liquidables declaradas dependa 
de la magnitud de los tipos marginales. Los estudios 
que ratifican este resultado son abundantes, Feldstein 
(1995), Goolsbee (1999), Hall (1999), Sáez (2004), 
Giertz (2009), Creedy (2011), Creedy y Gemmell 
(2011, 2012) y Sanz (2013 a). Esta literatura, bautizada 
con el nombre de New Tax Responsiveness, concluye que 
las modificaciones de tipo marginal, además del efecto 
directo que producen sobre la recaudación, generan un 
efecto recaudatorio indirecto adicional al alterar el ta-
maño de la base liquidable declarada. Esta literatura ha 
llamado la atención sobre dos interesantes resultados:

1. Los costes de eficiencia y las variaciones de recau-
dación asociadas a cambios de tipo marginal son dos 
caras de una misma moneda.
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2. Cuanto más elásticos son los contribuyentes mayo-
res son los costes de eficiencia y más altos los cambios 
recaudatorios.

Junto a esto, es importante señalar que estudios como 
los de Slemrod (1994) y Slemrod y Kopczuk (2000) 
confirman que la elasticidad de la base liquidable del 
IRPF no es un parámetro inmutable sino que los go-
biernos tienen capacidad de influir sobre su valor. Esta 
mutabilidad de la EBL es un resultado muy sugeren-
te porque significa que los costes de eficiencia de la 
imposición, además de neutralizarse por un diseño 
eficiente de los elementos estructurales del impuesto, 
pueden controlarse también influyendo sobre el entor-
no institucional en el que el contribuyente toma sus 
decisiones. El fortalecimiento de la eficacia de la admi-
nistración tributaria o la implementación de políticas 
de represión del fraude son solo algunos de los instru-
mentos a disposición del policy-maker para incidir en la 
magnitud de la elasticidad de la base liquidable.

2.2.  Los costes de administración y cumplimiento

Como se señala en Sanz (2013), no debe olvidarse que 
gestionar el cobro de los impuestos, así como imple-
mentar los medios coactivos necesarios para evitar la 
evasión, genera costes de administración a los Estados 
y costes de cumplimiento a los contribuyentes. A pe-
sar de su importancia, sin embargo, estos otros costes 
asociados a la imposición apenas han sido tenidos en 
cuenta en la literatura sobre imposición óptima, de ahí 
el sobrenombre con el que se conocen: costes escondi-
dos de la imposición (hidden taxation costs). Sandford 
(1989) señaló tres fuentes alternativas del origen de 
los costes de cumplimiento: los costes monetarios vin-
culados al asesoramiento externo, los costes de tiem-
po y los costes psicológicos derivados de enfrentarse a 
un desembolso coactivo, no voluntario, como son los 
impuestos. El interés por estos costes escondidos de la 
imposición ha aumentado considerablemente en los 
últimos tiempos (2). Su importancia ha sido resaltada 
recientemente por Shaw y cols. (2010), al señalar la 
necesidad de incorporarlos en el cálculo de los costes 
marginales de la imposición; conjuntamente con los 
costes de eficiencia del impuesto (excesos de grava-
men). Formalmente, Shaw y cols. (2010) definen este 

coste marginal (CM) de una unidad adicional de im-
puesto como:

 CM = (1+E+C)  [2]
  (1-A)

donde E, C y A representan, respectivamente, los cos-
tes (marginales) de eficiencia, los costes (marginales) 
de cumplimiento y los costes (marginales) de admi-
nistración del impuesto. El numerador recoge el coste 
social generado por el impuesto mientras que el deno-
minador identifica cuánto queda disponible una vez 
cubiertos los costes de administración. La ecuación [2] 
indica que las reglas de imposición óptima no pueden 
determinarse solo prestando atención a los costes de 
eficiencia tradicionales, sino que es necesario incorpo-
rar en el análisis también los costes de administración 
y los costes de cumplimiento. A pesar de que un im-
puesto presente bajos costes de eficiencia, este puede 
dejar de ser atractivo si en el análisis se incorporan sus 
costes de administración y de cumplimiento. Es decir, 
admitir diferencias de costes de administración y cum-
plimiento entre impuestos puede afectar también a la 
estructura impositiva óptima.

En este sentido, la evidencia empírica disponible con-
firma que cuanto más simple es un impuesto meno-
res son sus costes de administración y cumplimiento. 
Uno de los elementos con mayor incidencia sobre los 
costes de administración es la complejidad de la defi-
nición de la base liquidable. Asimismo, se detecta una 
correlación positiva entre los costes de administración 
y cumplimiento y la magnitud de los tipos de grava-
men. A mayores tipos impositivos mayores incentivos 
a eludir o evadir el impuesto por parte del contribu-
yente y mayores incentivos, a su vez, para detectar 
cuotas ocultas por parte de la Administración.

Por otro lado, Sandford (1995) señala a la estabilidad 
legislativa como uno de los elementos fundamentales 
para reducir los costes de cumplimiento del contribu-
yente. Este autor reconoce también que en un escena-
rio de cambio impositivo, las reformas de una sola vez 
son más recomendables que las reformas incrementales 
(secuencia de pequeños cambios). En este mismo or-
den de cosas, una máxima que no debería olvidarse es 
la atribuida al economista italiano Luigi Einaudi: Un 
sistema fiscal vale lo que vale la administración tributaria 
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encargada de gestionarlo…, que sugiere que la magni-
tud de los costes de administración y cumplimiento 
generados por un sistema fiscal depende de la eficacia 
con que funcione su administración tributaria.

3.  Algunas ideas adicionales para racionalizar  
el diseño del IRPF

A continuación se pasa revista a seis consideraciones 
adicionales que debieran tenerse presente a la hora de 
diseñar el IRPF.

3.1. El concepto de tipo impositivo

Es imprescindible distinguir entre las nociones de tipo 
marginal y tipo medio. El tipo marginal es el respon-
sable de los costes de eficiencia. El tipo medio inci-
de en la progresividad y capacidad recaudatoria del 
impuesto. Esta distinción es relevante porque indica 
que el poder recaudatorio y redistributivo del IRPF 
(tipo medio) es, en buena medida, independiente de 
su capacidad distorsionante (i.e., de su tipo marginal). 
Dicho de otro modo, desde un punto de vista técnico, 
diseñar impuestos recaudadores no debiera implicar 
necesariamente concluir con un impuesto altamente 
distorsionante.

3.2.  IRPF y recaudación por impuestos  
sobre el consumo

Un efecto de segunda ronda que no debiera pasarse 
por alto es el impacto del IRPF sobre la recaudación 
por impuestos sobre el consumo. Normalmente, esta 
es una cuestión que, a pesar de su relevancia, pasa  
inadvertida para la mayoría de los analistas. Como 
resaltan Creedy y Gemmell (2006, capítulo 3), debe 
tenerse en cuenta que dado que el IRPF reduce la renta 
disponible de los hogares, este tendrá una incidencia 
no despreciable sobre la recaudación de los impues-
tos sobre el consumo. Una forma de cuantificar este 
impacto es a través del cómputo de la elasticidad de 
la recaudación de los impuestos sobre el consumo a 
la renta disponible. Una estimación de esta elasticidad 
para el caso español se puede encontrar en Sanz y cols. 
(2014 b), que estima un valor medio, para el total na-
cional, de 1,13.

3.3.  Ciclo económico y recaudación del IRPF

Como bien es sabido, el hecho imponible del IRPF es 
la generación de renta por parte de la unidad contribu-
yente. En la medida en que la renta de los hogares se 
vea afectada por el ciclo económico, el ciclo económico 
alterará de manera automática la recaudación del im-
puesto. Para el caso de España, Creedy y Sanz (2010) 
han estimado las elasticidades de la recaudación del 
IRPF al ciclo económico, tanto en términos de base li-
quidable como de renta bruta. Como ilustra el cuadro 1,  
el impacto del ciclo sobre la recaudación del IRPF es 
elevado. Cabe resaltar también que los cambios recau-
datorios en el IRPF como consecuencia de alteraciones 
en el ciclo económico variarán regionalmente.

Cuadro 1
Elasticidades de la recaudación  
del IRPF para el total nacional y 
por comunidades autónomas

Respecto a la 
base liquidable

Respecto a la 
renta bruta

Andalucía 2,2403 1,2231

Aragón 2,1577 1,3266

Asturias 2,1926 1,4369

Baleares 2,0425 1,3282

Canarias 2,1566 1,3235

Cantabria 2,1645 1,3164

Castilla y León 2,2493 1,2051

Castilla-La Mancha 2,357 1,2842

Cataluña 1,9944 1,3668

Valencia 2,1714 1,3026

Extremadura 2,3600 1,0762

Galicia 2,1924 1,1985

Madrid 1,8614 1,5057

Murcia 2,2954 1,3189

Rioja 2,1905 1,3665

Total 2,0732 1,3516

Fuente: Creedy y Sanz (2010).
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3.4.  Es la curva de Laffer una realidad o una ficción

La popular curva de Laffer ilustra la relación existen-
te entre recaudación agregada del impuesto y la mag-
nitud de los tipos marginales aplicados. Esta curva se 
caracteriza por presentar un máximo recaudatorio que 
se alcanzaría para un valor del tipo marginal que la li-
teratura ha convenido en llamar tipo marginal de laffer, 

L. El fundamento teórico que valida la existencia con-
ceptual de la curva de Laffer se encuentra precisamente 
en la interacción del efecto mecánico y el efecto com-
portamiento, introducidos en la sección precedente. 
En Sanz (2014a) se concluye que, para gran cantidad 
de contribuyentes, el tipo marginal soportado actual-
mente en el IRPF supera el tipo marginal que maximi-
zaría su factura fiscal. Asimismo, aunque es incorrecto 
hablar de un tipo marginal de Laffer representativo de 
un país, ya que el fenómeno laffer es un fenómeno indi-
vidual, se puede aproximar su valor medio en España 
en el rango del 35-40%. Recientemente, incluso, Sanz 
(2015) ha sugerido que este rango de tipos podría estar 
sobreestimado si en el análisis se incorporase el impac-
to recaudatorio de los impuestos sobre el consumo.

3.5.  El peligroso deterioro del principio  
de generalidad en la aplicación del IRPF

La aplicación generalizada del IRPF es un prerrequi-
sito que, además de generar cohesión y compromiso 
social, asegura un IRPF justo. La teoría normativa de la 

Hacienda Pública establece como condición necesaria 
para conseguir un reparto justo de la carga tributaria 
que el IRPF sea respetuoso con el principio de genera-
lidad. Es decir, justicia distributiva y generalidad en la 
aplicación del impuesto son un binomio inseparable. 
Sin embargo, en contra de este precepto, nuestro país 
está asistiendo a un cambio de paradigma normativo 
según el cual la violación del principio de generali-
dad produce ganancias de justicia distributiva. Este 
fenómeno ha hecho que tras las últimas reformas de 
IRPF la cantidad de contribuyentes sacados de la ór-
bita del impuesto haya alcanzado cifras preocupantes. 
A título ilustrativo, en 2015, de un total estimado de 
19.467.623 declaraciones, 6.986.899 declaraciones  
–con una renta bruta media anual de 9.863 euros– no 
pagarán ni un solo euro en su declaración de IRPF. 
Es decir, cerca de un 36% de los declarantes no gene-
rará recaudación alguna en el impuesto. Si adicional-
mente incluimos los 2.651.568 individuos eximidos 
legalmente de la obligación de presentar declaración 
–a pesar de tener una renta bruta media de 13.012 
euros– el porcentaje de perceptores de renta que ten-
drán una cuota nula por IRPF en 2015 se elevará hasta  
el 43,57%. Es decir, la recaudación que se genere por el  
impuesto en 2015 estará realmente soportada por  
el 56,43% de los perceptores de rentas de ese año (3). 
Como puede observarse en el cuadro 2, entre 2011 y 
2015 la violación del principio de generalidad ha ido 
en aumento. Como ilustra el cuadro 3, el volumen 
de renta bruta sacada del circuito del IRPF también 

Cuadro 2
Evolución del principio de generalidad entre 2011 y 2015 en términos de número
de contribuyentes comprometidos

2011 2015
Variación 

porcentual

Contribuyentes que presentan declaración sin cuota positiva 6.140.129 6.986.899 12,1

No declarantes (sin retención) 884.778 1.254.253 29,5

No declarantes (que soportan retención) 1.766.790 1.397.315 - 26,4

Porcentaje de contribuyentes sin cuota sobre el total de contribuyentes 31,8 37,3 14,8

Porcentaje de contribuyentes netos sobre el total de contribuyentes 68,2 62,7 –8,1

Fuente: Cálculos propios a partir del Panel de Declaraciones de IRPF del Instituto de Estudios Fiscales (IEF) y la Agencia Tributaria, correspondientes a 
las rentas de 2011.
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ratifica este hecho: la renta bruta que poseen los exi-
midos de pago en el IRPF crece en más del 25%, al 
pasar de 58.899,4 millones de euros (12,2%) en 2011 
a 73.847,3 (15,3%) en 2015.

Sin duda, por razones de justicia y viabilidad recauda-
toria, esta tendencia debiera revertirse. Se hace impres-
cindible reintroducir en el impuesto a las grandes ma-
sas de contribuyentes que, bajo diferentes argumentos, 
fueron excluidos en los últimos años.

3.6.  La competencia fiscal entre comunidades 
autónomas: un valor a defender

Bajo argumentos muy variados, desde hace algunos 
años, en España se ha intensificado una corriente de 
pensamiento contraria a la competencia fiscal en-
tre comunidades autónomas. Siguiendo a Edwards y 
Mitchell (2008), dos son los argumentos esenciales 
esgrimidos por aquellos que están en contra de la com-
petencia fiscal. El primero, las ineficiencias asociadas 
a la deslocalización de bienes, inversiones y personas 

generadas por motivos estrictamente fiscales. El segun-
do, la carrera a la baja que provoca en los niveles de 
recaudación (race to the bottom) que, eventualmente, 
terminará por limitar la provisión de bienes y servicios 
públicos y el papel del Estado como redistribuidor de 
renta. Para evitar estos supuestos desmanes, el recetario 
de los anti-competencia fiscal pasa por imponer tipos 
impositivos mínimos en los impuestos o alguna forma 
de armonización neutralizadora de la diversidad impo-
sitiva entre las distintas jurisdicciones fiscales.

Sin embargo, debe decirse que al igual que la com-
petencia de los mercados impone un comportamiento 
eficiente en las empresas, la competencia entre juris-
dicciones fiscales hace algo parecido en el sector públi-
co. Al limitar la capacidad de los políticos para subir 
impuestos, se les está obligando a implantar mejores 
políticas presupuestarias. Es decir, a recaudar mejor y a 
gastar de modo más eficiente y frugal. Dicho con otras 
palabras, al igual que ocurre con las empresas monopo-
lísticas, los gobiernos sin competencia fiscal tienden a 
degradar los servicios que prestan, a despreocuparse de 

Cuadro 3
Evolución del principio de generalidad entre 2011 y 2015 en términos de la renta bruta
acumulada por pagadores y no pagadores

Renta bruta declarantes (millones de euros) 2011 2015
Variación 

porcentual

Sin cuota positiva 50.694,3 62.381,3 23,05

Con cuota positiva 397.726 287.070,7 -27,82

Renta bruta de no declarantes (millones de euros)
(solo con ingresos entre 10.000 y 22.000 euros anuales)

2011 2015
Variación 

porcentual

Sin cuota positiva 8.205 11.466 39,74

Con cuota positiva 26.299,5 23.038,5 -12,40

Renta bruta contribuyentes (millones de euros)
(declarantes + no declarantes)

2011 2015
Variación 

porcentual

Sin pago alguno por IRPF (cuota negativa o nula) 58.899,4 73.847,3 25,38

Realizan algún pago (cuota impositiva positiva) 424.025,5 410.109,2 -3,28

Porcentaje de rentas brutas que poseen los eximidos del pago por IRPF 12,2 15,3 25,41

Fuente: Cálculos propios a partir del Panel de Declaraciones de IRPF del Instituto de Estudios Fiscales (IEF) y la Agencia Tributaria, correspondientes a 
las rentas de 2011.
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funcionar eficientemente y a fijar precios (impuestos) 
demasiado altos.

En buena medida declararse contrario a la compe-
tencia fiscal equivale a no compartir las ventajas, re-
conocidas y demostradas por la teoría económica, de 
la descentralización y la corresponsabilidad fiscal. Es 
decir, los defensores de limitar la competencia fiscal en 
realidad están diciendo que Tiebout, padre científico 
de la descentralización fiscal, estaba equivocado e, im-
plícitamente, que la descentralización fiscal del sector 
público es un resultado económicamente inferior al de 
un presupuesto centralizado. En definitiva, si lo de-
seable es un sistema fiscal territorialmente uniforme, 
entonces, ¿qué sentido tiene descentralizar?

Por otro lado, debe decirse que los contrarios a la com-
petencia fiscal se apoyan en la idea falaz de que la acti-
vidad económica es un juego de suma cero, es decir, que 
si una comunidad autónoma progresa necesariamente 
lo tiene que hacer a costa de otra. Sin embargo, la po-
sibilidad de crecer hace que esta premisa sea falsa. Si 
las comunidades tienen la habilidad suficiente como 
para elevar el crecimiento económico de su región se 
abre la posibilidad de que la competencia fiscal no ge-
nere necesariamente perdedores, pudiendo hacer que 
todas las regiones ganen en el juego competitivo. Asi-
mismo, debe tenerse en cuenta que bajo un escena-
rio de competencia fiscal la diversidad impositiva no 
se prolongará sine die, sino que, a medida que pase el 
tiempo, los sistemas fiscales tenderán a aproximarse, 
atenuando e incluso eliminando la diversidad fiscal 
inicial (armonización competitiva). Esta armonización 
competitiva, sin embargo, es vista por los contrarios a 
la competencia fiscal como la responsable última del 
race to the bottom mencionado más arriba. Pero, en este 
sentido, igualmente podría defenderse que la ausencia 
de competencia fiscal generaría una espiral en direc-
ción contraria, es decir una race to the top, con efectos 
probablemente más devastadores.

En este mismo orden de cosas, la evidencia empírica 
confirma que a pesar de las fuertes reducciones im-
positivas llevadas a cabo a lo largo de los años 80 y 
90 del siglo pasado, los niveles de recaudación de la 
mayoría de los países no se han reducido, es más, in-
cluso han aumentado. Por tanto, la competencia fiscal 

parece no haber producido la temida race to the bottom 
aludida. Por último, no se puede pasar por alto que 
la esencia ideológica de los críticos de la competencia 
fiscal reside en considerar a los gobiernos como bené-
volos maximizadores del bienestar de los ciudadanos. 
Nada más lejos de la realidad. La escuela de la Elec-
ción Colectiva nos ha enseñado que esto no es cierto: 
políticos y funcionarios tienen su propia función de 
utilidad privada que, como seres racionales que son, 
intentan maximizar. Junto a esto también existen los 
lobistas, que pretenderán que se legisle atendiendo a 
sus intereses. En este contexto, la competencia fiscal es 
garante perfecto para contrarrestar la irresponsabilidad 
fiscal de los gobiernos y sus excesos y una clara aliada 
para que los políticos se comprometan con una gestión 
presupuestaria eficiente. Por ello, la competencia fiscal 
entre jurisdicciones es un valor económico a defender.

4. Una propuesta de reforma para el IRPF

El IRPF debiera recuperar la eficacia recaudatoria per-
dida y mejorar su función redistributiva. No obstante, 
la viabilidad para recuperar esta función recaudatoria 
y redistributiva debe sustentarse en un diseño eficien-
te del impuesto. Solo si el criterio de eficiencia es el 
baluarte de la reforma se podrá conseguir un impues-
to recaudador y redistributivo que favorezca el creci-
miento económico y la creación de empleo. Las líneas 
generales de la reforma deberían apoyarse en los seis 
puntos siguientes:

1. El impuesto debe recuperar el principio de gene-
ralidad. Se hace imprescindible reintroducir en el im-
puesto los contribuyentes que, a lo largo de los años, 
han sido eximidos de su pago.

2. El IRPF debe seguir siendo un impuesto de aplica-
ción conjunta entre comunidades autónomas y Estado 
central. No obstante, debiera explorarse la posibilidad 
de que, en lugar de ser un impuesto compartido, se 
trate de dos impuestos distintos: uno de competencia 
del Estado central y otro con competencia exclusiva 
de la comunidad autónoma. La competencia norma-
tiva de las comunidades no afectaría a la definición de 
las bases imponibles pero sería plena en el resto de ele-
mentos del impuesto: magnitud de la base liquidable, 
tarifas impositivas y deducciones.
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3. Debería existir plena competencia fiscal interregio-
nal. Es decir, en el más puro espíritu tieboutiano, la 
competencia fiscal entre comunidades no debiera res-
tringirse bajo ningún concepto.

4. El tipo marginal máximo no debería superar el 
40% y las tarifas impositivas deberían presentar, como 
máximo, tres tramos.

5. Deben ampliarse las definiciones de las bases impo-
nibles, eliminando tratos fiscales especiales y limitando 
el número de reducciones.

6. Es necesario eliminar deducciones, bonificaciones y 
exenciones que no tengan un carácter técnico.

Respetando estas líneas generales, una propuesta más 
específica para el IRPF español sería la siguiente:

4.1. Definición de la base imponible

Fortalecimiento de la naturaleza dual de la base im-
ponible. La base imponible que actualmente grava el 
ahorro financiero se podría incrementar en el 100% de 
los rendimientos y plusvalías del capital inmobiliario y 
en el 50% de las rentas empresariales y profesionales. 
El 50% restante de los rendimientos procedentes de 
actividades empresariales y profesionales pasaría a en-
grosar la base imponible general, que se asimilarían a 
rentas salariales. Estas nuevas definiciones de las bases 
imponibles exigiría, a su vez, la eliminación del sistema 
de módulos de actividades económicas existente y el 
desmantelamiento del régimen de exención de rentas 
inmobiliarias vigente.

4.2. Definición de la base liquidable

Dos serían las únicas reducciones que deberían mino-
rar las bases imponibles: las aplicables por cargas fa-
miliares y las vinculadas a las peculiaridades del trata-
miento fiscal del ahorro-previsión, especialmente el de 
jubilación. Simultáneamente, deberían suprimirse la 
reducción por rentas del trabajo y el mínimo personal 
por contribuyente.

En relación a las cargas familiares, estas deberían apli-
carse como mínimos vitales genuinos, es decir mino-
rando la base liquidable gravable y no como se hace 

actualmente (deducciones encubiertas). El cómputo 
del mínimo vital podría realizarse teniendo en cuenta 
la composición y tamaño de la unidad contribuyente 
y un valor monetario de las necesidades básicas igual 
al 60% de la base liquidable mediana (i.e., 7.419 eu-
ros en 2012), ajustada por la correspondiente escala de 
equivalencia –ver Sanz (2014)–.

4.3. Tarifas impositivas

– Base liquidable general

Tramos de base liquidable Tipo marginal

0 - 60.000 25%

> 60.000 35%

– Base liquidable del ahorro

Un tipo proporcional único del 25%, sin discrimi-
nar por el periodo de generación del rendimiento o 
plusvalía.

4.4.  Deducciones para la determinación  
de la cuota líquida

Eliminación de todas las deducciones que no tengan 
carácter técnico. Es decir, deberían desaparecer las 
actuales deducciones por donación, por inversiones 
empresariales y para madres trabajadoras, discapacita- 
dos y familias numerosas. También debería desapare-
cer, con carácter retroactivo la deducción por vivienda 
habitual.

La simulación de esta propuesta confirma que, en caso 
de aplicarse, aumentaría la recaudación del impuesto 
en más de 30.000 millones de euros –3% del PIB–, se 
reducirían los costes de eficiencia significativamente y 
se configuraría un impuesto respetuoso con el objetivo 
redistributivo.

NOTAS

(1)  Obviamente, los gobiernos también pueden endeudarse, pero  
el endeudamiento y sus intereses deberán, más tarde o más  
temprano, liquidarse con cargo a impuestos, normalmente  
pagados por generaciones futuras.
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(2)  A título ilustrativo, entre los ejemplos de estos primeros inten-
tos de cuantificar los costes de cumplimiento cabe destacar: 
Slemrod y Sorum (1984), Díaz y Delgado (1995), Sandford 
(1995), Talib (1996) o Delgado y cols. (2001). Una buena revi-
sión de los trabajos publicados sobre el tema puede encontrarse 
en Evans (1998, 2003a, 2003b).

(3)  En realidad, la situación es aún más alarmante si tenemos en 
consideración que el número de perceptores de algún tipo de 
renta que no paga IRPF es aún mayor, ya que en el fichero 
de no declarantes que distribuye la Agencia Tributaria solo se 
muestrean los perceptores de rentas salariales entre 10.000 y 
22.000 euros anuales. Es decir, los no declarantes con rentas 
inferiores a 10.000 euros anuales no están contemplados en 
nuestros cálculos.

BIBLIOGRAFÍA

Arrazola, M. y Hevia, J. (2013), «Análisis de los efectos de los cam-
bios en el IRPF sobre la renta declarada en España», Proyecto 
de investigación FUNCAS, mimeo.

Arrazola, M. y Hevia, J.; Romero, D. y Sanz, J. F. (2014), «Efecto 
de los tipos marginales del IRPF sobre los ingresos fiscales y la 
actividad económica en España: Un análisis empírco», Colección 
Documentos de Trabajo de la Fundación de las Cajas de Ahorros, 
núm. 740/2014.

Badenes, N. (2001), «IRPF, eficiencia y equidad: Tres ejercicios de 
microsimulación», Colección Investigaciones, 1/01. Madrid, Ins-
tituto de Estudios Fiscales.

Creedy, J. y Gemmell, N. (2006), Modelling Tax Revenue Growth, 
Cheltenham, Edward Elgar.

Creedy, J. y Sanz, J. F. (2010), «Revenue Elasticities in Complex 
Income Tax Structures: An Application to Spain», Fiscal Studies, 
31: 535-561.

Creedy, J. (2011), Tax and Transfer Tensions. Designing Direct Tax 
Structure, Cheltenham, Edward Elgar.

Creedy, J. y Gemmell, N. (2011), «Tax Rates and Revenue Chan-
ges: Behavioural and Structural Factors», Victoria University 
of Wellington, Working Papers in Public Finance, No. 11/05.

Creedy, J. y Gemmell, N. (2012), «Revenue-Maximising Elastici-
ties of Taxable Income in Multi-Rates Income Tax Structures», 
Victoria University of Wellington, Working Papers in Public 
Finance, No. 05/2012.

Díaz, M. (2004), La respuesta de los contribuyentes ante las reformas 
del IRPF, 1987-1994, Tesina N. 0405, Centro de Estudios Mo-
netarios y Financieros (CEMFI).

Delgado, M. L.; Salinas, J. y Sanz-Sanz, J. F. (2001), «Hidden Tax 
Burden of the Personal Income Tax: Evidence from Recent Tax 
Reform in Spain», Australian Tax Forum, 16: 463-482.

Diaz, C. y Delgado, M. L. (1995), «The Compliance Costs of Per-
sonal Income Tax in Spain», in Sandford C. (editor), Taxation 
Compliance Costs Measurement and Policy, Fiscal Publications, 
Bath.

Edwards, C. y Mitchell, D. J. (2008), Global Tax Revolution. The 
Rise of Tax Competition and the Battle to Defend it. Cato Insti-
tute, Washington, D.C.

Evans, C. (1998), «Taxation Compliance Costs: Some Recent Em-
pirical Work and International Comparisons». Australian Tax 
Forum (1) vol. 14: 93-122.

Evans, C. (2003a), «Studying the Studies: An Overview of Recent 
Research into Taxation Operating Costs», eJournal of Tax Re-
search, vol. 1(1): 64-92.

Evans, C. (2003b), «Taxing Personal Capital Gains: Operating Cost 
Implications», Australian Tax.

Feldstein, M. S. (1995), «The effect of Marginal Tax Rates on Ta-
xable Income: A Panel Study of the 1986 Tax Reform Act», 
Journal of Political Economy, 103: 551-572.

Feldstein, M. S. (1999), «Tax Avoidance and the Deadweight Loss of 
The Income Tax», Review of Economics and Statistics, 81(4): 674-680.

Giertz, S. H. (2004), Recent Literature on Taxable Income Elasti-
cities, Technical Paper 2004-16, Congressional Budget Office, 
Washington D.C.

Giertz, S. H. (2009), «The Elasticity of Taxable Income: Influences 
on Economic Efficiency and Tax Revenues, and Implications 
for Tax Policy», In Tax Policy Lessons from the 2000s, Alan D. 
Viard (editor).

Goolsbee, A. (1999), «Evidence on the High-Income Laffer Curve 
from Six Decades of Tax Reform», Brookings Papers on Economic 
Activity, 1999, 1-64.

Hall, R. E. (1999), «Comments and Discussion», Brookings Papers 
on Economic Activity, 1999, págs. 48-51.

Onrubia, J. y Sanz, J. F. (2009), Reported Taxable Income and 
Marginal Tax Rates: Evidence for Spain Based on the Fiscal 
Drag. Department of Economics, Working Paper Series, The 
University of Melbourne.

Sáez, E. (2004), «Reported Incomes and Marginal Tax Rates, 1960-
2000: Evidence and Policy Implications», in Tax Policy and the 
Economy, vol. 18, James Poterba (editor): 117-173. Cambridge, 
MA: MIT Press.

Sáez, E.; Slemrod, J. y Giertz (2012), «The Elasticity of Taxable In-
come with Respect to Marginal Tax Rates: A Critical Review», 
Journal of Economic Literature, 50:1, 3-50.

Sandford, C. (editor) (1995), Tax Compliance Costs: Measurement 
and Policy, Fiscal Publicacions, Bath.

Sanmartín, J. (2007), «El efecto de los cambios en los tipos mar-
ginales sobre la base imponible del IRPF», Hacienda Pública 
Española, 182 (3): 9-27.

Sanz, J. F. (2013) «Los costes de la imposición: Un sistema fiscal 
eficiente para una economía en crecimiento» en Gabriel Elorria-
ga y José Félix Sanz-Sanz (coordinadores), «Una reforma fiscal 
para el crecimiento y el empleo», Fundación para el Análisis y 
los Estudios Sociales (FAES).

Sanz, J. F. (2014), «El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas: 
Reflexiones para su reforma». La fiscalidad en España: Problemas, 
retos y propuestas, Papeles de Economía Española, núm. 139:21-38.



59

EN PORTADA

Sanz, J. F. (2014a), «Looking Inside the Laffer Curve: Microfoun-
dations and Empirical Evidence Applied to Complex Tax Struc-
tures», Colección Documentos de Trabajo de la Fundación de las 
Cajas de Ahorros, núm. 752/2014.

Sanz, J. F. (2014b), «Sensibilidad de la recaudación impositiva al 
ciclo económico: Aplicación al IRPF y a los Impuestos sobre el 
Consumo en España», Colección Documentos de Trabajo de la 
Fundación de las Cajas de Ahorros, núm. 751/2014.

Sanz, J. F. (2015), «Revenue-Maximising Tax Rates in Personal In-
come Taxation in the Presence of Consumption Taxes: A note», 
Applied Economics Letters, forthcoming.

Sanz ,J. F.; Arrazola, M.; Rueda, N. y Romero, D. (2015), «Repor-
ted Gross Income and Marginal Tax Rates: Estimation of the 
Behavioural Reactions of Spanish Taxpayers», Applied Econo-
mics, 47:5, págs. 466-484, DOI:10.1080/00036846.2014.97
2548 (con Arrazola M.; Rueda N. y Romero D.).

Sandford, C. (editor) (1995), «Tax Compliance Costs: Measurement 
and Policy», Fiscal Publicacions, Bath.

Shaw y cols. (2010), «Administration and Compliance», in Institute 
for Fiscal Studies (editor) Dimensions of Tax Design. The Mirrlees 
Review, Oxford University Press.

Slemrod, J. (1994), «Fixing the leak in Okun’s bucket. Optimal Pro-
gressivity when avoidance can be controlled». Journal of Public 
Economics, 55 (1): 41-51.

Slemrod, J. (1995), «Income Creation or Income Shifting? Beha-
vioural Responses to the Tax Reform Act of 1986», American 
Economic Review, 85 (2): 175-80.

Slemrod, J. (2001), «A General Model of the Behavioral Response 
to Taxation», International Tax and Public Finance, 8:119-128.

Slemrod, J. y Kopczuk (2000), «The Optimal Elasticity of Taxable 
Income», NBER Working Paper Series, 7922.

Slemrod, J. y Sorum, N. (1984), «The Compliance Costs of the US 
Individual Income Tax System», National Tax Journal, núm. 4, 
vol. 37:461-474.

Talib, A. A. (1996), «The Compliance Costs of Taxation», Bulletin 
for IBFD, núm. 9, vol. 50:418-421.





EN PORTADA

61

1. Introducción

La financiación de las Administraciones territoriales 
constituye un eje fundamental sobre el que pivota, 
entre otras cosas, la sostenibilidad de los servicios pú-
blicos que prestan las comunidades autónomas y las 
entidades locales en el ámbito de sus competencias.

Una financiación que, estructurada en torno a la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de financia-
ción de las Comunidades Autónomas, modificada 
por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, 
de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, diseñó 
un modelo de financiación acorde con lo señalado 
en nuestro texto constitucional en sus artículos 156, 
157 y 158 (1).

Un modelo que, en su larga andadura, ha funcionado 
correctamente pero que, indudablemente, se ha visto 
sometido a los avatares de una crisis económica que 
puso al modelo frente a sus debilidades, lo que exigió 
el apoyo del Estado para garantizar la sostenibilidad 
del Estado del bienestar.

La salida de la recesión, a finales de 2014, tras más de 
siete años de crisis económica, permitió la implemen-
tación de una reforma fiscal que tuvo una notable in-
cidencia autonómica, máxime si se tiene en cuenta la 
aportación, en el periodo 2012-2015, de un amplio pa-
quete de medidas de liquidez por parte del Estado para 
garantizar el saneamiento financiero de las comunidades 
autónomas desde la implementación de los principios 
de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

En ese sentido, la reforma fiscal no hubiese sido posi-
ble sin las medidas contenidas en el Real Decreto-Ley 
17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sosteni-
bilidad financiera de las Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales, y otras de carácter económico.

2.  El régimen del sistema  
de financiación autonómico

La finalidad fundamental del sistema de financiación 
de las comunidades autónomas consiste en asegurar  
a las mismas una financiación suficiente para que 
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puedan ejercer sus competencias en toda su exten-
sión de manera autónoma y de acuerdo con el repar-
to constitucional. Un sistema que se ha ido adap-
tando a la progresiva asunción de competencias de 
gasto, a través de un proceso de descentralización 
fiscal articulado mediante sucesivas reformas del 
modelo acordadas en el Consejo de Política Fiscal 
y Financiera.

Los principios financieros que enmarcan el modelo se 
concretan en el artículo 156 de la Constitución y son 
los de autonomía financiera, coordinación con la Ha-
cienda estatal y solidaridad entre todos los españoles, 
garantizada por el Estado de acuerdo con el artículo 
138 de la Constitución.

El principio de autonomía financiera es fundamental 
en la medida en que está ligado con el principio de 
autonomía política, ya que tiene como misión propor-
cionar a las comunidades autónomas los medios eco-
nómicos que van a determinar sus posibilidades reales 
de ejercer sus competencias en toda su extensión y sin 
condicionamientos indebidos.

Además, los principios constitucionales se complemen-
tan con los establecidos en la Ley Orgánica 8/1980, re-
formada por la Ley Orgánica 3/2009, y que son:

– El sistema de ingresos de las comunidades autóno-
mas deberá establecerse de forma que no pueda impli-
car, en ningún caso, privilegios económicos o sociales 
ni suponer la existencia de barreras fiscales en el terri-
torio español, de conformidad con el apartado 2 del 
artículo 157 de la Constitución.

– La garantía del equilibrio económico, a través de la 
política económica general, de acuerdo con lo estable-
cido en los artículos 40.1, 131 y 138 de la Constitu-
ción, corresponde al Estado, que es el encargado de 
adoptar las medidas oportunas tendentes a conseguir 
la estabilidad económica interna y externa y la estabi-
lidad presupuestaria, así como el desarrollo armónico 
entre las diversas partes del territorio español. A estos 
efectos, se entenderá por estabilidad presupuestaria 
la situación de equilibrio o de superávit, computada 
en términos de capacidad de financiación, de acuerdo 
con la definición establecida en el Sistema Europeo de 
Cuentas Nacionales y Regionales.

– La garantía de un nivel base equivalente de finan- 
ciación de los servicios públicos fundamentales, in- 
dependientemente de la comunidad autónoma de  
residencia.

– La corresponsabilidad de las comunidades autóno-
mas y el Estado en consonancia con sus competencias 
en materia de ingresos y gastos públicos.

– La suficiencia de recursos para el ejercicio de las com-
petencias propias de las comunidades autónomas.

– La lealtad institucional, que determinará el impac-
to, positivo o negativo, que puedan suponer las ac-
tuaciones legislativas del Estado y de las comunidades 
autónomas en materia tributaria o la adopción de me-
didas que eventualmente puedan hacer recaer sobre las 
comunidades autónomas o sobre el Estado obligacio-
nes de gasto no previstas a la fecha de aprobación del 
sistema de financiación.

Conviene precisar, además, que existen dos regímenes 
de financiación distintos, el conocido como régimen 
común, por el cual se rigen la mayor parte de las co-
munidades autónomas y las dos ciudades con estatuto 
de autonomía y, por otro lado, el régimen foral, que 
afecta a dos comunidades autónomas: el País Vasco y 
Navarra, en razón del reconocimiento explícito y del 
amparo del que gozan en virtud de la Constitución, 
los territorios forales que los forman, que son tres en el 
caso del País Vasco: Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.

En relación con el mayoritario régimen común, el 
Consejo de Política Fiscal y Financiera del 15 de julio 
de 2009 adoptó, a propuesta del Gobierno, el Acuerdo 
6/2009 para la reforma del Sistema de Financiación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común 
y ciudades con estatuto de autonomía, lo que exigió 
llevar a cabo una serie de reformas legales. La citada 
ley acomete las reformas que no requirieron el rango 
de Ley Orgánica, complementando así la reforma de 
la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Fi-
nanciación de las Comunidades Autónomas, efectuada 
por la Ley Orgánica 3/2009.

Los resultados del sistema de financiación aplicado en 
2002-2008, aprobado por la Ley 21/2001, de 27 de di-
ciembre, han sido positivos en términos de suficiencia 
y autonomía. El sistema ha permitido un crecimiento 
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de los recursos para todas las comunidades autónomas, 
con la sola excepción del año 2008, en el que la crisis 
económica determinó una caída de recursos que afectó 
a todos los niveles de gobierno.

Asimismo, su aprobación supuso un importante avance 
en términos de ampliación de los espacios fiscales de las 
comunidades autónomas, aumentando su capacidad de 
decisión tanto en los aspectos normativos como en la 
coordinación de la gestión de los impuestos cedidos.

Pese a ello, algunos aspectos estructurales del siste-
ma, junto con el significativo y asimétrico aumento 
de la población experimentado por las comunidades 
autónomas en los años de su aplicación, pusieron de 
manifiesto la necesidad de introducir ciertos ajustes en 
el sistema en cuanto a su equidad, corresponsabilidad 
y mejor ajuste a las necesidades de gasto de manera 
dinámica. Lo que unido a la reforma de varios Estatu-
tos de Autonomía, hicieron necesaria una reforma del 
modelo, que se llevó a cabo en 2009.

Este modelo, actualmente en proceso de evaluación al 
haberse cumplido un quinquenio desde su puesta en 
marcha, será, previo acuerdo con el conjunto de las 
comunidades autónomas, revisado en aras a proceder 
a una modificación que resuelva sus eventuales debili-
dades y deficiencias.

3.  La incidencia de los fondos de  
financiación a las comunidades autónomas 
en su sostenibilidad financiera

La Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Soste-
nibilidad Financiera prevé, en su disposición adicional 
primera, que las comunidades autónomas y corpora-
ciones locales puedan solicitar al Estado el acceso a me-
didas extraordinarias de apoyo a la liquidez.

Son varios los mecanismos que desde el año 2012 el 
Estado ha puesto en marcha, como son el Fondo para 
la financiación de los pagos a proveedores, el Fondo de 
Liquidez Autonómico o las medidas extraordinarias de 
apoyo a municipios con problemas financieros. Todos 
ellos con el objetivo común de aportar liquidez tan-
to a las comunidades autónomas como a las entidades  
locales para que pudieran hacer frente a sus obligacio-
nes de pago en un momento de dificultad económica 

a cambio del cumplimiento de un conjunto de condi-
ciones fiscales y financieras que han ayudado a cumplir 
con los objetivos de consolidación fiscal y garantizar la 
sostenibilidad de las cuentas públicas.

Estas medidas coyunturales han sido acompañadas 
de reformas estructurales en el funcionamiento de las 
Administraciones, como la Ley Orgánica 9/2013, de 
control de la deuda comercial en el sector público, o 
la Ley 25/2013, de impulso de la factura electrónica y 
creación del registro contable de facturas en el sector 
público, que han establecido herramientas permanen-
tes de seguimiento, reducción y control de la deuda 
comercial y de la ejecución del presupuesto público.

El esfuerzo por cumplir con los objetivos de consolida-
ción fiscal y la aplicación del conjunto de reformas ha 
permitido volver a la senda de crecimiento económico 
y generar confianza en la economía, lo que se está tra-
duciendo en unos menores costes de financiación en 
los mercados. Para el Gobierno, este resultado positi-
vo debe ser compartido por el conjunto de las Admi-
nistraciones Públicas que están haciendo esfuerzos de 
reducción del déficit público y reformas estructurales 
por lo que deben trasladarse estos ahorros financieros 
para seguir contribuyendo a la consolidación fiscal.

En ese sentido, el Real Decreto-Ley 17/2014 simplifica 
y reduce el número de fondos creados para financiar me-
canismos de apoyo a la liquidez, mejorando la eficien-
cia de su gestión. Además, incluye medidas normativas 
para continuar apoyando la sostenibilidad financiera de  
las comunidades autónomas y las entidades locales,  
poniendo en marcha nuevos mecanismos que permiti-
rán compartir los ahorros generados como consecuencia 
del importante esfuerzo de consolidación fiscal que han 
realizado el conjunto de las Administraciones Públicas 
en los últimos años, ayudando a las Administraciones 
con mayores dificultades de financiación e impulsando 
a las que están consiguiendo superarlas. Asimismo, el 
real decreto-ley prioriza la atención del gasto social, ga-
rantizando la continuidad y calidad en la prestación de 
los servicios públicos fundamentales.

El real decreto-ley incluye medidas de simplificación y 
mejora de la eficiencia en la gestión de los mecanismos, 
como el Fondo de Financiación a Comunidades Autó-
nomas y el Fondo de Financiación a Entidades Locales.
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Fondos sin personalidad jurídica de acuerdo con el 
artículo 2.2 de la Ley 47/2003, General Presupuesta-
ria, nacidos para garantizar la sostenibilidad de las co-
munidades autónomas y de los municipios adheridos. 
Estos dos fondos se estructuran en compartimentos, 
cada uno de los cuales está referido a un mecanismo 
adicional de financiación de los regulados en la DA 1ª 
de la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sos-
tenibilidad Financiera, tanto a los ya existentes como a 
los que se crean por el real decreto-ley. De esta forma 
se mantiene la autonomía, características y condiciones 
propias de cada mecanismo a la vez que se simplifica 
su gestión. Así, dentro del Fondo de Financiación a las 
Comunidades Autónomas se diferencian cuatro com-
partimentos: Facilidad Financiera, Fondo de Liquidez 
Autonómico, Fondo Social y, por último, el Fondo en 
liquidación para la Financiación de los Pagos a los Pro-
veedores de Comunidades Autónomas.

El compartimento Facilidad Financiera del Fondo 
de Financiación, por ejemplo, es un nuevo mecanis-
mo destinado a extender los beneficios asociados a los 
mecanismos a aquellas comunidades autónomas que 
cumplen los objetivos de estabilidad presupuestaria y 
de deuda pública, y cuya demora en el pago de la deu-
da comercial no supere el plazo máximo previsto en la 
normativa de morosidad. Con ello, se permite que los 
esfuerzos presupuestarios y las reformas estructurales 
realizadas se acompañen de la reducción de los costes 
de financiación que los mecanismos suponen.

El Fondo Social, por otro lado, es un nuevo mecanis-
mo cuya dotación financiará a las comunidades autó-
nomas el pago de las obligaciones pendientes con las 
entidades locales que sean vencidas, líquidas y exigibles 
a 31 de diciembre de 2014 y que deriven de convenios 
suscritos en materia de gasto social y otras transferen-
cias en dicha materia.

Además de estos fondos, se establecen en el real de- 
creto-ley condiciones financieras de los mecanismos 
del Fondo de Financiación a Comunidades Autóno-
mas, cuyos ahorros hay que sumar a los que ya se han 
venido produciendo gracias a otras medidas anterio-
res. Así, se fijan unos tipos de interés del 0% en 2015 
para las operaciones ya suscritas a 31 de diciembre de 
2014 con cargo al Fondo de Liquidez Autonómico y 

con cargo al Fondo para la financiación de los pagos 
a proveedores 2, así como para las operaciones que se 
formalicen en 2015 con cargo al compartimento Fon-
do de Liquidez Autonómico. Además, para las opera-
ciones que se formalicen en 2015 con cargo al com-
partimento Facilidad Financiera, el tipo de interés será  
del 0% durante los años 2015, 2016 y 2017.

Por último, se establecen también en este real decreto-
ley otras medidas de apoyo a la sostenibilidad finan-
ciera de las comunidades autónomas, especialmente 
para las comunidades autónomas con liquidaciones 
negativas correspondientes a los recursos del sistema 
de financiación de 2013 que ya no tendrán que devol-
ver los importes en 2015, pudiendo financiar su devo-
lución a través del Fondo de Financiación.

En definitiva, un real decreto-ley que se suma al  
amplio abanico de medidas de liquidez que, desde el 
año 2012, el Gobierno ha puesto en marcha para apor-
tar liquidez a nuestras Administraciones territoriales, 
como el Fondo de Pago a Proveedores, –con 41.814 
millones de euros, destinado en un 71% a financiar 
los servicios públicos fundamentales–, el Fondo de Li-
quidez Autonómico –con 62.800 millones aportados 
entre 2012 y 2014, en un 78,5% también destinados 
a los servicios públicos fundamentales–, o las medidas 
extraordinarias de liquidez para las entidades locales.

Gracias a este conjunto de medidas de liquidez y soste-
nibilidad de nuestras Administraciones territoriales, se 
pudo poner en marcha la reforma fiscal.

4.  La reforma fiscal de 2014-2015

4.1. Un nuevo escenario

Tras el proceso de consolidación y ajuste efectuado en 
el bienio 2012-2013, la economía española inició el 
ejercicio 2014 con un horizonte muy distinto al vivido 
en años precedentes.

La necesaria austeridad, imprescindible para acelerar 
la salida de la crisis y encarar la senda del crecimiento 
y la creación de empleo se tornaba menos necesaria, 
aunque continuase la racionalidad en el uso del gasto 
público, para prioridad los servicios públicos esenciales 
y las políticas de bienestar.
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La combinación de la mejora de la recaudación y la 
reducción del déficit permitió la puesta en marcha 
de una anhelada reforma tributaria que sirviese para 
adecuar la política tributaria que deseaba el Gobier-
no y el nuevo escenario –todavía incipiente, pero que 
había que impulsar– por el que atravesaba la econo-
mía española.

Por ello, en junio de 2014, atravesado ya el ecuador 
de la legislatura, y alejadas sus principales amenazas, 
el Gobierno decidió aprobar una reforma fiscal para la 
recuperación económica y para devolver a las familias 
y empresas el notable esfuerzo que, desde 2011, habían 
llevado a cabo.

La reforma, a aplicar en dos fases –en enero de 2015 y 
en enero de 2016–, para ir acompasando el efecto de la 
reforma a la propia evolución de la economía española, 
tenía por objetivo poner en manos de veinte millones de 
contribuyentes mayor renta disponible por unos 9.000 
millones de euros, haciendo posible un nada desprecia-
ble incremento del 0,55% del Producto Interior Bruto.

Todo ello, gracias a la simplificación y modernización 
de los principales tributos, para hacerlos más justos y 
equitativos, sin descuidar –favoreciéndolo– el impulso 
del ahorro y la inversión y sin descuidar la lucha contra 
el fraude fiscal.

Una reforma estructurada en tres leyes relativas a la re-
forma del IRPF y el Impuesto sobre la Renta de no Resi-
dentes, la reforma del Impuesto sobre Sociedades, y mo-
dificación del IVA, del Régimen Económico Fiscal de 
Canarias y de la ley por la que se establecen determina-
das medidas en materia de fiscalidad medioambiental.

Por lo que respecta al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, el planteamiento general era el de 
una rebaja media del 12,5%. Rebaja que se concen-
traría en las rentas medias y bajas, las más numerosas, 
con una tributación inferior a los 24.000 euros, con-
tarían con una rebaja media del 23,5% mientras que, 
para aquellos que ganasen menos de 12.000 euros, 
los llamados mileuristas, dejarían de tributar, lo que 
afectaría a 1,6 millones de ciudadanos.

La reforma, además, resolvía un problema latente de la 
estructura del impuesto: su complejidad. Con esa filo-
sofía, se redujo el número de tramos, de siete a cinco.

Además, en su segunda fase, establecida para enero 
de 2016, el tipo mínimo pasaba del 24,75% al 19%, 
mientras que el tipo máximo de gravamen pasaba del 
52% al 45%. Una muy notable rebaja fiscal, en suma.

Por otro lado, la rebaja del IRPF introdujo un más que 
significativo aumento de los mínimos familiares en el 
IRPF; de hasta el 32%, y tres nuevos impuestos negati-
vos o categorías de beneficios sociales para familias y 
personas con discapacidad, a operar para familias con 
hijos dependientes con discapacidad, familias con as-
cendientes dependientes y familias numerosas, a partir 
de tres hijos o dos y uno discapacitado. Familias que, 
en cada uno de los casos, recibirían 1.200 euros anua-
les, a recibir de forma anticipada a razón de 100 euros 
mensuales. Una medida que, según cálculos estimati-
vos, podría afectar a unas 750.000 familias.

En relación con el ámbito empresarial, la reforma fiscal 
ha supuesto, también, una reforma indudable.

En ese sentido, se establece una bajada en el Impuesto 
sobre Sociedades que no solo bajaba su tributación, 
sino que mejoraba su competitividad al establecer una 
aproximación de la fiscalidad empresarial a la de los 
países del entorno, reduciendo el tipo de gravamen 
general desde el 30% al 28% en 2015 y al 25% en 
2016, además de crear una reserva de capitalización 
para sustituir a la actual deducción por reinversión de 
beneficios.

Las pequeñas y medianas empresas, el principal tejido 
productivo de nuestro país, vieron mejorar su situa-
ción gracias a una nueva reserva de nivelación, una 
minoración del 10% de la base imponible con un lí-
mite de un millón de euros, a compensar con bases 
imponibles negativas en cinco años. Las pymes que 
apliquen las dos nuevas reservas podrán reducir su 
tipo hasta el 20,25%.

Por último, y en relación con los autónomos, se produ-
ce una bajada generalizada de retenciones, superior en 
el caso de los autónomos, ya que el tipo de retención 
del autónomo profesional pasa del 21% al 15%, sin 
olvidar, por su importancia en este nuevo escenario de 
crecimiento y creación de empleo, del mantenimiento 
del tipo de gravamen reducido del 15% para empresas 
de nueva creación.
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Una reforma, en suma, de indudable trascendencia 
objetiva y de extraordinaria visibilidad práctica, en la 
que se incluyen otras, como la relativa a la tributación 
de los planes de pensiones, la relativa a la vivienda, 
de impulso al mecenazgo y al cine, de indudable re-
levancia social.

4.2. El adelanto de la reforma fiscal de julio de 2015

La positiva evolución de la economía española desde 
2015, sumada a los efectos positivos de la primera fase 
de la reforma fiscal, se tradujeron en un alza inesperada 
de la recaudación en todos los tipos impositivos.

Un escenario que condujo al Gobierno a la reflexión 
sensata de adelantar a julio de 2015 la segunda fase 
de la reforma fiscal, prevista para enero de 2016, lo 
que se está traduciendo en una inyección adicional de 
liquidez de 1.500 millones de euros para más de veinte 
millones de contribuyentes.

Así, se reduce del 20% al 19,5% el tipo marginal 
mínimo del impuesto que, además, se aplica ya con 
efectos retroactivos desde enero de 2015, quedando 
en 2016 en el 19%, mientras que el tipo máximo se 
queda en el 46%, para, finalmente, en 2016 también, 
pasar al 45%.

Además, este adelanto, a los autónomos, quienes en 
el real decreto-ley que aprobó el Gobierno vieron fa-
vorecida su situación gracias a la extensión del tipo de 
retención reducido del 15% del IRPF a todos los profe-
sionales, beneficiando a cerca de 800.000 autónomos, 
cuya liquidez, gracias a esta reforma, se está viendo in-
crementada de forma nada desdeñable.

4.3. Efectos económicos

El análisis efectuado permite inferir la relevancia de 
una reforma fiscal cuya trascendencia, a finales de 
2015, resulta perceptible, dada la incidencia que está 
teniendo para creación de empleo y el crecimiento 
económico.

En total, la reforma supondrá más de 9.000 millones 
de euros en bajadas de impuestos entre 2015 y 2016, 
en IRPF e Impuesto sobre Sociedades, de los que 1.500 

millones provendrán de la recientemente aprobada se-
gunda fase.

En ese sentido, y con los últimos datos disponibles, el 
impacto normativo de la reforma fiscal desde enero has-
ta julio, y desde un punto de vista del ahorro para el 
contribuyente, asciende a 2.627 millones de euros, de 
los que 2.199 millones provienen del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, 394 millones del Impues-
to sobre Sociedades y 24 millones del no menos impor-
tante Impuesto sobre la Renta de los No Residentes.

5. Conclusiones

Fue Churchill, afamado primer ministro británico, 
quien sostuvo que: Una nación que intente prosperar a 
base de impuestos es como un hombre con los pies en un 
cubo tratando de levantarse tirando del asa.

Quizá sea esa, salvando las distancias, la mejor síntesis 
que alumbra la filosofía de la reforma fiscal de 2014-
2015. Una reforma que ha supuesto, muy probable-
mente, el estímulo decisivo que requería la economía 
española para crecer con más fuerza y mayor confianza.

Una reforma gestada cuando lo peor de la crisis había 
pasado ya, gracias a la resolución de los graves dese- 
quilibrios económico-presupuestarios que obligaron a 
asumir, con vocación de temporalidad, un alza tribu-
taria en diciembre de 2011 que no tuvo más objeto 
que corregir un déficit desfasado, que amenazaba la 
sostenibilidad presente y futura de nuevo modelo de 
Estado del bienestar.

Hoy, cuando esos nubarrones se alejan como un tibio 
recuerdo, el Gobierno alumbra una reforma fiscal que 
pretende devolver a los ciudadanos los grandes sacrifi-
cios realizados en estos años y la confianza en sí mis-
mos y en el futuro. Esa es, sin duda alguna, la mejor 
síntesis de la reforma fiscal: una reforma por la con-
fianza, la recuperación y el empleo.

Una reforma que no hubiera sido posible sin el gran 
abanico de medidas de liquidez que destinó el Go-
bierno a las comunidades autónomas y las entidades 
locales para garantizar la prestación, en un contexto de 
extraordinaria dificultad, de los servicios públicos que 
definen nuestro Estado del bienestar.
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Medidas que, articuladas en torno a la Ley Orgánica de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, 
permitieron el saneamiento del conjunto de nuestras 
Administraciones territoriales, poniendo las bases de 
la reforma fiscal.

NOTAS

(*)  Secretario de Estado de Administraciones Públicas. Consejero 
de Transportes e Infraestructuras de la Comunidad de Madrid 
(junio 2011-diciembre 2011), Consejero de Economía y Ha-
cienda de la Comunidad de Madrid (junio 2008-junio 2011) 
y Consejero de Hacienda de la Comunidad de Madrid (julio 
1995-junio 2000).

(1) Artículo 156 CE:

1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera 
para el desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a los 
principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad 
entre todos los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados 
o colaboradores del Estado para la recaudación, la gestión y la 
liquidación de los recursos tributarios de aquel, de acuerdo con las 
leyes y los Estatutos.

Artículo 157 CE:

1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constitui-
dos por: a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; 

recargos sobre impuestos estatales y otras participaciones en los 
ingresos del Estado. b) Sus propios impuestos, tasas y contribu-
ciones especiales. c) Transferencias de un Fondo de Compensación 
interterritorial y otras asignaciones con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado. d) Rendimientos procedentes de su patri-
monio e ingresos de derecho privado. e) El producto de las ope-
raciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adop-
tar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio 
o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías 
o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las compe-
tencias financieras enumeradas en el apartado 1, las normas para 
resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas 
de colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas 
y el Estado.

Artículo 158 CE:

1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una 
asignación a las Comunidades Autónomas en función del volu-
men de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y 
de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios 
públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales 
y hacer efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un Fondo 
de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos 
serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades 
Autónomas y provincias, en su caso.
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1. Introducción

El objetivo de este artículo consiste en estudiar el fun-
cionamiento del modelo de financiación de las comu-
nidades autónomas de régimen común, poniendo espe-
cial énfasis en el funcionamiento de los mecanismos de 
nivelación y en el reparto de recursos entre regiones que 
inducen. Para ello, en el apartado segundo se describen 
los principios y estructura del mismo. El tercer epígrafe 
contiene una valoración de los resultados del sistema, a 
partir de los datos correspondientes a su liquidación en 
el ejercicio 2013. Finalmente, en el apartado cuatro se 
presentan las conclusiones y se incluyen algunas pro-
puestas para la revisión de la financiación autonómica 
que deberá abordarse una vez que se ha cumplido el 
plazo de cinco años previsto en el Acuerdo de 2009.

2.  Principios y estructura del sistema  
de financiación

La reforma aprobada el 15 de julio de 2009 por el 
Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF) afectó a 

aspectos fundamentales de la financiación autonómi-
ca, entre los que cabe destacar la ampliación de la ce-
sión tributaria a las comunidades –la participación en  
el IRPF aumentó del 33 al 50%, la participación  
en el IVA pasó del 35 al 50% y la participación en 
los Impuestos Especiales de Fabricación aumentó del  
40 al 58%–, la aportación de importantes recursos 
adicionales por parte del Estado y el diseño de un 
complejo sistema de transferencias. Todos estos cam-
bios se estructuraron en torno a cuatro ejes básicos 
(CPFF, 2009:12):

1. El refuerzo de las prestaciones del Estado del bien-
estar, en el marco de la estabilidad presupuestaria.

2. El incremento de la equidad y la suficiencia en la 
financiación del conjunto de las competencias auto-
nómicas.

3. El aumento de la autonomía y la corresponsabilidad.

4. La mejora de la dinámica y estabilidad del sistema 
y de su capacidad de ajuste a las necesidades de gasto.

Sistema de financiación autonómica: 

problemas de funcionamiento y  

perspectivas de reforma

Juan José Rubio Guerrero
Catedrático de Hacienda Pública, Universidad de Castilla-La Mancha

Santiago Álvarez García
Profesor Titular de Hacienda Pública, Universidad de Oviedo

RESUMEN

En este trabajo se estudia el funcionamiento del modelo de financiación de las comunidades autónomas de régimen común a partir de 
los datos correspondientes a la liquidación del ejercicio 2013. Los resultados ponen de manifiesto que el sistema no es equitativo hori-
zontalmente, ya que sigue manteniendo importantes diferencias de financiación por habitante, ni cumple con el denominado principio 
de ordinalidad. La reforma del sistema debería avanzar tanto en la redefinición de las necesidades de gasto como en el diseño de unos 
mecanismos de nivelación más transparentes y acordes con los objetivos planteados.
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En términos de equidad y suficiencia, el modelo pre-
tende garantizar que, dentro del marco de suficiencia 
global, los recursos financieros para la prestación de los 
servicios básicos del Estado del bienestar sirvan para que 
los citados servicios puedan ser prestados en igualdad de 
condiciones a todos los ciudadanos, independientemente 
de su lugar de residencia, en términos de población ajus-
tada o unidad de necesidad […]. Esta garantía, inexis-
tente actualmente, es uno de los elementos fundamentales 
para alcanzar la compatibilidad entre los principios de 
equidad y autonomía en un entorno descentralizado y se 
instrumentalizará mediante un Fondo de Garantía de 
Servicios Públicos Fundamentales (CPFF, 2009:13). Al 
mismo tiempo, el sistema continuará asegurando la 
financiación de todas las competencias transferidas a 
las comunidades autónomas, garantizando que nin-
guna pierda recursos respecto al sistema anterior con 
el cambio.

Para cumplir todos estos objetivos, se diseñó un com-
plejo sistema de transferencias de nivelación, articula-
do a través de cuatro fondos:

– El Fondo de Garantía de Servicios Públicos Funda-
mentales (FGSPF), que tiene como objetivo garantizar 
que todas las CC.AA. puedan ofrecer un nivel similar 
en la prestación de los servicios públicos fundamenta-
les: sanidad, educación y servicios sociales. Supone un 
80% de los recursos totales del sistema y se financia 
con una aportación del 75% de los ingresos tributarios 
(normativos) de las comunidades autónomas y un 5% 
de recursos adicionales procedentes de la Administra-
ción del Estado.

– El Fondo de Suficiencia Global (FSG), similar al an-
terior Fondo de Suficiencia (FS) del modelo vigente 
desde 2002 hasta 2009, cuya finalidad es contribuir a 
la financiación de todas las competencias transferidas 
y asegurar a cada comunidad autónoma el manteni-
miento del statu quo, es decir, que ninguna de ellas 
va a perder recursos respecto a los que recibía en el 
sistema anterior. La financiación a percibir del FSG 
más el 25% de los ingresos tributarios que las CC.AA. 
retienen tras la aportación al FSG supone aproxima-
damente un 16,5% de los recursos totales del sistema.

– Dos Fondos de Convergencia (FCV), el Fondo de 
Competitividad, cuyo objetivo es reducir las dife-

rencias de financiación per cápita entre CC.AA., y el 
Fondo de Cooperación, cuyos recursos se distribuyen 
entre las CC.AA. de menor renta per cápita y aquellas 
que tengan una dinámica poblacional especialmente 
negativa. Se financian con recursos adicionales proce-
dentes de la Administración del Estado y suponen el 
3,5% de los recursos totales del sistema.

El modelo introdujo un principio de equidad horizon-
tal, con un criterio de nivelación parcial, limitado al 
75% de los ingresos tributarios, con el objetivo de ga-
rantizar la igualdad en la prestación de determinados 
servicios públicos fundamentales. Sin embargo, a pesar 
de la relevancia que se quiso otorgar al FGSPF (1) y a 
la población ajustada como unidad de necesidad en el 
reparto de recursos (2), la cláusula de mantenimien-
to del statu quo y el reparto con criterios políticos de 
los fondos adicionales que aportó el Estado en los dos 
primeros años de funcionamiento del sistema, provo-
can un reparto final de recursos difícil de explicar en 
términos de equidad y contribuyen a mantener unas 
diferencias entre comunidades que no se corresponden 
con sus necesidades de gasto, tal y como puede apre-
ciarse en el cuadro 1.

3. Valoración del funcionamiento del modelo

En el cuadro 2 y el gráfico 1 se sintetiza la dinámica del 
funcionamiento del sistema de financiación, a partir 
del reparto de los distintos fondos que configuran el 
mismo, en el ejercicio 2013, último liquidado. Como 
elemento de comparación se ha considerado la finan-
ciación por habitante ajustado y los resultados se han 
homogeneizado, restando de la participación en el FSG 
las cantidades que corresponden a la financiación de 
competencias singulares de las distintas CC.AA.

El primer componente del sistema es la capacidad 
fiscal (CF), es decir, la recaudación procedente de los 
tributos cedidos y compartidos con el Estado. Las dife-
rencias de recursos entre comunidades son muy eleva-
das, ya que, participando de la misma cesta tributaria, 
es obvio que la capacidad fiscal de las comunidades 
más ricas –Madrid, Baleares o Cataluña– es muy su-
perior que la de otras comunidades como Andalucía, 
Castilla-La Mancha o Extremadura. Un caso singular 
es el de la Comunidad de Canarias, ya que el sistema 
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no incluye la recaudación de los tributos que conforma 
su régimen fiscal especial. Por otra parte, el sistema no 
captura las diferencias recaudatorias procedentes del 
mayor o menor esfuerzo fiscal que realizan las CC.AA., 
ya que los ingresos tributarios se calculan en términos 
de recaudación normativa.

Para corregir las diferencias en capacidad fiscal, se apli-
can los distintos mecanismos de nivelación descritos en 
los apartados anteriores. En primer lugar, las CC.AA. 
participan del FGSPF, recibiendo la transferencia que 
les corresponde en función de su población ajustada. 
Como hemos visto en el epígrafe anterior, este paso 
supone nivelar el 75% de los ingresos tributarios nor-

mativos, conservando las comunidades autónomas el 
25% restante. Los datos muestran cómo las comuni-
dades con mayor capacidad fiscal pierden recursos y se 
aproximan a la media de financiación, mientras que 
las que tenían unos ingresos tributarios menores ganan 
recursos y se aproximan a la media.

Sin embargo, el sistema de financiación no termina 
con este proceso de nivelación, ya que contiene otros 
fondos a distribuir entre las CC.AA. En primer lugar, es 
necesario adicionar los recursos procedentes del FSG, 
que garantiza a cada comunidad el statu quo 2009 más 
la parte que le ha correspondido en el reparto de los 
fondos aportados por el gobierno central. Por último, 

Cuadro 2
Funcionamiento del modelo de financiación autonómica en 2013
En índice sobre la media por habitante ajustado = 100

Comunidad autónoma CF
25% CF +  

FGSPF 
25% CF +  

FGSPF + FSG 
FT

Madrid 140,97 109,40 102,03  99,07

Cataluña 119,62 104,50  99,24  98,93

Baleares 118,35 104,21  78,14  99,39

Cantabria 113,41 103,08 132,55 130,64

Aragón 106,60 101,52 112,01 108,16

La Rioja 101,41 100,32 122,28 120,40

Asturias 100,80 100,18 109,09 108,15

C. Valenciana  96,43  99,18  88,81  95,01

Castilla y León  93,04  98,40 109,85 108,67

Galicia  86,72  96,95 105,54 104,75

Murcia  85,91  96,77  95,29  95,10

Andalucía  82,27  95,93  98,66  96,46

Castilla-La Mancha  81,55  95,77 101,95 101,58

Extremadura  71,13  93,37 113,76 113,05

Canarias  42,22  86,74  86,67  87,03

Fuente: Elaboración propia a partir de la liquidación del sistema de financiación en el ejercicio 2013.
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cada comunidad recibe los recursos que le correspon-
den de los FCV, con lo que llegamos a la financiación 
total homogénea por habitante ajustado (FT).

Al añadir a los recursos parcialmente nivelados las 
transferencias procedentes del FSG y los FCV, la dis-
persión en los ingresos entre CC.AA. experimenta un 
fuerte incremento, con unas diferencias de recursos 
que no se corresponde ni con sus necesidades de gasto 
ni responden tampoco a las diferencias de capacidad 
fiscal. Tampoco cumple con el denominado principio 
de ordinalidad, al que tanta importancia se concedió 
en la reforma, según el cual la nivelación debería redu-
cir las diferencias de recursos por habitante ajustado 
entre las CC.AA., pero sin alterar su orden, de forma 
que aquellas con mayores recursos tributarios antes de 
la nivelación deberían tener también mayores recur-
sos después de ese proceso. Las tres comunidades con 
mayor capacidad fiscal, Madrid, Cataluña y Baleares, 
acaban teniendo una financiación total inferior a la 
media –aunque en el caso de Baleares el resultado se 
corrige parcialmente por la aplicación de los FCV–; 
sin embargo, Extremadura, con una capacidad fiscal 
muy inferior a la media –71,13%–, disfruta de una fi-

nanciación normativa homogénea por habitante ajus-
tado muy superior a la media –el 113,05%–.

El efecto reordenación inducido por el funcionamiento 
de los mecanismos de nivelación se aprecia de forma 
nítida en el cuadro 3. El sistema resulta especialmente 
arbitrario, ya que se pueden encontrar todos los su-
puestos posibles. Regiones con capacidad fiscal su-
perior a la media mantienen, o incluso mejoran sus 
resultados, después de la nivelación, mientras otras los 
empeoran. En el otro extremo, comunidades autóno-
mas con capacidad fiscal inferior a la media continúan 
por debajo de esta después de la nivelación, mientras 
otras mejoran sus resultados.

4. Conclusiones y propuestas de reforma

La reforma del sistema de financiación de las comuni-
dades autónomas de régimen común realizada en el año 
2009 tuvo dos objetivos fundamentales: garantizar la 
suficiencia financiera y la igualdad de recursos para la 
financiación de los servicios públicos básicos. El primer 
objetivo se ha visto lastrado por la crisis económica que 

Gráfico 1
Funcionamiento del sistema de financiación autonómica en el ejercicio 2013

Fuente: Elaboración propia a partir de la liquidación del sistema de financiación en el ejercicio 2013.
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atravesamos y su incidencia en la recaudación tributa-
ria. En este sentido, uno de los principales problemas 
de la reforma reside en la diferente situación económi-
ca en la que se encuentra el país, entre el año base de 
negociación, 2007, y el año 2009, en el que el acuerdo 
se puso en práctica.

En términos de equidad, no se ha conseguido resolver 
los problemas que se atribuían al modelo anterior. La 
pauta redistributiva provocada por la aplicación del 
Fondo de Garantía de los Servicios Públicos Funda-
mentales se ve desvirtuada cuando se adicionan los re-
cursos procedentes del Fondo de Suficiencia Global y 

de los Fondos de Convergencia (Vilalta, 2015). Estos 
mecanismos provocan un reparto final de recursos di-
fícil de explicar en términos de equidad y contribuyen 
a mantener unas diferencias de recursos entre comuni-
dades que no se corresponden con sus necesidades de 
gasto; tampoco se han resuelto los problemas de falta 
de ordinalidad de los sistemas anteriores, lo que pro-
voca un reparto arbitrario de recursos (De la Fuente, 
2013; Lago y Martínez-Vázquez, 2015).

Finalmente, en términos de autonomía y correspon-
sabilidad fiscal, el cambio de modelo supuso que ga-
naran peso los recursos procedentes de los tributos 

Cuadro 3
Efecto reordenación inducido por los mecanismos  
de nivelación del modelo de financiación en el ejercicio 2013
En índice sobre la media por habitante = 100

Comunidad autónoma Ingresos tributarios Posición
Financiación 

normativa homogénea
Posición

Madrid 135,57  1  95,27 11

Cataluña 117,93  2  97,53 10

Baleares 117,80  3  98,93  9

Cantabria 114,71  4 132,13  1

Aragón 114,00  5 115,67  5

Asturias 106,97  6 114,78  6

La Rioja 104,65  7 124,25  2

Castilla y León 101,29  8 118,30  4

Galicia  93,47  9 112,91  7

C. Valenciana  92,61 10  91,24 14

Castilla-La Mancha  86,17 11 107,33  8

Murcia  84,28 12  93,29 13

Andalucía  79,79 13  93,55 12

Extremadura  76,05 14 120,87  3

Canarias  42,95 15  88,53 15

Fuente: Elaboración propia a partir de la liquidación del sistema de financiación en el ejercicio 2013.
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cedidos frente a las transferencias del Estado. Sin 
embargo, las competencias normativas de las comu-
nidades autónomas en este ámbito no experimenta-
ron cambios significativos en relación con el sistema 
anterior de financiación. Cara al futuro, es necesario 
adoptar medidas que estimulen un mayor ejercicio de 
corresponsabilidad fiscal por parte de las comunida-
des, así como avanzar en una definición más adecua-
da de la recaudación normativa como indicador de 
capacidad fiscal.

La reforma del sistema de financiación autonómica 
debe suponer tanto la redefinición de las necesidades 
de gasto, con una fórmula que permita determinar las 
diferencias en el coste de la prestación de los servicio 
públicos fundamentales, superando las limitaciones 
que tiene la población ajustada como mecanismo de 
distribución de recursos (Rotellar, 2013: 107) como la 
de los mecanismos de nivelación. Para ello es necesario 
determinar, en primer lugar, si la nivelación debe ser 
total o parcial, para a continuación aplicar unos fondos 
que funcionen de forma coherente con el criterio de 
equidad elegido.

NOTAS

(1)  Como destaca Zabalza (2012: 12): el Fondo de Garantía, a pesar 
del énfasis que la ley pone en el mismo, a los efectos de la distri-
bución de recursos en el año 2009, no es más que una forma de 
etiquetar un determinado volumen de recursos, sin ningún efecto 
sobre la distribución final de la totalidad de los mismos.

(2)  Borraz y Cantalapiedra (2010: 13) han puesto acertadamente 
de manifiesto que la población ajustada es un criterio que se 
aplica para distribuir recursos, no para la estimación de nece-
sidades de gasto, como sucedía en el modelo de financiación 
anterior.
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El mandato constitucional que permitió a las re- 
 giones españolas acceder a la autonomía se debe 

concretar en un sistema de financiación que otorgue 
recursos suficientes para que las autoridades regiona-
les puedan elegir –atendiendo a las preferencias de 
los ciudadanos– el volumen y calidad de los servicios 
que les han sido transferidos. Tras las cinco refor- 
mas realizadas desde 1986, contamos desde 2009 
con un sistema para el que se reclama desde casi to-
das las instancias una nueva modificación. Mi obje-
tivo en este artículo es explicar los rasgos esenciales 
del vigente modelo de financiación regional y cuáles 
son las principales líneas de reforma que habría que 
abordar. Para ello dedicaré el primer epígrafe a una 
somera descripción del sistema que nace con la Ley 
22/2009, de financiación de las comunidades autó-
nomas (CC.AA.). En el segundo epígrafe resumiré los 
principales temas que están pendientes de mejora. Y 
finalmente, a modo de conclusión, haré una valora-
ción global de la situación.

1.  La financiación de las comunidades 
autónomas de régimen común

La esencia de cualquier sistema de financiación re-
gional es que las necesidades de gasto se financien 
con dos fuentes de recursos: una capacidad tributaria 
y una transferencia del Gobierno central, que com-

plementa la primera. Si la capacidad tributaria que se 
otorga a cada comunidad autónoma no alcanza para 
financiar sus necesidades de gasto, recibirá una trans-
ferencia que llamamos de nivelación. Si por el con-
trario la capacidad tributaria cedida excede las nece-
sidades de gasto, la transferencia será negativa. Por 
tanto, describir el sistema de financiación requiere 
conocer cómo se determinan estos tres elementos: 
necesidades de gasto, capacidad tributaria, transfe-
rencias de nivelación. Los vemos a continuación, 
concluyendo este primer epígrafe con los principales 
datos económicos.

1.1. Necesidades de gasto

En el sistema vigente, las necesidades de gasto se de-
terminaron sumando a la financiación real que tuvo 
cada comunidad en el año 2007 los recursos adiciona-
les que se pactaron a tal fin con el Gobierno central.  
No parece un método muy científico para calcular 
lo que se necesita gastar en materias tan importantes 
como la sanidad, la educación, los servicios sociales y 
otros cuya gestión tienen encomendadas las CC.AA., 
pero es el que se viene aplicando, con uno u otro 
formato, desde 1986. Lo que subyace es el método 
del coste efectivo al que fueron traspasados en su mo-
mento los medios para prestar los servicios. Además, 
rige el respeto del statu quo, esto es, que ninguna co-

Reforma de la financiación autonómica

Alain Cuenca
Universidad de Zaragoza

RESUMEN

En este trabajo se describen los rasgos esenciales del vigente modelo de financiación de las comunidades autónomas de régimen común. 
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2016 debería adoptar un enfoque global, integrando tres pilares en un mismo pacto financiero territorial: el sistema de financiación, las 
reglas de disciplina fiscal y el retorno a la disciplina de los mercados financieros.
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munidad autónoma pierde recursos cada vez que se 
cambia un sistema por otro.

2.2.  Capacidad tributaria

La capacidad tributaria de cada comunidad incluye 
tributos propios y tributos cedidos. Los primeros no 
forman parte del sistema propiamente dicho y recau-
dan cantidades que no llegan al 1% de los recursos de 
las CC.AA. Por su parte, los tributos cedidos pueden 
agruparse en las siguientes categorías:

i) Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y ac-
tos jurídicos documentados, impuesto sobre sucesio-
nes y donaciones, tributos sobre el juego y tasas afec-
tas a los servicios transferidos. Estos tributos están 
cedidos en su totalidad y con una amplia capacidad 
normativa autonómica.

ii) Impuesto sobre el patrimonio, impuesto sobre hi-
drocarburos (el tramo autonómico, conocido como 
céntimo sanitario) e impuesto especial sobre deter-
minados medios de transporte, también cedidos al 
100% y con capacidad normativa, aunque se recau-
dan por la Agencia Estatal de la Administración Tri-
butaria (AEAT).

iii) Tramo autonómico del impuesto sobre la renta 
de las personas físicas, con capacidad normativa sobre 
la tarifa, el mínimo personal y familiar, y para el esta-
blecimiento de deducciones. Las comunidades dispo-
nen del 50% IRPF en el año 2009, aunque el ejerci-
cio de la capacidad normativa, tanto por el Gobierno  
central como por las CC.AA., ha alterado desde en-
tonces el porcentaje de cesión efectiva.

iv) Finalmente, se incluye en la capacidad tributaria 
el 58% del rendimiento del impuesto sobre el valor 
añadido y de los impuestos especiales de fabricación 
(cerveza, vino y bebidas fermentadas, productos inter-
medios, alcohol y bebidas derivadas, hidrocarburos y 
labores del tabaco) y el 100% del rendimiento del im-
puesto sobre la electricidad.

El sistema atribuye a las CC.AA. la recaudación de 
los impuestos cedidos en términos normativos, de tal 
modo que la recaudación real, por encima o por de-
bajo del valor teórico, se atribuye en exclusiva a la 

comunidad autónoma correspondiente si ejerce su 
capacidad legislativa en ese ámbito.

1.3.  Transferencias de nivelación

Con el fin de garantizar que se cubren todas las ne-
cesidades de gasto, tenemos el fondo de garantía de 
servicios públicos fundamentales (FGSPF), el fondo de 
suficiencia global (FSG) y los fondos de convergencia, 
que a su vez se dividen en dos: el fondo de competiti-
vidad y el fondo de cooperación (1).

El importe del fondo de garantía de servicios públi-
cos fundamentales se calcula cada año como sigue: las 
CC.AA. contribuyen con el 75% de su capacidad tribu-
taria y se añade una aportación del Estado. Correspon-
de a cada comunidad participar en el FGSPF de acuerdo  
con su población (ajustada por edad, dispersión y otros 
factores) y, por tanto, cada una recibe o contribuye al 
fondo por la diferencia entre el valor de su participa-
ción y el valor de su aportación. Se trata de una trans-
ferencia horizontal entre las comunidades, aunque se 
calcula y se gestiona por el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. El FGSPF introduce una di- 
námica de nivelación en el sistema, dado que cada año 
se determina su importe en función de la recaudación 
normativa de las CC.AA. y se distribuye atendiendo a 
las variables de necesidad.

La segunda transferencia es el fondo de suficiencia glo-
bal, que es vertical entre Estado y CC.AA. El importe 
de cada comunidad autónoma se fija en el año base 
(2007) para igualar los recursos a las necesidades de 
gasto. Una vez establecido el FSG, su evolución diná-
mica depende de un índice de ingresos tributarios del 
Estado (ITE), que se compone de la parte estatal de los 
tributos parcialmente cedidos (IRPF, IVA e II.EE.). El 
FSG resulta ser el mecanismo de cierre del sistema, que 
permite cumplir la restricción de statu quo, es decir 
que todas las comunidades autónomas recibieron con 
el nuevo sistema el mismo volumen de recursos que 
con el anterior más los recursos adicionales.

Para completar la descripción de las transferencias 
solo falta incorporar los dos fondos de convergencia. 
El fondo de competitividad garantiza que aquellas 
CC.AA. cuyos recursos proporcionados por el sistema 
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sean inferiores a la media (antes de la aplicación de este 
fondo), teniendo una capacidad fiscal superior, verán 
incrementados dichos recursos. Se trata de corregir las 
reglas generales para evitar que las CC.AA. que tengan 
mayor capacidad fiscal resulten infrafinanciadas.

Por último, se creó un fondo de cooperación con re-
cursos adicionales del Estado. Las reglas de acceso así 
como su reparto entre CC.AA. son independientes del 
sistema en sí mismo. La única vinculación es que la 
cantidad total que cada año se dota en la Ley de presu-
puestos generales del Estado es la que resulta de actua-
lizar los 1.200 millones de euros iniciales con el índice 
ITE antes mencionado.

1.4. Los resultados del modelo vigente

Los recursos totales que el sistema proporciona a las 
CC.AA. de régimen común aparecen en el cuadro 1, 
referido al último ejercicio para el que se conoce la fi-
nanciación definitiva (2013) (2). El grueso de los re-
cursos se obtiene de los tributos, total o parcialmente 
cedidos, mientras que solo 13.300 millones provienen 
de transferencias del Estado (13,4%).

Es interesante destacar el peso relativo que tiene el FGSPF  
(representa el 73% de los recursos) porque garantiza una 
misma financiación por habitante a las quince CC.AA. 

(en 2013 fue de 1.636 euros por habitante ajustado). 
Por otra parte, si bien los dos fondos de convergencia in-
troducen complejidad en el sistema, nótese que apenas 
representan un incremento de recursos del 4,6%.

A pesar de que el mecanismo del FGSPF es muy nivela- 
dor, uno de los aspectos más controvertidos del sistema 
es que no da la misma financiación total por habitante 
en todas las CC.AA. de régimen común. Aunque com-
parar la financiación por habitante no es un cálculo 
sencillo (3), en el cuadro 2 reproducimos los datos más 
fiables de los que se dispone para 2009 (con el sistema 
previo y el actual) y para 2013.

La reforma de 2009 redujo notablemente la disper-
sión en la financiación por habitante. Sin embargo, 
de las cinco CC.AA. entonces ganadoras con el cam-
bio (I. Baleares, C. Valenciana, R. de Murcia, Catalu-
ña y Madrid), todas excepto I. Baleares han perdido 
peso en la distribución de los recursos por habitante 

entre 2009 y 2013. Así, la evolución del sistema está 
incrementando la dispersión de nuevo. No obstante, 
hay que subrayar que los índices del cuadro 2 no se 
ponderan por el tamaño relativo de las CC.AA.: las 
menos pobladas tienen una financiación per cápita 
más elevada, por lo que los índices por habitante 
ajustado podrían estar ocultando algunos costes fijos 
que convendría aislar.

2.  Líneas de reforma: equidad  
y corresponsabilidad

El sistema de financiación de las CC.AA. se inició 
hace más de treinta años con un método muy sen-
cillo: el Estado transfería el importe de los costes en 
que incurrían las CC.AA. por las funciones y servicios 
que iban asumiendo. Obviamente, era un sistema ini-
cial, insostenible en el tiempo, al generar incentivos 
incorrectos para todos los agentes. Se ha progresado 
mucho desde entonces, pero a pesar de ello quedan 
aspectos relevantes por mejorar. Me centraré aquí en 

Cuadro 1
Ingresos proporcionados por el sistema de 
financiación CC.AA. de régimen común en 2013
Datos en millones de euros

Tributos cedidos totalmente 17.661

IRPF, IVA, II.EE. 68.342

Total capacidad tributaria 86.003

Aportación CC.AA. (75% CT) 64.503

Aportacion del Estado 7.680

Dotación FGSPF 72.183

Fondo de suficiencia global 1.235

Total sistema antes Fondos Conv. 94.918

Fondo de Competitividad 2.433

Fondo de Cooperación 1.952

Total financiación 99.303

Fuente: De la Fuente (2015b).
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las dos principales cuestiones pendientes: el criterio 
de equidad territorial y el ejercicio pleno de la corres-
ponsabilidad fiscal (4).

2.1. El criterio de equidad

El primer reto es la necesidad de reducir la desigual-
dad en la financiación por habitante que, como hemos 
señalado, todavía mantiene notables diferencias entre 
las CC.AA. de régimen común. Pero el problema de 
la desigualdad territorial en España reside en primer 
lugar y esencialmente en los resultados financieros que 
proporciona el sistema foral. La magnitud de las dife-
rencias lleva a que en el País Vasco y en Navarra se dis-
frute del doble de gasto público en educación, sanidad 
y servicios sociales (5). Tales disparidades tienen difícil 

solución, por lo que requieren un acuerdo político de 
largo plazo. Una vía factible para materializar un pacto 
con los partidos vascos y navarros sería incorporar al 
Concierto y al Convenio, de forma paulatina, una par-
ticipación en las transferencias de nivelación en favor 
del resto de las CC.AA. que ahora no existe (por ejem-
plo, realizando una aportación al FGSPF, como hace el  
Estado). Estaría sobradamente justificado, dado que se 
trata de territorios que ocupan los primeros puestos en 
el ranking de renta por habitante.

Para abordar la desigualdad que afecta a las CC.AA. 
de régimen común entre sí es necesario explicitar un 
criterio que sirva para dar contenido financiero a la ni-
velación y a la solidaridad. Y ello exige determinar las 
necesidades de gasto del modo más objetivo posible. 
Como hemos visto más arriba, hasta ahora el resultado 

Cuadro 2
Índices de financiación por habitante ajustado

2009 
(Ley 21/2001)

2009 
(Ley 22/2009)

2013

Cataluña 101,0 103,8  97,4

Galicia 102,4 100,1 106,5

Andalucía  96,0  92,4  96,9

Asturias 107,8 103,1 106,8

Cantabria 124,8 118,0 124,4

La Rioja 115,5 110,3 119,5

Murcia  93,7  96,8  94,3

Valencia  88,5  93,2  92,5

Aragón 108,8 103,9 104,2

Castilla-La Mancha  97,6  95,1 102,7

Canarias  93,0  91,8 100,3

Extremadura 108,0 103,7 114,6

Baleares  86,8 101,5 104,4

Madrid 107,6 109,9  96,9

Castilla y León 108,5 104,3 109,2

Total 15 CC.AA. 100,0 100,0 100,0

Fuente: De la Fuente (2015b).
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para cada comunidad ha sido el fruto de su poder o 
habilidad en una negociación política con el Gobierno 
central. Sería necesario llevar la determinación de las 
necesidades a un ámbito técnico y objetivo como se 
hace en algunos países federales (por ejemplo, Austra-
lia). Así se lograría explicitar un criterio de equidad 
territorial que haga posible igualar la financiación por 
unidad de necesidad. Una opción simple sería distri-
buir los recursos de forma estricta por habitante, pero 
una total eliminación de las diferencias per cápita entre 
las CC.AA. de régimen común afectaría a la viabilidad 
financiera de las más pequeñas, lo que hace que sea 
políticamente imposible en un corto plazo.

No obstante, está también pendiente de alcanzar un 
acuerdo político y social sobre el grado de nivelación. 
Hasta el momento presente, el sistema español de fi-
nanciación territorial ha pretendido una nivelación 
total de los recursos, pero algunas voces reclaman que 
dicha nivelación sea parcial. Para ello se podrían refun-
dir los actuales cuatro fondos que hemos descrito en 
uno solo, que operara como lo hace el FGSPF. De este  
modo se nivelaría solamente el 75% de los recursos, 
pero nuevamente aparecerían perdedores, lo que acon-
sejaría un plazo largo de aplicación.

2.2. La corresponsabilidad fiscal

El segundo reto para mejorar el sistema será avanzar 
en lo que los economistas denominamos correspon-
sabilidad fiscal. Para que en el Estado de las Autono-
mías se tomen decisiones de gastos e ingresos públicos 
eficientes, es necesario que los incrementos de gasto 
regionales se financien con aumentos de ingresos que 
recaigan sobre los contribuyentes de esa región. Y al re-
vés: que las reducciones de impuestos de un gobierno 
regional sean soportadas en forma de menores gastos 
públicos en ese territorio. La experiencia muestra que, 
con carácter general, las CC.AA. han optado por ejercer 
sus competencias tributarias a la baja, pero las pérdi-
das recaudatorias se han compensado reclamando más 
recursos al Gobierno central que, periódicamente, los 
ha concedido.

En ese sentido, y en primer lugar, deberían desa-
rrollarse incentivos a la corresponsabilidad que son 
insuficientes en el actual sistema de financiación de 

las CC.AA. de régimen común. Para ello habría que 
crear una reputación por parte del Gobierno central 
de no rescate (no bail-out). Es decir, debería comen-
zarse a corregir la tradición de la democracia nacida 
en 1978, según la cual, cuando las CC.AA. han tenido 
dificultades financieras el Estado ha acudido en su 
ayuda, suplantando a los contribuyentes y votantes 
regionales.

En segundo lugar, las medidas para incrementar la 
corresponsabilidad deberían focalizarse en el IRPF, 
dado que es el impuesto que aporta mayor grado de 
autonomía, tanto cuantitativamente como respecto a 
las facultades normativas. Además, es un impuesto 
que cumple los principales requisitos técnicos para la 
descentralización: potencia recaudatoria y no trasla-
ción. Una mejora podría ser imitar el modelo federal 
norteamericano, creando un impuesto estatal sobre 
la renta y dejando un espacio fiscal libre para que las 
CC.AA. que lo desearan pudieran crear su propio im-
puesto regional sobre la renta de las personas físicas. 
Sin embargo, hay que tener en cuenta que las bases 
imponibles del IRPF son muy diferentes en España, 
por lo que proporcionan recaudaciones desequilibra-
das entre territorios. Por ejemplo, Extremadura obtu-
vo en 2013 el 12% de sus ingresos del IRPF, mientras 
en Madrid fueron del 52%. Así las cosas, si Extrema-
dura necesitara incrementar sus ingresos totales en un 
1% y utilizara para ello solamente el IRPF, debería 
aumentar su recaudación en un 8%. En cambio, en la 
Comunidad de Madrid, para disponer de un 1% más 
de ingresos totales, basta con elevar la recaudación 
del IRPF en un 2%. Ello dificulta obviamente el ejer-
cicio de la autonomía tributaria. No obstante, una 
solución podría ser ceder tramos diferentes de IRPF 
a cada comunidad, de manera a igualar, en términos 
relativos, las bases imponibles sobre las que se ejerce 
la corresponsabilidad fiscal.

Un tercer grupo de medidas deberían limitar los ins-
trumentos de competencia fiscal a la baja. La com-
petencia entre regiones contribuye a lograr uno de 
los objetivos de la descentralización fiscal: que la 
combinación de políticas de gastos e ingresos públi-
cos refleje bien las preferencias de los ciudadanos. Sin 
embargo, no funciona correctamente si no existe una 
restricción presupuestaria estricta para los gobiernos 
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subcentrales, como ha sido el caso hasta ahora en Es-
paña. Mientras no se logre que las CC.AA. se enfren-
ten a una verdadera restricción presupuestaria, habría 
que limitar sus competencias normativas y establecer 
un mínimo común en el impuesto sobre sucesiones 
y donaciones y en el impuesto sobre el patrimonio, 
que son los más vulnerables a esas prácticas. De esta 
manera, las CC.AA. podrían elevar o no el tributo a 
partir de ese mínimo y, cuando fuera necesario variar 
dicha tributación mínima, se haría mediante algún 
mecanismo de decisión colectiva que incluyera a las 
CC.AA., a través del Consejo de Política Fiscal y Fi-
nanciera o del Senado. Además, el citado mínimo de 
tributación debería concertarse con los territorios fo-
rales para evitar desplazamientos de contribuyentes 
con el fin de eludir los impuestos.

Equidad y corresponsabilidad son los dos retos pen-
dientes del sistema de financiación de las CC.AA. Sin 
embargo, hay otras muchas cuestiones, de orden me-
nor, que por razones de espacio no abordamos aquí.

3. Consideraciones finales

La descripción que acabamos de hacer del sistema de 
financiación vigente no sería completa si no se men-
cionara que desde 2012 se han sucedido diversos me-
canismos establecidos por el Gobierno central con el 
objetivo de aportar liquidez a las CC.AA. y facilitar su 
financiación. Así, se realizaron tres ediciones del Fon-
do de Pago a Proveedores y se creó el Fondo de Li-
quidez Autonómica, que han cambiado la estructura 
de la financiación regional. A 30 de junio de 2015, el 
42,8% de la deuda de las CC.AA. estaba en manos del 
Tesoro español. Se trata de un volumen considerable 
–107.544 millones de euros, el 10,2% del PIB–, por lo 
que no puede tratarse ya como una exclusiva cuestión 
de liquidez.

El carácter extraordinario que al inicio tuvieron aque-
llas medidas se desvaneció al aprobarse el Real Decreto 
Ley 17/2014 que instaura nuevos mecanismos y re-
funde los anteriores. Se ha creado así a partir de 2015 
el Fondo de Financiación a Comunidades Autónomas, 
vaciando de contenido la Ley 22/2009 del sistema aún 
en vigor. La institucionalización del Tesoro como fi-
nanciador de las CC.AA. presenta riesgos notables para 

el futuro de la estabilidad presupuestaria y la sosteni-
bilidad financiera, no solo de las CC.AA., sino también 
del Reino de España en su conjunto.

Por ello, el Gobierno de la nación debería abordar 
la reforma del sistema de financiación de las CC.AA. 
de régimen común desde una perspectiva global, aso-
ciándola con compromisos de largo plazo con la esta-
bilidad presupuestaria y la sostenibilidad fiscal. A mi 
juicio, en la próxima legislatura sería oportuno reno-
var el pacto territorial en torno a tres ejes. En primer 
lugar, un nuevo sistema de financiación autonómica 
orientado a la corresponsabilidad fiscal y que corrija 
las desigualdades existentes, tal como se ha señalado 
más arriba. En segundo lugar, un compromiso sólido 
con la regla fiscal de estabilidad presupuestaria y deu-
da, que incorpore un mecanismo de sanción de los 
incumplimientos que sea automático e ineludible. Y 
tercero, el retorno a los mercados financieros como 
factor adicional de disciplina del comportamiento de 
las CC.AA.

Dicho pacto debería nacer de la cooperación y la volun-
tad de las partes implicadas, como se hace en el ámbito 
de la Unión Europea entre Estados, y no desde la impo-
sición vertical, que incentiva el posterior incumplimien-
to (6). Es probable incluso que en la legislatura que se 
inicia en 2016 se aborde una reforma de la Constitu-
ción. En tal caso, la del sistema de financiación, de las 
reglas de estabilidad presupuestaria y de los mecanismos 
financieros debería esperar a que se concrete una nueva 
definición de las competencias de cada nivel de gobier-
no y de la arquitectura política de España.

NOTAS

(1)  Ambos fondos de convergencia corrigen y complementan los 
resultados del sistema, pero no forman parte de él strictu sensu. 
No obstante, están regulados en la Ley 22/2009 y todos los 
actores los consideran incluidos.

(2)  La capacidad tributaria aparece en términos normativos (o 
teóricos).

(3)  En el cuadro 2, los índices se han calculado para competen-
cias homogéneas, lo que excluye 5.419 millones de euros en 
competencias singulares, de los que el 42% va a Cataluña 
para financiar, entre otras, sus competencias en materia de 
policía e instituciones penitenciarias. Por otra parte, se toma 
la recaudación tributaria teórica (o normativa), prescindiendo 
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de la real, si bien la diferencia no siempre se debe al ejer-
cicio autónomo de competencias. Finalmente, se utiliza la 
población ajustada según el sistema de 2009, también para 
el sistema anterior.

(4)  Para un análisis en profundidad de las reformas necesarias 
puede consultarse el monográfico de Papeles de Economía 
Española, núm. 143, el volumen que dedicó a este tema la 
revista del Instituto de Estudios Económicos (2013) o el re-
ciente libro coordinado por León (2015), todos ellos citados 
en la bibliografía.

(5)  Véase Zubiri (2015).

(6)  Tal como señalábamos en Ruiz Almendral y Cuenca (2014).
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Volverás a mi huerto y a mi higuera: 
por los altos andamios de las flores 
pajareará tu alma colmenera.

Miguel Hernández 

En este apartado queremos re- 
 cordar in memoriam al pro-

fesor Timoteo Martínez Aguado, 
fallecido el pasado mes de julio, 
maestro de economistas y uno de 
los responsables de que muchos 
nos colegiáramos para sentirnos 
parte de un gran colectivo de aca-
démicos y profesionales pero, tam-
bién, de una gran familia.

El profesor Martínez Aguado se 
licenció en Ciencias Económicas 
y Comerciales en el año 1971, especializándose dos 
años más tarde en Actuario de Seguros y alcanzan-
do su doctorado en el año 1978. Ejerció su carrera 
docente en la Universidad Literaria de Valencia, la 
Universidad Autónoma de Madrid y la Universidad 
de Castilla-La Mancha, de donde era catedrático 
desde el año 1992. Fue, además, profesor visitante 
en instituciones extranjeras de gran prestigio como 
University of Pennsylvania, Project LINK de las Na-
ciones Unidas, University of Missouri-Columbia, 
Instituto Tecnológico de Monterrey (University of 
Ottawa) o Centros de Investigación (Wharton Eco-
nometrics Forecasting y WEFA Ass. (Philadelphia), 
Alphametrics Corp. (Philadelphia); Research Cen-
ter (Columbia University in the City of New York). 
Su área de conocimiento fue la Economía Aplicada, 
concretamente, el área de Econometría donde im-
partió docencia a multitud de estudiantes. Intuitivo 
y perspicaz, lo que le confería de una gran sabidu-
ría para resolver las cuestiones académicas y, sobre 

todo, del ámbito universitario. A 
lo largo de su carrera desempeñó 
distintos cargos de gestión: De-
cano, vicedecano, subdirector de 
departamento, secretario de de-
partamento, director de cursos, 
subdirector de doctorado, secre-
tario del Consejo Social y parti-
cipó en distintas comisiones de 
trabajo en la universidad. Fue, 
además, viceconsejero de Eco-
nomía de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La 
Mancha así como, por motivos 
de cargo, consejero de diferen-
tes empresas del sector público 
castellano-manchego.

Muchas fueron sus aportaciones en el ámbito de 
la Econometría. Dirigió el Área de Coyuntura del 
Centro de Predicción Económica de la UAM, siendo 
pionero en el campo de la investigación económico-
aplicada, destacando la creación del primer Modelo 
Econométrico de la Economía Española-1986 (en 
tecnología PC), la elaboración del primer Indicador 
Sintético de la Economía Española-finales de los 
ochenta- y la creación de un modelo macroeconó-
mico profesional de predicción de la economía espa-
ñola (Centro CEPREDE). Asimismo fue cofundador 
del Centro de Predicción Económica-UAM y Fun-
dación U-E.

Sin embargo, a pesar de todos estos méritos que lo 
hacen sobresaliente en el ámbito de la Economía y 
de la docencia universitaria, nos gustaría recordarle 
como persona. Es verdad que su magisterio lo ejercía 
ejemplarmente con gran dedicación pero, sobre todo, 
con algo que hacía de él un maestro muy especial, el 

In Memoriam, Timoteo Martínez Aguado

José Antonio Negrín de la Peña
Profesor de Historia e Instituciones Económicas, Universidad de Castilla-La Mancha
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gran cariño y respeto por los estudiantes. Sin quizá  
él saberlo, aplicaba lo que el poeta Khalil Gibran de-
cía: Para convertirse en maestro del hombre, debe en-
señar primero con el ejemplo antes de lo que haga ver-
balmente. Somos muchos los que, afortunadamente, 
hemos tenido el privilegio de estar cerca de una per-
sona tan carismática. Nos enseñó Econometría, nos 
enseñó a montar el puzzle de la Economía, a entender 
sus relaciones, a predecir, la importancia de los datos y 

la solución ante la falta de ellos, pero, sobre todo, nos 
enseñó a tener grandes convicciones de cómo debe 
ser un profesor universitario y a dar importancia a lo 
que realmente la tiene.

Todos tus discípulos, amigo, te deseamos que descan-
ses en paz, y desde arriba cuídanos en la tarea de no 
descuidarnos.

Gracias, Timo.
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Los presentes acontecimientos 
 con los movimientos migra-

torios hacia Europa –y los que ve-
nimos registrando en el sur desde 
hace unos años– demuestran la 
percepción de que el nivel de vida 
de nuestros países es notablemente 
mejor que el de los habitantes de 
estas zonas de huida. Esta constata-
ción, por evidente, nos debe hacer 
reflexionar sobre esta especie de 
suerte biológica que supone haber 
nacido en Europa, en general, o 
en España, en particular. Solo por 
ese hecho, la maquinaria asisten-
cial de las instituciones nos brinda  
un grado de bienestar, individual 
y colectivo, muy superior al exis-
tente en un gran número de países 
del resto del planeta. Incluso, con 
todas sus ineficiencias y susceptibi-
lidades de mejora, nuestro sistema 
sanitario o educacional es mucho 
mejor que el de muchos países 
desarrollados. Esto hace afirmar 
al autor del presente trabajo, con 
razón, que en España, sobre el papel, 
la calidad de vida es buena. Acto se-

guido matiza la afirmación con un 
o debería de serlo. Sobre estas dos 
aseveraciones gira el hilo argumen-
tal del libro.

La calidad de vida en nuestro país 
es buena por varias razones. En-
tre ellas, porque la esperanza de 
vida es una de las mayores de los 
países desarrollados, el clima es 
excelente, el capital humano está 
bien capacitado y nuestro modo 
de vida –esto es cosecha del que 
escribe estas líneas y por supuesto  
opinable– es la envidia de un gran 
número de ciudadanos del mundo 
que ven a los españoles como un 
ejemplo a seguir. Esto hace que en 
los rankings internacionales nues-
tro bienestar figure en la parte alta 
de Índice de Desarrollo Humano 
(IDH), del Programa de Desarro-
llo de Naciones Unidas (PNUD), 
ocupando el lugar 27 (1).

Dicho esto, y formando parte de 
la propia idiosincracia del español, 
nos quejamos a menudo de nuestro 
sistema de protección social, cues-
tión que, además, con la crisis eco-
nómica se ha acentuado. Nuestro 
impresionante Estado de bienestar, 
es un gigante con pies de barro, y 
otra embestida de la crisis econó-
mica, lleve la piel de toro que lleve, 
puede hacerlo trizas.

Recordemos, ¿quién no lo sabe?, 
que la crisis tuvo que acomodar 
las cuentas del Estado al necesario 
cumplimiento de un déficit pú-
blico tolerable por las autoridades 
europeas, que vigilaban atentas las 
ayudas dadas. Esto suponía una 
subida de impuestos, para incre-
mentar los ingresos, y una reduc-
ción de los servicios públicos, para 
bajar los gastos. La supervivencia 
del sistema exigía todo esto. Pero 
también, todo ello, trajo consigo 
una perceptible pérdida de calidad 
de muchos de los servicios que se 
pretendía defender. De este modo, 
la ciudadanía ha sentido que sani-

dad, educación, higiene urbana y 
otros servicios, hasta ese momen-
to de altísima calidad, se han visto 
mermados.
Pero ha llegado el momento de de-
jar de lado el «todo va mal», para 
poner en valor lo alcanzado y los evi-
dentes ámbitos de mejora, afirma la 
contraportada del libro. Esta es sin 
duda la tarea a emprender.
Para llevarla a cabo, el profesor 
López Casasnovas –uno de los 
máximos expertos en gasto social 
de este país– se marca una autén-
tica hoja de ruta hacia un bienestar 
menos estatalizado, mejor gestiona-
do, en el que la política intervenga 
solo para lograr grandes consensos  
y la tecnología supere las inercias de 
la burocracia y, sobre todo, en el que  
la responsabilidad individual lleve al 
reconocimiento adulto de que nada 
en la vida sale gratis.
De este modo, el libro se estruc-
tura –después de un programático 
prólogo– en once capítulos, con-
cluyendo con un didáctico epílogo. 
En el primero de ellos, El Estado de 
bienestar en España, se afirma que 
son la demografía, la tecnología y las 
expectativas sociales el origen de las 
causas que tensionan hoy algunos de 
los pilares más notables del Estado 
de bienestar en España, pasando a 
analizar cuestiones tales como el 
envejecimiento demográfico, las 
expectativas sociales y los nuevos 
retos comunitarios o los referentes 
actuales de la protección públi-
ca…, llegando a diseñar el marco 
de lo que el autor califica como 
nueva política social.
El segundo capítulo habla de La 
sanidad en el centro de la protección 
social, en el que se van a presentar, 
tras la crisis, Algunas propuestas de 
política sanitaria con Una mirada 
renovada.
En el siguiente epígrafe, Los sis-
temas sanitarios y su genética, se 
adentra en el funcionamiento de 

El bienestar desigual

Qué queda de los derechos 

y beneficios sociales tras 

la crisis

Guillem López Casasnovas

Ediciones Península,

Barcelona, 2015, 345 páginas
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los sistemas de salud, partiendo 
del Anclaje teórico de la interven-
ción pública en el aseguramiento 
sanitario, y pasando por los Ámbi-
tos en investigación en economía de 
la salud o por La naturaleza de los 
sistemas sanitarios –preguntándose 
por la eficiencia del sistema–, para, 
finalmente, plantear un futuro de 
necesarias reformas del sistema sa-
nitario español.

En el cuarto capítulo, Asignación 
de recursos y prioridades en los sis-
temas públicos, se pone el foco de 
atención en cómo los distintos 
fundamentos de la intervención 
pública asignan los recursos y las 
prioridades, no solo en España 
sino, también, en otros países de 
nuestro entorno.
El quinto capítulo, Descentrali-
zación territorial, cohesión social y 
optimización del sistema, toca un 
tema especialmente sensible, ya 
que en la descentralización auto-
nómica algunos han visto un res-
quebrajamiento interno del Estado 
de bienestar, por pérdida de cohesión 
social y deterioro del buen funcio-
namiento del sistema, prueba del 
bienestar desigual, vulnerando, sin 
duda, el principio constitucional 
de que todos los españoles somos 
iguales ante la ley (y, por ende, 
ante las prestaciones sociales).
El sexto capítulo habla de la Finan-
ciación, organización y gestión de 
la sanidad, lo que el autor define 
como descentralización de segunda 
generación y que implica los niveles 
funcionales, en los que la geografía se 
entrecruza con la autonomía de los 
proveedores, lo que de nuevo se re-
flejará en la asignación presupuesta-
ria, en donde juega un importante 
papel la gobernanza que se lleve a 
cabo.

En el séptimo capítulo se analizará 
La incidencia de la crisis en el gasto 
social, donde –después de repasar 
los efectos de la crisis económica 

en el sistema público de salud– se 
reflexiona sobre el hecho trascen-
dente de la necesaria compatibi-
lidad entre los Recursos públicos y 
los comportamientos exigibles a la 
sociedad.
Los déficits: la cobertura de la depen-
dencia es el objeto del octavo capí-
tulo. En él se pone de manifiesto 
cómo la actual Ley de Dependen-
cia española padece diversos proble-
mas de diseño que se han agravado 
con la crisis económica, pero que son 
también cuestiones culturales e idio-
sincrásicas más estructurales, que 
llevan al autor a pedir una amplia 
revisión de la Ley de Dependencia 
para asegurar su coherencia.
El noveno capítulo trata de averi-
guar El impacto de los cambios de-
mográficos, y por el que –ante este 
panorama y con los datos de Eu-
rostat– se estudiará el futuro pre-
visible de las pensiones, la sanidad, 
los servicios sociales y la cobertura 
de la dependencia.
Tal vez, como consecuencia de lo 
visto hasta este momento, en el ca-
pítulo décimo se plantee, la Crisis 
de bienestar y conflicto generacional. 
El aumento de la esperanza de vida, 
un hecho social valioso en sí mismo, 
obliga a cambiar la orientación de la 
política pública para reencontrar un 
equilibrio aceptable para el bienestar 
conjunto.
Finalmente, el último capítulo 
aborda La reforma del Estado de 
bienestar. Desde los valores para el 
cambio, pasando por la gobernan-
za de las instituciones, del bench-
marking (comparación referencial) 
–a partir de los mejores registros 
de suizos, alemanes, británicos 
y holandeses– hasta el necesario 
consenso en política social, se ha 
de llegar a una nueva mirada al Es-
tado de bienestar desde el empleo 
dignamente remunerado.
El epílogo de esta historia nos lleva 
hacia Un bienestar más igualitario, 

que indefectiblemente nos condu-
ce a una identificación y gestión de 
los cambios posibles en el sistema 
de protección social y marcarse 
una agenda de reformas, con la sa-
nidad como banco de pruebas de 
la necesaria reforma del Estado de 
bienestar.

Así pues, una recomendable lec-
tura sobre la situación del Estado 
de bienestar, con planteamientos 
académicos, rigurosos y exigentes 
que pone en evidencia, de dónde 
partimos, dónde estamos y a dón-
de queremos llegar. Un bienestar 
que no solo compromete a las 
generaciones presentes. La parti-
da ha de jugarse también con las 
generaciones venideras, con las 
que compartiremos el futuro. Un 
hermoso futuro de amor y paz, que 
decía Serrat.

José Antonio Negrín de la Peña
Universidad de Castilla-La Mancha

NOTA

(1) http://hdr.undp.org/en/data
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Muchos se preguntan desde 
 hace meses si la economía 

española está saliendo o no de la 
crisis. Una pregunta cuya respues-
ta depende necesariamente de qué 
entendemos por crisis, de las varia-
bles seleccionadas para explicarla y 
de un horizonte temporal suficien-
te, así como de la situación perso-
nal de cada cual. Sin embargo, la 
cuestión más relevante puede que 
sea ¿cómo vamos a salir de ella?, 
es decir, cuál será nuestro modelo 
económico en los próximos años 
cuando dejemos atrás esta crisis. 
Este es el asunto esencial sobre el 
que gira Ante una nueva expansión 
económica, el nuevo libro que ha 
escrito Luis Gámir junto a dos de 
sus más estrechos colaboradores, 
Pedro Durá y Benjamín Serrano.

El hecho de pertenecer a la unión 
monetaria ha marcado la evolu-
ción reciente de la economía espa-
ñola y ha condicionado significa-
tivamente la política económica de 
nuestro país en la última década y 
media. En la zona euro la política 

monetaria ha dejado de ser para la 
economía española un mecanismo 
posible para ganar competitividad 
devaluando la moneda con respec-
to a sus principales socios comer-
ciales. En este marco la política 
fiscal adquiere si cabe una mayor 
importancia.

La principal recomendación, en 
opinión de los autores, es mante-
ner el estricto rigor sobre los gastos 
públicos en épocas de continuada 
bonanza económica y alcanzar 
elevados superávit. Una medida 
que, como ellos mismos señalan, 
resulta más fácil de enunciar que 
de aplicar.

Cuando Keynes enunció su plan-
teamiento de la política fiscal, 
señaló la importancia de que di-
cha política tuviera un carácter 
anti-cíclico, es decir, que la po-
lítica fiscal debía ser expansiva en 
los periodos de recesión o bajo 
crecimiento, actuando por tanto 
como elemento dinamizador de la 
demanda agregada, favoreciendo 
el empleo y el crecimiento y, de 
forma inversa, esto es contracti-
va, en los periodos de expansión, 
actuando como elemento limita-
dor de la demanda para enfriar la 
actividad económica y contener 
así las posibles tensiones inflacio-
nistas sobre la economía debidas 
a un exceso de demanda agregada. 
En otras palabras, Keynes no de-
fendía el uso continuo de la polí-
tica de déficit fiscal sin considerar 
la situación ni las condiciones 
reales de la economía. Un plan-
teamiento teórico que a menudo 
se ha obviado por los diferentes 
responsables políticos y que, pre-
sos de sus intereses electorales, 
han aplicado políticas fiscales de 
marcado signo pro-cíclico que no 
solo no han corregido muchos de 
los desequilibrios de la economía 
española sino que han venido a 
empeorar más la situación.

El libro que nos ocupa consta de 
dos capítulos iniciales, a modo de 
introducción, en los que se plan-
tea, en el primero, una panorá-
mica del paro en España, como 
principal problema al que deben 
enfrentarse las autoridades eco-
nómicas en los próximos años y, 
en el segundo, una evolución de 
diversos indicadores de la econo-
mía española comparándolos en 
dos momentos concretos: el cuar-
to trimestre de 2011, coincidien-
do con el final del gobierno de 
Rodríguez Zapatero, y el cuarto 
trimestre de 2014. El balance que 
se hace señala que la mejora de 
algunos de esos indicadores es in-
dudable, aun cuando algunos de 
ellos, en términos absolutos, no 
han alcanzado los niveles anterio-
res a la crisis. En ese contexto se 
prevé un mayor crecimiento para 
2015 sensiblemente mejor que la 
media europea.

En el capítulo III se analiza el 
comportamiento de la economía 
española a lo largo de las diferen-
tes fases económicas que se han 
ido sucediendo en las últimas cin-
co décadas y media, observando 
las fluctuaciones registradas en el 
crecimiento económico y en el 
empleo y trazando una compara-
tiva con la media comunitaria. El 
resultado de este análisis es que la 
pauta general del crecimiento en 
España presenta unas oscilaciones 
más pronunciadas en relación a la 
media europea, de modo que en 
los momentos de expansión la eco-
nomía española crece más que la 
media comunitaria, mientras que 
en los momentos de recesión o 
bajo crecimiento su caída es mayor 
que la europea. Una evolución que 
los autores explican, al menos par-
cialmente, por el comportamiento 
de la política económica en los pe-
riodos de expansión previos a los 
de crisis.

Ante una nueva 

expansión económica

Luis Gámir Casares, Pedro Durá Juez,
Benjamín Serrano Muñoz

Instituto de Estudios Económicos
(Punto de vista),

Madrid, 2015. 235 páginas
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Por su parte, los capítulos IV y V 
giran en torno a la idea de que una 
economía que se integra en una 
zona monetaria común, como la 
del euro, experimenta un impor-
tante cambio en las reglas del jue-
go económico, y algunos aspectos 
de la política económica y del 
comportamiento de los agentes 
económicos tendrán que modifi-
carse para aprovechar las ventajas 
que ofrece la moneda única y mi-
nimizar los posibles costes deri-
vados de ella. En este sentido, los 
autores defienden que el compor-
tamiento de una economía duran-
te los periodos de recesión o bajo 
crecimiento va a estar fuertemente 
influenciado por la fase, normal-
mente expansiva, que la precedió.

Estos capítulos centran el análi-
sis en el periodo previo a la crisis 
y estudian tres aspectos: primero, 
la pérdida del instrumento de de-
valuación como mecanismo para 
ganar competitividad frente al ex-
terior; segundo, los posibles efectos 
de una apreciación de nuestro tipo 
de cambio real sobre la asignación 
sectorial de recursos, y en tercer lu-
gar, la importancia que adquiere la 
orientación de la política fiscal en 
las fases expansivas cuando se com-
parte moneda con los principales 
socios comerciales, por el impacto 
que esta tiene sobre las fases de re-
cesión o bajo crecimiento que pro-
bablemente les sucederán.

Todo el análisis anterior confluye en 
la propuesta del capítulo VI en el 
que se dibuja un marco de política 
económica para la fase expansiva de 
la economía española que está por 
llegar. En él se señala como medida 
esencial y prioritaria velar por la me-
jora de la competitividad exterior de 
la economía, para lo cual se propone 
una mayor flexibilidad de la econo-
mía y en especial aquellas actuacio-
nes que conduzcan a flexibilizar los 
mercados de factores productivos.

Entre estas actuaciones destacan 
las aplicadas al mercado de tra-
bajo, al que se le dedica todo el 
capítulo VII. En opinión de los 
autores, algunas de las medidas de 
la última reforma laboral, como 
son dar prioridad a los convenios 
de empresas o salirse del convenio 
colectivo, han ido en la buena di-
rección para dotar al mercado de 
trabajo de una mayor flexibilidad. 
A su juicio, hay que seguir pro-
fundizando en las reformas de as-
pectos tales como la reducción de 
las cuotas a la seguridad social y la 
disminución de los costes no sala-
riales del factor trabajo, en un in-
tento de que una economía como 
la española, más trabajo-intensiva, 
gane competitividad frente a las 
economías competidoras menos 
desarrolladas con ventajas en cos-
tes salariales.

En este orden de cosas, en el capí-
tulo VIII se plantea también como 
medida estabilizadora la reforma 
continuada de las Administracio-
nes Públicas, en la idea de que ello 
podría contribuir a un menor y 
mejor gasto público y facilitar así 
el crecimiento, la productividad y 
la competitividad de la economía 
española a largo plazo. Una refor-
ma marcada por las orientaciones 
teóricas de mejora en la gestión y 
eficiencia de las Administraciones 
propuestas por la Comisión para 
la Reforma de las Administracio-
nes Públicas (CORA) creada por el 
Gobierno a finales de 2012.

El libro concluye con un capítulo 
IX, a modo de corolario, en el que 
se resumen las principales ideas 
desarrolladas en el texto.

En definitiva, Ante una nueva ex-
pansión económica es una obra muy 
sugerente y oportuna que suscita 
un apasionado debate sobre un 
tema esencial como es el modelo 
económico que habremos de tener 
en España una vez superada esta 

última crisis y en el que se apoye 
nuestra economía ante una nueva 
etapa expansiva. Un libro que in-
vita al lector crítico a otro ejercicio 
de reflexión centrado en el siguien-
te periodo de bajo crecimiento o 
de recesión que pueda afectar a la 
economía española en el marco de 
la unión monetaria y que, median-
te un análisis similar, nos permita 
tener una panorámica completa 
del modelo económico que de 
verdad se pretende.

El arte de la economía, decía Hen-
ry Hazlitt, uno de los más feroces 
críticos del keynesianismo, consis-
te en considerar los efectos más re-
motos de cualquier acto o política 
y no meramente sus consecuencias 
inmediatas; en calcular las repercu-
siones de tal política no sobre un 
grupo, sino sobre todos los secto-
res. Esperemos que quienes tengan 
la responsabilidad de plantear el 
modelo y la autoridad de aplicar 
la política económica para nuestro 
futuro tengan también el talen-
to artístico y la sensibilidad social 
para hacer buena economía.

Jorge Malfeito Gaviro
U.R.J.C.

 

 
 
 



LIBROS Y REVISTAS

93

Un antes y un después sería el 
resumen más definitorio con 

el que identificar la esencia de la 
presente obra. Colombia, cuya 
riqueza, en un amplio abanico 
de significados, merece una opor-
tunidad, principalmente con la 
propia Colombia. Es en esta línea 
sobre la que basa la presentación 
el actual mandatario y presiden-
te de la República, Juan Manuel 
Santos, quien realiza un alegato 
en favor de la paz, elemento pri-
mordial para vislumbrar cualquier 
atisbo de solidez en el necesario 
cambio de este país, hasta la fecha 
devastado por la incruenta violen-
cia que le lastra desde décadas y 
que ha dejado a la sociedad co-
lombiana profundamente sacudi-
da en sus cimientos.

La transformación acelerada que 
está aconteciendo en este país his-
panoamericano es mostrada, des-
de diferentes ópticas, en poco más 
de dos centenares de páginas. Los 
pilares fundamentales se asientan 
en una estructura compuesta por 

seis principales unidades, donde 
además de una variedad de cua-
dros explicativos, se añade un ca-
pítulo donde se puede consultar 
un listado de direcciones de in-
terés, con información completa 
para acceder a los estamentos e 
instituciones colombianas como 
puntos centrales necesarios para 
un contacto directo y efectivo. Un 
capítulo introductorio permite, 
en un rápido repaso, visualizar los 
elementos centrales característicos 
que se dibujan ante la perspectiva 
de una nueva Colombia.

Romper los estereotipos del pasa-
do es la misión que se marcan los 
autores responsables de los capítu-
los que se encuadran en la primera 
unidad, repartida en nueve capítu-
los. Consecuentemente, los distin-
tos expertos se encargan de recrear 
aquellos aspectos que surgen como 
claves determinantes para acercar 
la variada realidad de este país, así 
como de las reglas que hay que 
seguir con miras a establecer rela-
ciones comerciales o asentar nego-
cios. Se proyectan las claves que, 
ahondando en la cooperación his-
tórica entre Colombia y España, 
permiten entender en profundidad 
los factores idiosincráticos de esta 
nación latinoamericana, además 
de establecer los principios funda-
mentales, tanto desde el punto de 
vista del propio país como desde  
la visión de interrelación entre am-
bos Estados, unidos por valores co-
munes como son la democracia, la 
justicia y el libre mercado. 

Otro aspecto tratado con dedica-
ción es el enfoque de las empresas 
y su internacionalización, punto 
esencial de todo proceso de creci-
miento, desde la doble perspectiva 
del país receptor y del país emi-
sor de los intercambios comercia-
les. En este sentido es relevante el 
tratamiento que se ofrece a este 
apartado, ampliando la tradicio-

nal importancia dada a las gran-
des compañías, cuyos márgenes 
de maniobrabilidad para instalar-
se en otros países son reconocidos 
de manera meridiana, y permi-
tiendo conocer de primera mano 
la importancia real que tienen las 
pequeñas y medianas empresas, 
motor inigualable de creación de 
empleo y de dinamización de las 
economías nacionales.

Colombia ofrece oportunidades 
como las que se refieren en la se-
gunda división del libro. Un elen-
co de empresas, ordenadas alfabé-
ticamente en el libro, conforma el 
armazón de las veintiuna experien-
cias reseñadas en estas páginas. El 
denominador común de todos los 
testimonios, narrados por diferen-
tes responsables de las firmas ins-
taladas en Colombia, es el enorme 
potencial que se encuentra tras este 
extraordinario país. De este modo, 
aparecen los sectores económicos 
más significativos de la economía, 
con empresas representativas y con 
un bagaje suficiente como para 
convertirse en referente válido ante 
cualquiera que desee emprender el 
camino del establecimiento para 
realizar actividades comerciales o 
de servicios.

Además de describir las específicas 
experimentaciones de cada empre-
sa, se pueden observar los distintos 
procedimientos seguidos por cada 
una para ubicar sus negocios en 
territorio colombiano, ya sea me-
diante nueva apertura de mercados 
no existentes, ya sea mediante fu-
siones o bien mediante adquisicio-
nes de compañías que ya operaban 
con anterioridad.

A continuación se da paso a las 
opiniones de los académicos que, 
mediante sus reflexiones, apuntan 
con otro enfoque diferenciado a 
escudriñar la importancia mutua 
que trasluce tras los vínculos entre 
ambos países. Es así como se ana-
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lizan las particularidades existentes 
en el intercambio, proporcionan-
do una radiografía de la empresa 
española en Colombia. De igual 
manera se establecen las raíces his-
tóricas que, desde mucho tiempo 
atrás, configuran las bases sobre las 
que se asientan los vínculos entre 
Colombia y España.
Aunque la mayor parte de la obra 
está concebida bajo la direcciona-
lidad desde España hacia Colom-
bia, el itinerario inverso también 
tiene su conjunto de capítulos. De 
acuerdo a esta premisa, se proyecta 
la inversión colombiana en el ex-
terior, haciendo especial hincapié, 
como no podía ser de otro modo, 
al caso español. Y para conferir un 
mayor acercamiento a la realidad, 
también aquí se ofrecen las viven-
cias que algunas empresas colom-
bianas poseen al haber emprendi-
do sus negocios en España.
El último apartado se dedica a esta-
blecer una serie de recomendacio-
nes encaminadas a que las pymes 
puedan establecerse en Colombia, 
además de disponer de los datos 
básicos del país, siempre tan im-
portantes para ubicar y localizar 
las oportunidades de negocio con 
vistas a la consecución del éxito 
comercial.
Cualquier interesado en descubrir 
la nueva realidad a la que se aso-
ma Colombia no debe dejar pasar 
la oportunidad que le brinda la 
riqueza de conocimientos que se 
vierten en la presente obra y que, 
sin duda, se convierten en una lla-
ve maestra para abrir las puertas a 
las infinitas posibilidades que pro-
mete el escenario que se avecina, 
y sobre el que se están enfocando 
todos los esfuerzos para que, por el 
bien de Colombia, den pronto sus 
esperados frutos.

Jesús Domínguez
Universidad Autónoma de Madrid

La Historia se muestra tozuda 
 en las muestras que proporcio-

na, en su devenir, al ser humano, 
sin que en muchas ocasiones este 
sea capaz de interpretar adecuada-
mente los mensajes que encierra. 
Para arrojar luz a este acontecer, 
aparece esta obra, fruto de amplias 
y profundas reflexiones del autor, 
amplio conocedor, por profesión y 
estudio, de los entresijos que sub-
yacen en la evolución económica, 
social y política de las sociedades.
Vicente Alcaraz, profesor universi-
tario y dedicado durante décadas al 
análisis y observación de los avata-
res históricos más relevantes acae-
cidos en el último siglo, desgrana 
con maestría, en poco más de dos 
centenares de páginas, el qué y el 
porqué de los eventos más signifi-
cativos que han marcado las bases 
con lo que se ha desarrollado la 
nueva era en la que la Humanidad 
se adentra indefectiblemente.
Nuevos modos de entender las re-
laciones entre individuos, entre co-
munidades e incluso entre países, 

se dan cita en lo que ya se ha de-
nominado, y casi con unanimidad 
se acepta, el cambio de era. Para 
entender cómo puede definirse de 
este modo este novedoso escenario, 
se explican pormenorizadamente 
los logros que en las sociedades 
más avanzadas se han producido 
desde los años sesenta del pasado 
siglo XX, y cómo se han ido desvir-
tuando estos avances hasta alcan-
zar unos preocupantes niveles de 
retroceso, con el agravante de que 
las repercusiones de estos nuevos 
paradigmas económicos, sociales 
y políticos se desenvuelven en un 
contexto globalizado.

Bajo estos condicionantes, la cla-
se política toma un protagonismo 
vital, y sus reiterados incumpli-
mientos programáticos inciden, 
de manera decisiva, en los resulta-
dos posteriores. Así, la población 
pierde una de las herramientas 
que están a su alcance y, a pesar 
de poder ejercer el derecho a ele-
gir a sus dirigentes, se encuentra, 
reiteradamente, ante una crecien-
te frustración que proporciona 
argumentos a los enemigos de los 
procesos democráticos, ahondan-
do todavía más en las brechas que, 
paulatinamente, se van abriendo 
en las sociedades modernas.

Una de las características de este 
libro es que se aleja de los plan-
teamientos políticamente correc-
tos y, con altas dosis de pragma-
tismo, perfila los conflictos más 
trascendentes que abocan a una 
situación social a nivel mundial 
especialmente compleja. Es gracias 
a esto por lo que el lector podrá 
encontrar un referente del pasa-
do, presente y futuro de las cues-
tiones más acuciantes que deben 
hacer reflexionar sobre el camino 
emprendido y la meta a la que se 
desea arribar.

La obra está dividida en tres gran-
des bloques. El primero de ellos 
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analiza los aspectos más generales 
de los movimientos mundiales que 
han llevado a las sociedades más 
desarrolladas a alcanzar unos lo-
gros que, con un cambio radical 
en los planteamientos, han girado 
hacia posicionamientos que nada 
tienen que ver con los albores de 
los mismos.

Una de las secciones más originales 
aparece a mitad de la obra y está 
dedicada íntegramente a explicitar 
el concepto de valoración de las na-
ciones, idea medular del esqueleto 
de la misma. Así, enlazándolo con 
el bienestar social y la calidad de 
vida, se especifica una serie de no-
ciones que confluyen en un elen-
co de definiciones, basadas en dos 
elementos principales: los recursos 
y la población. A partir de la utili-
zación de esta dualidad, aparecen 
nuevos conceptos, que pueden ser 
calculados, y que abarcan distintos 
tipos de valores, destacando el de 
los recursos, el geográfico, el terri-
torial, estratégico, climático, de 
población, de los sectores políticos 
y de los sectores económicos.

En un segundo apartado, con dos 
capítulos, se desglosan con profu-
sión los factores inherentes a Espa-
ña, haciendo un repaso histórico 
para entrar de lleno en las delibe-
raciones que permitan entender 
el contexto de realidad social pro-
pio, que en muchos ingredientes 
marcan una idiosincrasia peculiar 
y única. Se añaden las preocupa-
ciones ante la clase política, fuer-
temente criticada en una gran 
cantidad de párrafos del libro, para 
abarcar a algunas de las institucio-
nes que, según el autor, deberían 
ser modificadas en sus funciones o, 
simplemente, eliminadas. Aparece 
un listado con las más importantes 
y una propuesta de solución para 
cada una de ellas.

Dentro de la prodigalidad con la 
que se aborda el caso diferenciado 

de España, el profesor Alcaraz no 
ceja en su empeño de demostrar 
paso a paso y argumento a argu-
mento cada una de las variables 
que influyen de manera taxativa en 
el cambio de era que se está produ-
ciendo y de la que emite un aviso 
inequívoco. Todo ello sin renun-
ciar a sus independientes comenta-
rios, evitando caer en la tentación 
de buscar la conformidad de pa-
receres. Muy al contrario, muestra 
una valentía en sus planteamientos 
que, fuera de las consideraciones 
de acuerdo o desacuerdo que cada 
lector pueda contemplar, le confie-
ren un plus de consistencia en sus 
argumentos.

Consecuentemente con el hilo 
conductor y con los posiciona-
mientos claros que se hacen, se 
promueve un catálogo de actua-
ciones enfocadas, sobre todo, a 
generar en la opinión pública y en 
aquellos que asumen la responsa-
bilidad de la gestión pública y pri-
vada, una conciencia de la impor-
tancia que debe tener la temática 
que se aborda, y sobre la que no 
puede existir un lenguaje ambiguo 
ni demoras injustificadas para re-
vertir una situación que tiende a 
empeorar para las sociedades más 
desarrolladas, y en particular, para 
España.

La tercera parte está dedicada a 
dos anexos que contienen en total 
tres materias. Se amplían todos los 
considerandos que han servido de 
base para el desarrollo de las pá-
ginas precedentes, y en donde se 
amplifican las explicaciones con el 
fin de no dejar ninguna duda de la 
configuración y justificaciones que 
sustentan las ideas expuestas.

Este manual se perfila como un 
elemento imprescindible para todo 
aquel, especialista en la materia o 
no, que pretenda entender con 
claridad las transformaciones que 
se han ido produciendo, y las re-

cetas necesarias para que la deriva 
en la que se está viendo abocada 
la sociedad actual no termine por 
acabar con todos los logros que, 
tan arduamente, han sido posible 
alcanzar.

Jesús Domínguez
Universidad Autónoma de Madrid
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De vez en cuando, la literatura 
económica nos sorprende con 

algún libro que rompe esquemas, 
no solo por lo que cuenta sino por 
cómo lo cuenta. El libro que ahora 
se reseña tiene algo de eso, de sor-
prendente. Pero también lo tiene 
de evidente, de lógico. De poner 
encima de la mesa el más puro sen-
tido común y, tal vez por eso, llame 
la atención.

Dice la contraportada del texto que 
la realidad actual (crisis de valores y 
sinsentido) nos presenta el mundo al 
revés. Hasta aquí poca novedad. 
Pero es que tal afirmación la susten-
ta en dos ideas por las que todos, de 
una manera u otra, hemos pasado. 
La primera de ellas habla de que las 
personas, que son un fin en sí mis-
mas, se han convertido en un medio 
para un fin. La segunda de ellas, en 
contraposición, cuenta, sin embar-
go, que, el dinero que es un «medio 
para», se ha convertido en un fin en 
sí mismo. Tan maquiavélico juego 
de palabras entre fines y medios, 
esconde la tesis vertebradora del li-

bro. Y es que la crisis ha trastocado 
los cuerpos y las mentes. Ya decía el 
cantautor cubano Silvio Rodríguez 
aquello de que la medicina escasa, la 
más insuficiente, es la de remediar la 
mente, y remediar las mentes, heri-
das por la crisis, va a costar esfuerzo 
y tiempo curarlas, mucho tiempo.

El autor presenta en este libro las 
enfermedades y algunos remedios: 
Después de más de treinta años de 
experiencias en las empresas, se pre-
tende aportar posibles soluciones a 
las principales «enfermedades» de 
las organizaciones: Neurosis com-
petitiva y anorexia organizacional. 
Recordemos que por neurosis, en 
medicina, se entiende los trastor-
nos nerviosos y alteraciones emo-
cionales, sin que medie lesión física 
en el sistema nervioso por medio, y 
por anorexia, la falta de apetito. Si 
ambos conceptos se acompañan de 
las palabras competitiva y organi-
zacional, tendremos una patología 
clara y precisa a la que atender.

Tras el necesario historial y el perti-
nente diagnóstico, hay que actuar y, 
para ello, se presentan una serie de 
mejoras que tienen su origen en el 
sistema educativo. Recordemos aho-
ra el subtítulo del libro: Rehumani-
zación, liderazgo, creatividad y gestión  
del siglo XXI. Parece que todo nos 
lleva a aplicar estos conceptos a un 
sistema educativo que ha abando-
nado estas obligaciones formativas. 

Es por ello que se habla del Quinto 
relevo como un nuevo paradigma 
que tiene que ver con las personas 
y con las organizaciones. El Quinto 
relevo es la suma de lo que el autor 
defiende como Quinto paradigma, 
consistente en la orientación antro-
pológica de investigación y la Ca-
rrera de relevos (CdR), que es una 
propuesta de una nueva forma de 
educar desde la infancia en valores 
como la libertad/responsabilidad, 
la autonomía o las inteligencias 
múltiples. El Quinto relevo serán 

entonces los métodos y herramientas 
necesarios para ayudar a la gestión 
del cambio y la transformación de las 
organizaciones. ¿Cómo se hace esto? 
Para el autor todo pasa por crear un 
nuevo modelo sobre rehumanización, 
liderazgo, creatividad y gestión, que 
utilice técnicas de pensamiento pa-
radójico o divergente (una forma de 
pensar que va en contra de las ideas 
generalmente aceptadas como váli-
das), que se presenten como efectivos 
métodos de resolución de problemas 
que no pueden solucionarse a través 
de las vías tradicionales del pensa-
miento cartesiano.

Detrás del Quinto relevo se en-
cuentra la necesidad de superar 
el concepto de directivo al uso y 
las organizaciones adoquinadas por 
nuevas generaciones, con ideas 
nuevas y con otra mentalidad. 
Para ello es necesario empezar a 
amueblar cabezas desde un nuevo 
sistema educativo.

La técnica del pensamiento para-
dójico, en el mundo académico de 
la economía, está dando sus pri-
meros pasos en España en la Facul-
tad de Comercio de Valladolid y 
tiene como guía la obra de Viktor 
E. Frankl (1905-1997), psiquiatra 
y psicoterapeuta austriaco que de-
sarrolló la teoría psicológica cono-
cida como logoterapia. También 
se siguen los trabajos del doctor 
Alfonso López Quintas, catedrá-
tico de Estética de la Universidad 
Complutense, inspirados por el 
afán de descubrir y promover la 
capacidad creativa del ser humano, 
a fin de lograr un desarrollo pleno 
de su personalidad.

Metidos en la tarea, el libro se es-
tructura en trece capítulos que, a su 
vez, se acomodan en tres partes, si 
bien existe un capítulo 0 –hasta en 
esto es original el libro–, donde se 
sitúa el punto de partida de la expo-
sición y en donde aparecen persona-
jes tales como el ángel, el demonio, 
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el tiburón, el delfín, el chacal o la 
jirafa, que vienen a ser los tótems de 
los arquetipos humanos. También, 
en este capítulo introductorio, ave-
riguamos dónde está el talón de 
Aquiles de los humanos, o descifra-
remos los principales paradigmas de 
la historia de la humanidad.

En la primera parte, compuesta 
de seis capítulos, situaremos el 
contexto histórico y las bases con-
ceptuales de nuestro análisis. Se 
hablará de la Historia del cambio, 
La gestión del cambio y la transfor-
mación, Las paradojas del manage-
ment del siglo XX, El saldo deudor 
del siglo XX, Las principales normas 
y modelos de gestión y Las técnicas y 
herramientas de ayuda a la gestión. 

En la segunda parte, capítulos del 
séptimo al noveno, se revisará la 
filosofía que sostiene el libro, el 
método y objeto de los nuevos pa-
radigmas. Por ella pasará la Teoría 
sobre el ser humano, La economía y 
las organizaciones: Teoría y práctica y 
El siglo XXI: final del proyecto.

La tercera parte remata la faena 
emprendida y tres son los capítu-
los que la componen. El décimo 
habla de Imaginar el futuro, el un-
décimo del Futuro de las organiza-
ciones y el duodécimo, finalmente, 
de La carrera de relevos.
Libro audaz, curioso, pedagógico y 
entretenido. Que nos habla de va-
lores, de humanismo en la gestión 
empresarial, de ética y de nuevos pa-
radigmas. Un libro de futuro, dise-
ñado para inconformistas. Y es que, 
parafraseando al profesor Alfonso 
López Quintas, cuando no somos 
capaces ya de cambiar una situación, 
nos enfrentamos al reto de cambiar 
nosotros mismos. Manos a la obra.

José Antonio Negrín de la Peña
Universidad de Castilla-La Mancha
 

Primera edición en rústica de 
este libro editado en 2012 y 

que lleva ya tres reimpresiones, 
haciéndole más accesible y mane-
jable que las anteriores, para poner 
al alcance de un mayor número de 
potenciales lectores una obra par-
ticularmente interesante dentro 
del panorama de la historia de la 
hacienda pública mundial y que 
habla del surgimiento de los esta-
dos fiscales en la edad moderna y 
contemporánea.

Libro editado por tres de los más 
reputados historiadores del género 
hacendístico, los profesores Barto-
lomé Yun-Casalilla (Universidad 
Pablo de Olavide e Instituto de 
Florencia), Patric O´Brien (Lon-
don School of Economics and Po-
litical Sciences) y Francisco Comín 
(Universidad de Alcalá de Hena-
res), que saben rodearse de un im-
portante elenco de especialistas de 
la literatura hacendística mundial 
como son Richard Bonney, Mar-
tin Dauton, Kent Deng, Wantje 
Fritschy, Peter Gatrell, Marjolein’t 

Hart, Edwin Horlings, Paul Jans-
sens, María Eugenia Mata, Masa-
ki Nakabayashi, Michael North, 
S‚ evket Pamuk, Luciano Pezzolo, 
Renate Pieper, Fausto Piola Ca-
selli, John Richards y Bin Wong, 
para realizar un trabajo que los 
historiadores de la hacienda, y ha-
cendistas en general, echábamos 
en falta y que solo el aunar saberes 
podría hacerlo posible.

El libro resulta ser un estudio, así 
lo adelanta el profesor Yun-Casa-
lilla en la introducción, sobre el 
surgimiento del Estado fiscal en Eu-
rasia desde una perspectiva global, 
comparativa y trasnacional. Esto, 
que dicho así puede parecer fácil 
como una simple compilación de 
lo hecho sobre la hacienda de di-
ferentes países, esconde un análi-
sis complejo sobre la realidad de 
la hacienda mundial en la edad 
moderna y contemporánea, que 
incluso descifra la génesis del con-
cepto mismo de Estado moderno 
que pervive en nuestros días. Solo 
se entiende la existencia misma de 
un Estado moderno, con su com-
plejidad institucional, cuando se 
diseña un entramado fiscal lo su-
ficientemente importante como 
para garantizarle su mantenimien-
to y supervivencia. El mismo cali-
ficativo Fiscal State ya implica una 
correlación efectiva entre fiscalidad 
y ese Estado moderno.

Como explica su contraporta-
da, desde los Países Bajos hasta 
el Imperio Otomano, pasando 
por Japón y la India, esta obra se 
enfrenta al problema complejo y 
diverso de la formación de los Es-
tados fiscales en Eurasia entre 1500 
y 1914. Los estudios que acoge el 
texto explican diversos casos nacio-
nales concretos que revelan, entre 
otras cosas, que las características 
distintivas del Estado fiscal apare-
cieron en toda Eurasia en diferen-
tes momentos del tiempo como 
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resultado de múltiples estímulos 
independientes pero que, a menu-
do, interactuaban en competencia 
interna por los recursos generados 
en el proceso de expansión euro-
pea, por el comercio internacional, 
la globalización o por los mismos 
aconteceres bélicos de turno.

Los diferentes ensayos que compo-
nen el texto, continúa la contra-
portada, ofrecen un marco com-
parativo para volver a examinar las 
causas del desarrollo económico en 
todo este periodo y mostrar, por 
ejemplo, el papel central que los 
sistemas fiscales más eficaces de 
Europa durante los siglos XVII y 
XVIII jugaron en la divergencia del 
este y el oeste, así como los dife-
rentes caminos tomados hacia la 
modernización.
El libro se estructura en cuatro 
partes de dieciséis capítulos, más 
una introducción y un epílogo, en 
la que se repasará la constitución 
de esos Estados fiscales en distintos 
países, organizados por adscrip-
ción geográfica regional.
De esta forma, la primera parte se 
dedicará a la Europa del Atlántico 
Norte, en la que se estudiarán los 
casos de Holanda, Bélgica, Francia 
y Gran Bretaña. Para el caso ho-
landés se analizaran las tendencias 
a largo plazo en la historia fiscal de 
Holanda desde 1515 a 1913. Para 
Bélgica se estudiaran la imposición 
de los Países Bajos y Bélgica en 
tiempos de los Habsburgo de 1579 
a 1914. Para el caso francés se verá 
el auge del Estado fiscal en Fran-
cia de 1500 a 1914. Finalmente, 
las políticas impositivas británicas 
desde la Revolución Gloriosa a la 
Gran Guerra finaliza el trabajo de 
esta región.
En la segunda parte, Europa Cen-
tral y del Este, se estudiarán los ca-
sos de Alemania, Austria y Rusia. 
Para el caso alemán se analizarán 
las finanzas y el poder en el siste-

ma estatal germano. Para Austria, 
la financiación de un Compositive 
monarchy –el concepto de monar-
quía compleja de diferentes reinos 
bajo una única corona, definido 
por J. H. Elliott– entre 1650 y 
1848, para finalizar con el Estado 
fiscal ruso de 1600 a 1914.

La tercera parte, la Europa del At-
lántico Sur y del Mediterráneo, es-
tudiará Portugal, España, Italia, el 
Imperio Otomano y los Estados 
Vaticanos. Para Portugal se analiza-
rá desde el pionero Estado mercan-
til al Estado fiscal moderno propio 
del siglo XIX, desde 1498 a 1914. 
Para el caso de España, se estudia-
rá desde una Compositive Monar-
chy (la Monarquía Hispánica) a un 
Estado Nación, desde 1492 hasta 
1914, preguntándose los autores 
–Yun Casalilla y Comín– si se tra-
ta de un exceptional case, jugando 
con la traducción entre el concep-
to excepción entre los países de su 
entorno y/o como caso extraordi-
nario. A continuación se analiza 
el caso italiano desde las Ciudades 
Estado hasta los Principados pre-
vios a la unificación. Especial e in-
terés diferenciado merece el caso de 
los Estados Papales en Los Estado 
fiscales en Italia: los Estados papales. 
Finalmente, el análisis de esta re-
gión finaliza con la evolución de las 
instituciones fiscales en el Imperio 
Otomano, 1500-1914.

La cuarta y última parte es el turno 
de Asia, con China, Japón, el Im-
perio Mongol y la India Británica. 
En el primero de ellos se analiza-
rá la continuación y eficiencia del 
Estado fiscal Chino desde el 700 
a Xto. hasta 1911. También hay 
un capítulo sobre la Imposición y 
el buen gobierno en la China de 
1500 a 1914. Finaliza el libro con 
dos capítulos sobre el auge de un 
Estado fiscal Japonés y los Estados 
fiscales en el Imperio Mongol y en 
la India Británica.

Toda gran obra merece una re-
flexión final. El prólogo del libro 
de la mano de Patrick O’Brien 
reflexionará, como buen corola-
rio, sobre las bases fiscales y los 
contextos para la formación de los 
Estados euroasiáticos –económi-
camente viables–, desde el Esta-
do Veneciano hasta la Guerra del 
Opio. Un buen final en el que se 
marca el papel de la Hacienda, de 
la fiscalidad, de la gestión del gasto 
público, en la configuración de los 
Estados modernos. Y es que, ya lo 
decía el inolvidable profesor Fuen-
tes Quintana: Siempre la Hacienda 
Pública.

José Antonio Negrín de la Peña
Universidad de Castilla-La Mancha
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